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WEST, Mariano Federico
ZANCADA, Pablo Gabriel
ZAVALLO, Gustavo Marcelo

AUSENTES, CON SOLICITUD DE 
LICENCIA PENDIENTE DE APROBACIÓN 

DE LA HONORABLE CÁMARA:

BURZACO, Eugenio
COLLANTES, Genaro Aurelio
CREMER de BUSTI, María Cristina
GARCÍA DE MORENO, Eva
GEREZ, Elda Ramona
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La referencia acerca del distrito, bloque y período del mandato de cada señor diputado puede consultarse en el Diario de Sesiones correspon-
diente a la sesión preparatoria (32ª reunión, período 125º) de fecha 5 de diciembre de 2007.

 1. Izamiento de la bandera nacional. (Pág. 12.)

 2. Consideración de las renuncias a sus bancas 
presentadas por los señores diputados electos por 
los distritos electorales de La Rioja, don Jesús Fer-
nando Rejal, y de Entre Ríos, doña María Cristina 
Cremer de Busti. (Pág. 12.)

 3. Asuntos entrados. Resolución respecto de los 
asuntos que requieren pronunciamiento inmediato 
del cuerpo. (Pág. 12.)

 4. Plan de labor de la Honorable Cámara. (Pág. 12.)

 5. Mociones de preferencia y de tratamiento sobre 
tablas. (Pág. 16.)

 I. Mociones de preferencia con despacho 
de comisión. Se aprueba. (Pág. 16.)

 6. Cuestión de privilegio planteada por la señora 
diputada Bertol con motivo de actuaciones del 
Colegio Público de Abogados de la Capital Fe-
deral. Se pospone el tratamiento de la cuestión de 
privilegio. (Pág. 18.)

 7. Homenajes:

 I. A la memoria de don Alberto Methol 
Ferré. (Pág. 22.)

 8. Mociones de preferencia y de tratamiento sobre 
tablas (continuación). (Pág. 22.)

 I. Moción del señor diputado Pérez (A.) 
de que se trate sobre tablas el proyecto 
de resolución del que es coautor por el 
que se solicita al señor presidente de 
la Honorable Cámara de Diputados 
de la Nación que, juntamente con el 
señor presidente del Honorable Senado 

de la Nación, dispongan la prórroga 
de la sesiones ordinarias del período 
parlamentario 127º hasta el día 28 de 
febrero de 2010 (inclusive) (5.535-D.-
2009). Se rechaza. (Pág. 23.)

 9. Consideración de los dictámenes de las comi-
siones de Asuntos Constitucionales, de Justicia 
y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo sobre democratización 
de la representación política, la transparencia y la 
equidad electoral (31-P.E.-2009). Se sanciona con 
modifi caciones el dictamen de mayoría. (Página 
24.)

10. Consideración de los proyectos de ley sin disi-
dencias ni observaciones. (Pág. 171.)

 I. Dictamen de las comisiones de Acción 
Social y Salud Pública y de Presu-
puesto y Hacienda en los proyectos 
de ley del señor diputado Llera y 
otros (4.372-D.-2009) y de la señora 
diputada Leverberg (4.404-D.-2009) 
por los que se declara zona de desastre 
y emergencia económica y social por 
el término de un año prorrogable por 
igual plazo, a partir del 7 de septiembre 
de 2009, al municipio de San Pedro, 
provincia de Misiones. Se sanciona un 
proyecto de ley. (Pág. 176.)

 II. Dictamen de la Comisión de Legisla-
ción del Trabajo en el proyecto de ley 
del señor diputado Ledesma y otros por 
el que se modifi can los artículos 1º y 2º 
de la ley 24.642 –Ley de Asociaciones 
Sindicales de Trabajadores– sobre 
procedimiento previsto en la ley para 
las contribuciones de solidaridad y los 
aportes patronales pactados en las con-
venciones colectivas (5.134-D.-2009). 
Se sanciona. (Pág. 177.)
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de la Jefatura de Gabinete de Ministros, el Con-
sejo Nacional para la Formulación, Seguimiento 
y Evaluación del Plan Gerontológico Nacional 
(6.039-D.-2008). Se difiere su tratamiento.
(Pág. 297.)

24. Consideración del dictamen de las comisiones 
de Cultura y de Presupuesto y Hacienda en el 
proyecto de ley del señor diputado Coscia y otros 
por el que se crea el Instituto Nacional del Libro 
Argentino (1.678-D.-2008). Se sanciona con mo-
difi caciones. (Pág. 302.)

25. Consideración de los proyectos de resolución y 
de declaración sin disidencias ni observaciones. 
(Pág. 317.)

 I. Dictamen de la Comisión de Legisla-
ción del Trabajo en los proyectos de 
resolución del señor diputado Alcuaz 
y otros (4.000-D.-2009) y Recalde 
(4.319-D.-2009) por los que se expresa 
solidaridad con los trabajadores des-
pedidos por la empresa Kraft Foods 
Argentina –ex Terrabusi– ubicada en 
General Pacheco, provincia de Buenos 
Aires. Se sanciona un proyecto de re-
solución. (Pág. 317.)

 II. Dictamen de la Comisión de Legisla-
ción del Trabajo en el proyecto de de-
claración del señor diputado Piumato 
por el que se declara de interés de la 
Honorable Cámara la Jornada Mundial 
por el Trabajo Decente, realizada en la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires el 
7 de octubre de 2009 (4.473-D.-2009). 
Se sanciona un proyecto de resolución. 
(Pág. 318.)

 III. Dictamen de la Comisión de Asuntos 
Constitucionales en la solicitud de de-
safuero de la señora diputada Adriana 
Victoria Puiggrós (414-O.V.-2009). Se 
sanciona un proyecto de resolución. 
(Pág. 318.)

 IV. Dictamen de la Comisión de Obras 
Públicas en el proyecto de resolución 
del señor diputado Herrera y otros por 
el que se solicita al Poder Ejecutivo que 
disponga la planifi cación y realización 
del tendido de cloacas y la cons-trucción 
de una estación de bombeo de líquidos 
cloacales en la ciudad de Clodomira, 
provincia de Santiago del Estero (1.867-
D.-2009). Se sanciona un proyecto de 
declaración. (Pág. 319.)

 V. Dictamen de la Comisión de Población 
y Desarrollo Humano en el proyecto 

17. Moción de orden formulada por el señor diputado 
Godoy de que la Honorable Cámara se aparte de 
las prescripciones del reglamento y moción de 
que se traten sobre tablas los proyectos de ley 
en revisión por el que se regula la integración de 
los componentes argentinos de la Fuerza de Paz 
Conjunta Combinada “Cruz del Sur” que integran 
la Argentina y Chile (60-S.-2009) y por el que se 
aprueba el Tratado de Maipú, de Integración y 
Cooperación entre la República Argentina y la 
República de Chile (86-S.-2009). Se aprueban 
ambas proposiciones. (Pág. 254.).

18. Consideración conjunta de los asuntos a los que 
se refi ere el número 17 de este sumario:

 I. Proyecto de ley en revisión por el que 
se regula la integración de los com-
ponentes argentinos de la Fuerza de 
Paz Conjunta Combinada “Cruz del 
Sur” que integran la Argentina y Chile 
(60-S.-2009). Se sanciona definiti-
vamente (ley 26.560). (Pág. 255.)

 II. Proyecto de ley en revisión por el 
que se aprueba el Tratado de Maipú, 
de Integración y Cooperación entre la 
República Argentina y la República de 
Chile (86-S.-2009). Se sanciona defi -
nitivamente (ley 26.561). (Pág. 255.)

19. Consideración del dictamen de la Comisión de 
Presupuesto y Hacienda en el proyecto de ley de 
la señora diputada Müller por el que se modifi ca el 
artículo 17 de la ley 23.871, de impuestos internos 
(2.183-D.-2009). Se sanciona con modifi caciones. 
(Pág. 258.)

20. Moción de orden formulada por el señor diputado 
Scalesi de que se anticipe la consideración del pro-
yecto de ley del que es coautor por el que se crea 
el Sistema de Faros Centenarios (581-D.-2009). 
Se aprueba. (Pág. 260.)

21. Consideración del proyecto de ley del señor dipu-
tado Scalesi y otros por el que se crea el Sistema 
de Faros Centenarios (581-D.-2009). Se sanciona. 
(Pág. 261.)

22. Continuación de la consideración de los dictá-
menes de las comisiones de Justicia y de Presu-
puesto y Hacienda en el proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo por el que se establece, con carácter 
obligatorio, la mediación previa a todo proceso 
judicial (14-P.E.-2008). Se sanciona el dictamen 
de mayoría. (Pág. 263.)

23. Consideración del dictamen de la Comisión de 
la Tercera Edad en el proyecto de ley de la señora 
diputada Pastoriza por el que se crea, en el ámbito 
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 3. Alfaro. (Pág. 489.)
 4. Augsburger. (Pág. 490.)
 5. Augsburger. (Pág. 491.)
 6. Baldata. (Pág. 491.)
 7. Barrios. (Pág. 493.)
 8. Barrios. (Pág. 494.)
 9. Belous. (Pág. 495.)
 10. Bertone. (Pág. 496.)
 11. Bisutti. (Pág. 497.)
 12. Bisutti. (Pág. 497.)
 13. Brillo. (Pág. 498.)
 14. Daher. (Pág. 499.)
 15. Dato. (Pág. 502.)
 16. Díaz Bancalari. (Pág. 504.)
 17. Díaz Bancalari. (Pág. 506.)
 18. Fein. (Pág. 507.)
 19. Fein. (Pág. 508.)
 20. Ferrá de Bartol. (Pág. 509.)
 21. Giannettasio. (Pág. 511.)
 22. Gioja. (Pág. 514.)
 23. Godoy. (Pág. 516.)
 24. Godoy. (Pág. 517.)
 25. Gorbacz. (Pág. 518.)
 26. Halak. (Pág. 519.)
 27. Lanceta. (Pág. 520.)
 28. Leverberg. (Pág. 522.)
 29. Linares. (Pág. 522.)
 30. López Arias. (Pág. 524.)
 31. Martiarena. (Pág. 525.)
 32. Merchán. (Pág. 526.)
 33. Montero. (Pág. 527.)
 34. Oliva. (Pág. 530.)
 35. Pais. (Pág. 531.)
 36. Paredes Urquiza. (Pág. 532.)
 37. Paroli. (Pág. 533.)
 38. Ruiz. (Pág. 534.)
 39. Sapag. (Pág. 535.)
 40. Scalesi. (Pág. 535.)
 41. Solanas. (Pág. 536.)
 42. Viale. (Pág. 537.)
 43. Viale. (Pág. 541.)
 44. Vilariño. (Pág. 542.)
 45. West. (Pág. 543.)
 46. Zancada. (Pág. 544.)

proyecto de ley en revisión por el que se declara 
zona de emergencia y desastre por sequía a diver-
sos departamentos de la provincia de La Pampa 
(33-S.-2008). Se sanciona con modifi caciones. 
(Pág. 362.)

29. Consideración del dictamen de las comisiones de 
Recursos Naturales y Conservación del Ambiente 
Humano y de Acción Social y Salud Pública en el 
proyecto de ley en revisión por el que se establecen 
presupuestos mínimos de protección ambiental 
relativos a las actividades de quema (34-S.-
2008). Se sanciona defi nitivamente (ley 26.562).
(Pág. 364.)

30. Consideración de los dictámenes de las comisiones 
de Deportes y de Justicia en el proyecto de ley del 
señor diputado Pereyra y otros referido a la dura-
ción del fi deicomiso de administración con control 
judicial (4.638-D.-2009). Se sanciona con modifi -
caciones el dictamen de mayoría. (Pág. 367.)

31. Consideración del proyecto de ley de la señora 
diputada Puiggrós y del señor diputado Sylvestre 
Begnis por el cual se crea el Sistema Integral de 
Salud Escolar (3.592-D.-2009). Comenzó su tra-
tamiento. (Pág. 373.)

32. Apéndice:
 A. Sanciones de la Honorable Cámara.

(Pág. 384.)
 B. Asuntos entrados:

 I. Mensajes del Poder Ejecutivo.
(Pág. 473.)

 II. Comunicaciones del Honorable Se-
nado. (Pág. 473.)

 III. Comunicaciones de la Presidencia. 
(Pág. 473.)

 IV. Dictámenes de comisiones. (Pág. 474.)

 V. Dictámenes observados. (Pág. 478.)

 VI. Comunicaciones de señores diputa-
dos. (Pág. 478.)

 VII. Comunicaciones ofi ciales. (Pág. 478.)

 VIII. Peticiones particulares. (Pág. 479.)

 IX. Proyectos de ley. (Pág. 479.)

 X. Proyectos de resolución. (Pág. 481.)
 XI. Proyectos de declaración. (Pág. 483.)
 XII. Licencias. (Pág. 485.)
 C. Inserciones solicitadas por los señores diputa-

dos:
 1. Albarracín. (Pág. 485.)
 2. Alcuaz. (Pág. 487.)

cquirco.dip
C. Inserciones solicitadas por los señores diputados:
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debiendo, por tal motivo, renunciar a los dos años que 
restan de mi actual mandato (2007-2011), para asumir 
en el mismo cargo durante el período (2009-2013).

A tal efecto, es que renuncio a partir del día 9 de 
diciembre de 2009 a mi actual mandato, para asumir 
como corresponde durante el período 2009/2013 en la 
fecha que establezca este cuerpo.

Sin otro particular, lo saludo atentamente.

María C. Cremer de Busti.

Sr. Presidente (Fellner). Se va a votar.
–Resulta afi rmativa.

Sr. Presidente (Fellner). – Quedan aceptadas 
las renuncias presentadas.

3
ASUNTOS ENTRADOS

Sr. Presidente (Fellner). – Corresponde dar 
cuenta de los asuntos incluidos en el Boletín de 
Asuntos Entrados Nº 36, que obra en poder de 
los señores diputados.1

Corresponde que la Honorable Cámara pase 
a resolver respecto de los asuntos que requieren 
pronunciamiento inmediato del cuerpo.

Atento a que los asuntos sobre tablas son en 
su mayoría retiros de proyectos, si la Honorable 
Cámara está de acuerdo se realizará una sola 
votación.

–Asentimiento.

Sr. Presidente (Fellner). – Se va a votar.
–Resulta afi rmativa.

Sr. Presidente (Fellner). – Se procederá en 
consecuencia.

4
PLAN DE LABOR

Sr. Presidente (Fellner). – Corresponde pasar 
ahora al término reglamentario destinado a la 
consideración del plan de labor propuesto por 
la Comisión de Labor Parlamentaria.

Por Secretaría se dará lectura:
Sr. Secretario (Hidalgo). – Proyectos que 

tienen acordada preferencia para su tratamiento, 
con despacho de comisión:

1 Véase la enunciación de los asuntos entrados en el Apéndice. 
(Pág. 384.)

–En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
a los dieciocho días del mes de noviembre de 
2009, a la hora 13 y 22:

1
IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL

Sr. Presidente (Fellner). – Con la presencia 
de 129 señores diputados queda abierta la sesión 
convocada para el día de la fecha.

Invito al señor diputado por el distrito electoral 
de Buenos Aires, don Miguel Dante Dovena, a izar 
la bandera nacional en el mástil del recinto.

–Puestos de pie los señores diputados y 
el público asistente a las galerías, el señor 
diputado don Miguel Dante Dovena procede 
a izar la bandera nacional en el mástil del 
recinto. (Aplausos.)

2
RENUNCIAS

Sr. Presidente (Fellner). – La Presidencia 
informa a la Honorable Cámara que obran en 
Secretaría las renuncias presentadas por el señor 
diputado Jesús Fernando Rejal, a partir del 24 
de noviembre de 2009, y por la señora diputada 
María Cristina Cremer de Busti, a partir del 9 
de diciembre de 2009.

Buenos Aires, 4 de noviembre de 2009.

Al señor presidente de la Honorable Cámara de Dipu-
tados de la Nación, doctor Eduardo A. Fellner.

S/D.

Por la presente me dirijo a usted para informarle mi 
renuncia al cargo de diputado nacional período 2007-
2011, electo por la provincia de La Rioja, a partir del 
24 de noviembre de 2009, en virtud de asumir en esa 
fecha como diputado provincial en representación de 
la mencionada provincia.

Saludo a usted atentamente.

Jesús F. Rejal.

Buenos Aires, 4 de noviembre de 2009.

Al señor presidente de la Honorable Cámara de Dipu-
tados de la Nación, doctor Eduardo A. Fellner.

S/D.

De mi mayor consideración:
Tengo el agrado de dirigirme a usted a los fi nes de 

poner en su conocimiento que, en los comicios del 28 
de junio de 2009, he sido electa nuevamente en el cargo 
de diputada nacional. El mismo lo ejerzo en el presente, 

cquirco.dip
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–Expediente 1.678-D.-2008, de ley. Instituto 

Nacional del Libro. Creación en el ámbito de la 
Secretaría de Cultura de la Nación.

Proyecto de ley con observaciones:
–Expediente 34-S.-2008, Ley de Presupuestos 

Mínimos de Protección Ambiental para Control 
de Actividades de Quema. Establecimiento.

Proyectos de ley sin disidencias ni observa-
ciones:

–Expediente 6.039-D.-2008. Consejo Na-
cional para la Formulación. Seguimiento y 
evaluación del Plan Gerontológico Nacional. 
Creación.

–Expediente 517-D.-2008. Programa Nacio-
nal de Asistencia a las Adicciones. Creación.

–Expediente 8-S.-2009. Iglesia y convento 
San Francisco de la ciudad de San Salvador de 
Jujuy, provincia de Jujuy. Declaración como 
monumento histórico nacional.

–Expediente 4.023-D.-2008. Ley 20.744, de 
contrato de trabajo. Modifi cación de su artículo 
124.

–Expediente 3.607-D.-2008. Ley Nacional de 
Empleo. Modifi cación en lo referente a subsidio 
por incapacidad temporaria.

–Expediente 4.443-D.-2009. Censo Nacional 
de Población y Vivienda del 2010/11. Modifi -
cación.

–Expediente 612-D.-2009. Edificio de la 
Escuela “Del Centenario” de la ciudad capital 
de la provincia de Santiago del Estero. Decla-
ración como bien de interés histórico artístico 
nacional.

–Expediente 151-S.-2008. Convención sobre 
la Protección del Patrimonio Cultural Subacuáti-
co, adoptada por la trigésimo primera Conferen-
cia de la ONU para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura –UNESCO–, celebrada en París, Francia, 
el 2 de noviembre de 2001. Aprobación.

–Expediente 9-S.-2009. Edifi cio de la Escue-
la Nº 1 “Del Centenario” de la ciudad de Paraná, 
provincia de Entre Ríos. Declaración del mismo 
como monumento histórico nacional.

–Expediente 33-S.-2008, de ley en revisión. 
Zona de emergencia por sequía por el plazo 
de ciento ochenta (180) días prorrogables 
por el Poder Ejecutivo nacional a diversos 
departamentos de la provincia de La Pampa. 
Declaración.

–Expediente 31-P.E.-2009, de ley. Demo-
cratización de la representación política, la 
transparencia y la equidad electoral.

–Expediente 3.394-D.-2008, de ley. Univer-
sidad Agraria Nacional. Creación.

–Expediente 2.817-D.-2009, de ley. Ley 
24.946, de Ministerio Público Fiscal. Modifi -
cación a los artículos referidos a los defensores 
públicos, tutores y curadores.

Tratamiento sobre tablas:
–Expedientes 4.372-D.-2009 y 4.404-D.-

2009, de ley. Municipio de San Pedro, provincia 
de Misiones. Declaración del mismo como zona 
de desastre y emergencia económica y social por 
el término de un año prorrogable por igual plazo 
a partir del 7 de septiembre de 2009.

Proyectos de ley con disidencias:
–Expediente 3.191-D.-2008, de ley. Sistema 

de trazabilidad para el control y seguimiento 
de especialidades medicinales o farmacéuticas. 
Establecimiento.

–Expediente 326-D.-2008, de ley. Concursos 
y quiebras, ley 24.522: sustitución del artícu-
lo 20, sobre contrato de prestación reciproca 
pendiente.

Proyecto que tiene acordada preferencia para 
su tratamiento con despacho de comisión:

–Expediente 2.183-D.-2009, de ley. Impuestos 
internos –ley 23.871–. Modifi cación del artículo 
17, sobre eximición de los derechos de importa-
ción a los bienes donados al Estado nacional.

Tratamiento sobre tablas:
–Expediente 5.134-D.-2009, de ley. Asocia-

ciones sindicales de trabajadores: procedimien-
to para el cobro de los créditos a su favor –ley 
24.642–. Modifi caciones sobre su extensión a 
las contribuciones de solidaridad y a los apor-
tes patronales pactados en las convenciones 
colectivas.

Proyecto de ley con disidencias:
–Expediente 14-P.E.-2008. Mediación previa 

obligatoria a todo proceso judicial. Estableci-
miento.

Proyecto que tiene acordada preferencia para 
su tratamiento con despacho de comisión:

cquirco.dip
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administración de las entidades deportivas con 
difi cultades económicas.

–Expediente 2.363-D.-2009: proyecto de ley. 
Ley de trabajo decente y digno, sobre exigencia 
de un certifi cado de libre deuda por obligaciones 
de la seguridad social. Implementación.

–Expediente 3.172-D.-2008: proyecto de ley. 
Ley 20.744, de contrato de trabajo. Modifi ca-
ción del artículo 235.

–Expediente 254-D.-2009: proyecto de ley. 
Ley 23.592, de actos discriminatorios y Código 
Penal. Modifi cación.

–Expediente 4.415-D.-2008: proyecto de 
ley. Ley 24.156, de administración fi nanciera. 
Incorporación del inciso k) al artículo 118 de 
la misma.

–Expediente 152-S.-2008: proyecto de ley. 
Código Civil. Modifi cación de los artículos 
sobre mayoría de edad.

–Expediente 723-D.-2009: proyecto de ley. 
Régimen de promoción de pequeñas localida-
des. Creación.

–Expediente 1.310-D.-2008: proyecto de ley. 
Medios materiales para la defensa nacional. Ré-
gimen para su obtención.

–Expediente 3.291-D.-2008: proyecto de ley. 
Agricultura familiar en la República Argentina. 
Régimen.

–Expediente 3.410-D.-2009: proyecto de ley. 
Servicio de transporte turístico terrestre. Ré-
gimen para otorgar permiso para operar en 
el denominado corredor de los lagos andino-
patagónicos, ubicados en las provincias del 
Neuquén, Río Negro y Chubut.

–Expediente 581-D.-2009: proyecto de ley. 
Sistema de Faros Centenarios. Creación.

Proyectos de ley con observaciones:
–Expedientes 1.984-D.-2007 y 330-D.-

2008: ley 20.744, de contrato de trabajo y sus 
modifi catorias, y ley 24.714, de asignaciones 
familiares. Modifi cación.

–Expediente 1.852-D.-2008: ley 19.550, de 
sociedades comerciales. Modifi cación de su 
artículo 11.

Proyecto de ley con disidencias:
–Expediente 15-P.E.-2008: régimen de pres-

tación privada de servicios de seguridad.

–Expediente 2.094-D.-2007. Ley 24.013 
–Ley Nacional del Empleo–, sobre defi ciencias 
en la registración laboral. Modifi cación.

–Expediente 6.700-D.-2008. Régimen legal 
para el ejercicio profesional del licenciado en 
nutrición, derogación de la ley 24.301. Esta-
blecimiento.

Tratamiento sobre tablas:
–Expediente 4.521-D.-2008, de ley. Ley de 

accesibilidad de la información en las páginas 
web.

–Expediente 3.975-D.-2009, de ley. Día 
Nacional de la Historieta Argentina el 4 de 
septiembre de cada año. Institución.

–Expediente 173-S.-2007, de ley en revisión. 
Creación de un juzgado federal de primera 
instancia, una fi scalía y una defensoría pública 
ofi cial con asiento en la ciudad de Concordia, 
provincia de Entre Ríos.

–Expediente 4.942-D.-2009, de ley. Ente 
Nacional de Alto Rendimiento Deportivo 
–ENARD–. Creación.

–Expediente 5.724-D.-2008, de ley. Inmue-
ble propiedad del Estado nacional ubicado en 
la estación Remedios de Escalada, partido de 
Lanús, provincia de Buenos Aires. Transferen-
cia del mismo a título gratuito a la Universidad 
Nacional de Lanús.

–Expediente 153-S.-2008, de ley. Género 
musical folklórico denominado “chamamé”. 
Reconocimiento como parte integrante del pa-
trimonio cultural argentino. Aprobación.

–Expediente 126-S.-2008: proyecto de ley. 
Investigación clínica, epidemiológica y capa-
citación profesional en la detección temprana, 
diagnóstico y tratamiento de la enfermedad 
celíaca. Declaración de interés nacional.

–Expediente 84-S.-2009: proyecto de ley. Crea-
ción de la Universidad de Tierra del Fuego.

Proyectos que tienen acordada preferencia 
para su tratamiento, con despacho de comi-
sión:

–Expediente 3.592-D.-2009: proyecto de ley. 
Salud escolar. Régimen.

–Expediente 4.638-D.-2009: proyecto de 
ley. Ley 25.284, sobre régimen especial de 
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por haber sido elegida para celebrar los Juegos 
Olímpicos del 2016.

–Expediente 4.932-D.-2009: proyecto de 
resolución. Expresar su beneplácito y reco-
nocimiento a la Confederación Argentina de 
Básquetbol.

–Expediente 5.163-D.-2009: proyecto de 
resolución. Expresar su beneplácito y reconoci-
miento a la Federación Argentina de Vóley.

–Expediente 5.471-D.-2009: proyecto de 
resolución. Expresar su beneplácito y reco-
nocimiento a la Confederación Argentina de 
Handball.

–Expediente 5.626-D.-2009: proyecto de de-
claración. Declarar de interés de esta Honorable 
Cámara la cuadragésima edición del Festival 
Folklórico del Noreste Argentino.

–Expediente 5.627-D.-2009: proyecto de de-
claración. Declarar de interés de esta Honorable 
Cámara la décima edición del Festival Regional 
de Nuestro Canto Argentino.

–Expediente 2.479-D.-2009: proyecto de re-
solución. Solicitar al Poder Ejecutivo disponga 
las medidas necesarias para el dragado en las 
bocas de los diez ríos tributarios del humedal 
de las islas entrerrianas.

–Expediente 5.506-D.-2009: proyecto de 
resolución. Adherir al Día Universal de los 
Niños y las Niñas.

–Expediente 5.623-D.-2009: proyecto de 
declaración. Beneplácito por aniversario de la 
localidad de San Genaro.

–Expediente 5.528-D.-2009: proyecto de re-
solución. Expresar repudio por las agresiones de 
las que fueron víctimas las diputadas nacionales 
Victoria Donda Pérez y Cecilia Merchán por 
parte de la Policía Federal.

–Expediente 5.634-D.-2009: proyecto de 
resolución. Expresar preocupación por la se-
quía y desertifi cación en diversos partidos de 
la provincia de Buenos Aires.

Sr. Presidente (Fellner). – Se va a votar 
el plan de labor propuesto por la Comisión 
de Labor Parlamentaria. Habiendo pedido de 
tratamientos sobre tablas incluidos en dicha 
propuesta, se requieren los dos tercios de los 
votos que se emitan.

–Resulta afi rmativa.

Proyectos de ley con disidencias y observa-
ciones:

–Expediente 3.887-D.-2009: ley 20.744, de 
contrato de trabajo y sus modifi catorias. Modi-
fi cación del artículo 71.

–Expediente 3.888-D.-2009: ley 20.744, de 
contrato de trabajo y sus modifi catorias. Modi-
fi cación del artículo 72.

–Expediente 30-D.-2007: Código Penal. 
Modifi cación (infanticidio).

–Expediente 2.866-D.-2009: ley 22.248, de 
trabajo agrario, y ley 20.744, de contrato de 
trabajo. Modifi cación a las mismas.

Proyectos de resolución o declaración sin 
disidencias ni observaciones:

–Órdenes del Día 2.117, 2.120, 2.125, 2.127, 
2.131, 2.134, 2.136 a 2.147, 2.149, 2.151 a 
2.158, 2.166 y 2.167.

Proyectos con preferencia acordada:
–Expediente 5.419-D.-2009: proyecto de re-

solución. Reglamento de la Honorable Cámara. 
Sustitución del artículo 114, sobre el diligen-
ciamiento de los proyectos de declaración y de 
resolución.

–Expediente 4.960-D.-2009: proyecto de 
resolución. Expresar adhesión a la visión y 
misión de la Alianza del Pastizal, organización 
multilateral de la Argentina, Uruguay, Paraguay 
y Brasil.

Tratamiento sobre tablas:
–Expediente 3.703-D.-2009: proyecto de 

resolución. Solicitar al Poder Ejecutivo dis-
ponga las medidas necesarias para difundir en 
los centros turísticos el concurso que organiza 
la fundación suiza New Seven Wonders para 
defi nir las siete maravillas del mundo, en el 
cual han sido preseleccionadas las Cataratas 
del Iguazú.

–Expediente 5.486-D.-2009: proyecto de 
declaración. Expresar beneplácito por la XL 
Fiesta Provincial del Maíz.

–Expediente 4.233-D-2009: proyecto de 
declaración. Declarar de interés social la labor 
desarrollada por la Federación Argentina de 
Cooperativas de Electricidad.

–Expediente 4.891-D.-2009: proyecto de 
resolución. Expresar beneplácito y reconoci-
miento a la ciudad de Río de Janeiro, Brasil, 
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–Expediente 6.155-D.-2008: de ley. Protec-
ción de los usuarios de los servicios públicos.

–Expedientes 380-D.-2008, 1.004-D.-2008, 
3.277-D.-2008, 3.335-D.-2008 y 3.427-D.-
2008: de ley. Régimen de contratos agrarios.

–Expediente 47-S.-2009: de ley en revisión, 
por el cual se declara de utilidad pública y sujeto 
a expropiación el inmueble conocido como Casa 
Mazzolari Cerutti.

–Expediente 1.056-D.-2008: de ley. Suple-
mento dietario creatina monohidratada. Comer-
cialización exclusiva en farmacias.

–Expediente 4.529-D.-2009: de ley. Zonas 
francas. Modifi cación del artículo 44.

–Expediente 5.007-D.-2009: de ley. Don 
Andrés Guacurari y Artigas. Se reconoce y res-
tituye el grado militar de comandante general.

–Expediente 275-D.-2008: de ley. Trans-
ferencia a título gratuito de un inmueble del 
Estado nacional a la Municipalidad de Esteban 
Echeverría.

–Expediente 581-D.-2009: de ley. Sistemas 
de faros centenarios. Creación.

–Expediente 3.863-D.-2009: de ley. Traba-
jadores no docentes de universidades públicas. 
Régimen previsional.

–Expediente 2.112-D.-2008: de ley. Progra-
ma de Promoción y Producción de la Leche.

–Expediente 4.592-D.-2009: de ley. Régimen 
de promoción para la construcción de una planta 
productora de fertilizantes anexada a la planta 
industrial de agua pesada.

–Expediente 18-P.E.-2009: de ley. Indemni-
zar a los damnifi cados por los acontecimientos 
ocurridos los días 3 y 24 de noviembre de 1995 
en la Fábrica Militar de Río Tercero.

–Expediente 3.555-D.-2009: de ley. Régimen 
para el fomento y desarrollo de la actividad 
apícola.

–Expediente 3.652-D.-2008: de ley. Jubila-
ción anticipada. Régimen.

–Expediente 1.886-D.-2008: de ley. Crea-
ción de una aduana en La Banda, Santiago del 
Estero.

Bloque de la Unión Cívica Radical:
–Expediente 16-P.E.-2009: de ley. Transferir 

a la provincia de Buenos Aires los inmuebles 
propiedad del Estado nacional ubicados en la 

Sr. Presidente (Fellner). – Queda aprobado 
el plan de labor propuesto por la Comisión de 
Labor Parlamentaria.

5
MOCIONES DE PREFERENCIA

Y DE TRATAMIENTO SOBRE TABLAS
I

Mociones de preferencia con despacho
de comisión

Sr. Presidente (Fellner). – Corresponde pasar 
al término previsto por el artículo 168 del re-
glamento, destinado a mociones de preferencia 
y de tratamiento sobre tablas.

Por Secretaría se dará lectura de las solicitu-
des que han hecho llegar los distintos bloques 
políticos.

Sr. Secretario (Hidalgo). – Solicitudes de 
preferencia para la próxima sesión, con despa-
cho de comisión.

Bloque del Frente para la Victoria:
–Expediente 2.862-D.-2009: de ley. Utiliza-

ción en toda obra pública de madera de espe-
cies implantadas y producidas en la República 
Argentina.

–Expediente 4.979-D.-2008: de ley. Gestión 
integral de residuos industriales.

–Expediente 2.287-D.-2009: de ley. Gestión 
ambiental de aguas residuales.

–Expediente 1.147-D.-2009: de ley. Expe-
diciones terrestres. Otórgase una pensión a sus 
integrantes.

–Expediente 1.568-D.-2008: de ley. Venta y 
distribución de diarios, revistas y afi nes. Dero-
gación del decreto 1.025/00.

–Expediente 2.715-D.-2008: de ley. Víctimas 
del terrorismo de Estado. Institución de servi-
cios de atención.

–Expediente 2.584-D.-2008: de ley. Jubila-
ción especial docente. Régimen.

–Expediente 4.222-D.-2009: de ley. Jubi-
laciones y pensiones. Modifi caciones sobre 
jubilación de funcionarios y empleados de los 
poderes Judicial y Legislativo.

–Expediente 2.587-D.-2008: de ley. Transfe-
rencia a título gratuito de un inmueble al Estado 
nacional a favor de la Universidad Nacional del 
Centro de la Provincia de Buenos Aires.
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tada Torrontegui, expediente 4.821-D.-08, y del señor 
diputado Cigogna, expediente 4.918-D.-08, por el que 
se derogan los artículos 1° al 31 de la ley 24.573 y las 
leyes 25.287, 25.661 y 26.094 de mediación prejudicial 
obligatoria –régimen–; y, por las razones expuestas en 
el informe que se acompaña y las que dará el miembro 
informante aconsejan la sanción del siguiente

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,…

Artículo 1° – Objeto. Se establece con carácter 
obligatorio la mediación previa a todo proceso judicial, 
la que se regirá por las disposiciones de la presente 
ley. Este procedimiento promoverá la comunicación 
directa entre las partes para la solución extrajudicial 
de la controversia.

Art. 2° – Requisito de admisión de la demanda. Al 
promoverse demanda judicial deberá acompañarse acta 
expedida y fi rmada por el mediador interviniente.

Art. 3° – Contenido del acta de mediación. En el acta 
de mediación deberá constar:
 a) Identifi cación de los involucrados en la contro-

versia;
 b) Existencia o inexistencia de acuerdo;
 c) Comparecencia o incomparecencia del reque-

rido o terceros citados notifi cados en forma 
fehaciente o imposibilidad de notifi carlos en 
el domicilio denunciado;

 d) Objeto de la controversia;
 e) Domicilios de las partes, en los cuales se rea-

lizaron las notifi caciones de las audiencias 
de mediación;

 f) Firma de las partes, los letrados de cada parte 
y el mediador interviniente;

 g) Certifi cación por parte del Ministerio de Justi-
cia, Seguridad y Derechos Humanos, de la fi r-
ma del mediador interviniente en los términos 
que establezca la reglamentación de la presente 
ley.

Art. 4° – Controversias comprendidas dentro del 
procedimiento de mediación prejudicial obligatoria. 
Quedan comprendidas dentro del procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria todo tipo de con-
troversias, excepto las previstas en el artículo 5° de la 
presente ley.

Art. 5° – Controversias excluidas del procedimiento 
de mediación prejudicial obligatoria. El procedimiento 
de mediación prejudicial obligatoria no será aplicable 
en los siguientes casos:
 a) Acciones penales;
 b) Acciones de separación personal y divorcio, 

nulidad de matrimonio, fi liación, patria potes-
tad y adopción, con excepción de las cuestio-
nes patrimoniales derivadas de éstas. El juez 

tero, Morán, Morante, Moreno, Morgado, 
Müller, Naím, Obiglio, Osorio, Pais, Paroli, 
Pastoriza (M. A.), Pereyra, Pérez (A.), Perié 
(H. R.), Perié (J. A.), Petit, Piumato, Prieto, 
Puiggrós, Quiroz, Recalde, Rodríguez (E. 
A.), Rojkés de Alperovich, Román, Rossi (A. 
O.), Rossi (A. L.), Rossi (C. L.), Ruiz, Salim, 
Salum, Sánchez, Sapag, Scalesi, Sciutto, Se-
rebrinsky, Snopek, Solanas, Sylvestre Begnis, 
Tomaz, Torfe, Viale, Vilariño, West, Zancada 
y Zavallo.

–Se abstienen de votar los señores dipu-
tados: Beveraggi, Bidegain, Díaz, Iglesias, 
Lozano y Pérez (J. R.).

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – Se deja 
constancia del voto afi rmativo de los señores 
diputados Giudici, Martiarena, Fernández y 
Román.

Queda sancionado el proyecto de ley.1

Se comunicará al Honorable Senado.

22
MEDIACIÓN PREVIA OBLIGATORIA

A TODO PROCESO JUDICIAL
(Continuación)

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – Continua-
mos con la consideración del plan de labor. En 
la sesión anterior habíamos concluido el debate 
respecto del tratamiento de los dictámenes de 
las comisiones de Justicia y de Presupuesto y 
Hacienda en el proyecto de ley del Poder Eje-
cutivo contenido en el expediente 14-P.E.-2008, 
mediación previa obligatoria a todo proceso 
judicial. Establecimiento. Se había debatido y 
se habían propuesto modifi caciones que no se 
habían aceptado, por lo cual corresponde votar 
en general.2

(Orden del Día Nº 1.663)

I
Dictamen de mayoría

Honorable Cámara:

Las comisiones de Justicia y de Presupuesto y Ha-
cienda han considerado el mensaje del Poder Ejecutivo 
nacional 995 del 23 de junio de 2008 y proyecto de ley, 
tenido a la vista los proyectos de ley de la señora dipu-
tada Bertol, expediente 455-D.-08, de la señora dipu-

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pág. 384.)
2 El tratamiento de este asunto se inició en el punto 15 de la 

reunión 17ª, 11ª sesión ordinaria, del 11 de noviembre de 2009.
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   En la primera audiencia el mediador deberá 
informar a las partes sobre los principios que 
rigen el procedimiento de mediación prejudi-
cial obligatoria.

Art. 8° – Alcances de la confi dencialidad. La con-
fi dencialidad incluye el contenido de los papeles y/o 
cualquier otro material de trabajo que las partes hayan 
confeccionado o evalúen a los fi nes de la mediación.

La confi dencialidad no requiere acuerdo expreso 
de las partes.

Art. 9° – Cese de la confi dencialidad. La obligación 
de la confi dencialidad cesa en los siguientes casos:
 a) Por dispensa expresa de todas las partes que 

intervinieron;
 b) Para evitar la comisión de un delito o, si éste 

se está cometiendo, impedir que continúe co-
metiéndose.

El cese de la confi dencialidad debe ser interpretado 
con carácter restrictivo y los supuestos de excepción 
surgir de manera evidente.

Art. 10. – Actuación del mediador con profesiona-
les asistentes. Los mediadores podrán actuar, previo 
consentimiento de la totalidad de las partes, en cola-
boración con profesionales formados en disciplinas 
afi nes con el confl icto que sea materia de la mediación, 
y cuyas especialidades se establecerán por vía regla-
mentaria.

Estos profesionales actuarán en calidad de asisten-
tes, bajo la dirección y responsabilidad del mediador 
interviniente, y estarán sujetos a las disposiciones de 
la presente ley y su reglamentación.

Art. 11. – Requisitos para ser mediador. Los media-
dores deberán reunir los siguientes requisitos:
 a) Título de abogado con tres (3) años de antigüe-

dad en la matrícula;
 b) Acreditar la capacitación que exija la reglamen-

tación;
 c) Aprobar un examen de idoneidad;
 d) Contar con inscripción vigente en el Registro 

Nacional de Mediación;
 e) Cumplir con las demás exigencias que se esta-

blezcan reglamentariamente.

Art. 12. – Requisitos para ser profesional asistente. 
Los profesionales asistentes deberán reunir los requi-
sitos exigidos para los mediadores en el artículo 11, 
incisos b), d) y e).

Art. 13. – Causas de excusación de los mediadores. 
El mediador deberá excusarse, bajo pena de inhabilita-
ción, en todos los casos previstos por el Código Proce-
sal Civil y Comercial de la Nación para la excusación 
de los jueces.

También deberá excusarse durante el curso de la 
mediación, cuando advierta la existencia de causas que 
puedan incidir en su imparcialidad.

deberá dividir los procesos, derivando la parte 
patrimonial al mediador;

 c) Causas en que el Estado nacional, las provin-
cias, los municipios o la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires o sus entidades descentralizadas 
sean parte, salvo en el caso que medie autori-
zación expresa y no se trate de ninguno de los 
supuestos a que se refi ere el artículo 841 del 
Código Civil;

 d) Procesos de inhabilitación, de declaración de 
incapacidad y de rehabilitación;

 e) Amparos, hábeas corpus, hábeas data e inter-
dictos;

 f) Medidas cautelares;
 g) Diligencias preliminares y prueba anticipada;
 h) Juicios sucesorios;
 i) Concursos preventivos y quiebras;
 j) Convocatoria a asamblea de copropietarios 

prevista por el artículo 10 de la ley 13.512;
 k) Confl ictos de competencia de la justicia del 

trabajo;
 l) Procesos voluntarios.

Art. 6° – Aplicación optativa del procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria. En los casos de 
ejecución y desalojos el procedimiento de mediación 
prejudicial obligatoria será optativo para el reclamante 
sin que el requerido pueda cuestionar la vía.

Art. 7° – Principios que rigen el procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria. El procedimiento 
de mediación prejudicial obligatoria se ajustará a los 
siguientes principios:
 a) Imparcialidad del mediador en relación a los 

intereses de las partes intervinientes en el pro-
ceso de mediación prejudicial obligatoria;

 b) Libertad y voluntariedad de las partes en con-
fl icto para participar en la mediación;

 c) Igualdad de las partes en el procedimiento de 
mediación;

 d) Consideración especial de los intereses de los 
menores, personas con discapacidad y personas 
mayores dependientes;

 e) Confi dencialidad respecto de la información 
divulgada por las partes, sus asesores o los 
terceros citados durante el procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria;

 f) Promoción de la comunicación directa entre 
las partes en miras a la búsqueda creativa y 
cooperativa de la solución del confl icto;

 g) Celeridad del procedimiento en función del 
avance de las negociaciones y cumplimiento 
del término fi jado, si se hubiere establecido;

 h) Conformidad expresa de las partes para que 
personas ajenas presencien el procedimiento 
de mediación prejudicial obligatoria;
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mediador a impulso de cualquiera de las partes y se re-
anudará una vez vencido. Este plazo podrá prorrogarse 
por acuerdo expreso de las partes.

Art. 18. – Prescripción y caducidad. La mediación 
suspende el plazo de prescripción y de la caducidad en 
los siguientes casos:
 a) En la mediación por acuerdo de partes, desde 

la fecha de imposición del medio fehaciente de 
notifi cación de la primera audiencia al requeri-
do, o desde la celebración de la misma, lo que 
ocurra primero;

 b) En la mediación por sorteo, desde la fecha de 
adjudicación del mediador por la autoridad 
judicial;

 c) En la mediación a propuesta del requirente, 
desde la fecha de imposición del medio feha-
ciente de notifi cación de la primera audiencia al 
requerido, o desde la celebración de la misma, 
lo que ocurra primero.

En los dos primeros supuestos, la suspensión opera 
contra todas las partes. En el caso del inciso c), única-
mente contra aquél a quien se dirige la notifi cación.

En todos los casos, el plazo de prescripción y de 
caducidad se reanudará a partir de los veinte (20) días 
contados desde el momento que el acta de cierre del 
procedimiento de mediación prejudicial obligatoria se 
encuentre a disposición de las partes.

Art. 19. – Comparecencia personal y representación. 
Las partes deberán comparecer personalmente y no 
podrán hacerlo por apoderado, exceptuándose a las 
personas jurídicas y a las domiciliadas a más de ciento 
cincuenta (150) kilómetros de la ciudad en la que se 
celebren las audiencias. El apoderado deberá contar 
con facultad de acordar transacciones.

Quedan eximidos de comparecer personalmente 
quienes se encuentren autorizados a prestar declara-
ción por ofi cio, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 407 del Código Procesal Civil y Comercial 
de la Nación. La asistencia letrada es obligatoria. Se 
tendrá por no comparecida a la parte que concurriere 
a las audiencias sin asistencia letrada, salvo que las 
partes acordaren la determinación de una nueva fecha 
para subsanar la falta.

Art. 20. – Plazo para realizar la mediación. El 
plazo para realizar la mediación será de hasta sesenta 
(60) días corridos a partir de la última notifi cación 
al requerido o al tercero. En el caso previsto en el 
artículo 6°, el plazo será de treinta (30) días corridos. 
En ambos supuestos el término podrá prorrogarse por 
acuerdo de partes.

Art. 21. – Contacto de las partes con el mediador 
antes de la fecha de audiencia. Las partes podrán tomar 
contacto con el mediador designado antes de la fecha 
de la audiencia, con el objeto hacer conocer el alcance 
de sus pretensiones.

Cuando el mediador hubiera sido propuesto por el 
requirente, el excusado será reemplazado por quien le 
siga en el orden de la propuesta.

Art. 14. – Causas de recusación de los mediadores. 
Las partes podrán recusar con causa a los mediadores 
en los mismos supuestos mencionados en el primer 
párrafo del artículo 13, dentro de los cinco (5) días de 
conocida la designación. Cuando el mediador hubiera 
sido designado por sorteo, se practicará inmediatamen-
te nuevo sorteo. Cuando el mediador hubiera sido pro-
puesto por el requirente, el recusado será reemplazado 
por quien le siga en el orden de la propuesta.

Cualquiera de las partes podrá recusar al mediador 
durante el curso de la mediación, cuando advierta la 
existencia de causas sobrevinientes que puedan incidir 
en su imparcialidad. Si el mediador no aceptara la recu-
sación la cuestión será decidida judicialmente.

Art. 15. – Prohibición para el mediador. El mediador 
no podrá asesorar ni patrocinar a ninguna de las partes 
intervinientes en los procedimientos de mediación 
prejudicial obligatoria en los que hubiera intervenido, 
hasta pasado un (1) año de su baja formal del Registro 
Nacional de Mediación.

La prohibición es absoluta en relación al confl icto 
en que intervino como mediador.

Art. 16. – Designación del mediador. La designación 
del mediador podrá efectuarse:
 a) Por acuerdo de partes, cuando las partes eligen 

al mediador por convenio escrito;
 b) Por sorteo, cuando el reclamante formalice 

el requerimiento ante la mesa de entradas del 
fuero ante el cual correspondería promover la 
demanda y con los requisitos que establezca la 
autoridad judicial. La mesa de entradas sorteará 
al mediador que intervendrá en el reclamo y 
asignará el juzgado que eventualmente enten-
derá en la causa. El presentante entregará al 
mediador sorteado el formulario debidamente 
intervenido por la mesa de entradas del fuero 
en el término de cinco (5) días hábiles;

 c) Por propuesta del requirente al requerido, a los 
efectos de que éste seleccione un mediador de 
un listado cuyo contenido y demás recaudos 
deberán ser establecidos por vía reglamenta-
ria;

 d) Durante la tramitación del proceso, por única 
vez, el juez actuante podrá en un proceso judi-
cial derivar el expediente al procedimiento de 
mediación. Esta mediación se cumplirá ante 
mediadores inscriptos en el Registro Nacional 
de Mediación, y su designación se efectuará 
por sorteo, salvo acuerdo de partes respecto a 
la persona del mediador.

Art. 17. – Suspensión de términos. En los casos 
contemplados en el artículo 16, inciso d), los términos 
del expediente judicial quedarán suspendidos por 
treinta (30) días contados a partir de la notifi cación del 
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acuerdo, éste deberá ser posteriormente sometido a la 
homologación judicial.

En el supuesto de llegar a la instancia de ejecución, 
el juez podrá aplicar, a pedido de parte, la multa esta-
blecida en el artículo 45 del Código Procesal Civil y 
Comercial de la Nación. 

Art. 27. – Conclusión sin acuerdo. Si el proceso de 
mediación concluye sin acuerdo de las partes, se labrará 
acta suscrita por todos los comparecientes donde se 
hará constar el resultado del procedimiento. El requi-
rente queda habilitado para iniciar el proceso judicial 
acompañando su ejemplar del acta con los recaudos 
establecidos en la presente ley.

La falta de acuerdo también habilita la vía judicial 
para la reconvención que pudiere interponer el requerido, 
cuando hubiese expresado su pretensión durante el proce-
dimiento de mediación y se lo hiciere constar en el acta.

Art. 28. – Conclusión de la mediación por incom-
parecencia de las partes. Si el proceso de mediación 
concluye por incomparecencia injustifi cada de alguna 
de las partes o por imposibilidad de notifi cación, se 
labrará acta suscrita por todos los comparecientes 
donde se hará constar el resultado del procedimiento. 
El reclamante queda habilitado para iniciar el proceso 
judicial, a cuyo fi n acompañará su ejemplar del acta 
con los recaudos establecidos en la presente ley. La 
parte incompareciente deberá abonar una multa cuyo 
monto será equivalente a un cinco por ciento ( 5%) del 
sueldo básico de un juez nacional de primera instancia 
y cuya modalidad de percepción se establecerá por vía 
reglamentaria.

Art. 29. – Todos los procedimientos mediatorios, 
al concluir, deberán ser informados al Ministerio de 
Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, a los fi nes 
de su registración y certifi cación de los instrumentos 
pertinentes.

Art. 30. – Ejecutoriedad del acuerdo instrumentado 
en el acta de mediación. El acuerdo instrumentado en 
acta suscrita por el mediador será ejecutable por el 
procedimiento de ejecución de sentencia, de conformi-
dad con lo dispuesto por el artículo 500, inciso 4), del 
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Art. 31. – Mediación familiar. La mediación familiar 
comprende las controversias patrimoniales o extrapatri-
moniales originadas en las relaciones de familia o que 
involucren intereses de sus miembros o se relacionen 
con la subsistencia del vínculo matrimonial, a excep-
ción de las excluidas por el artículo 5°, inciso b), de 
la presente ley.

Se encuentran comprendidas dentro del proceso 
de mediación familiar las controversias que versen 
sobre:
 a) Alimentos entre cónyuges o derivados del pa-

rentesco, salvo los provisorios que determina 
el artículo 375 del Código Civil;

 b) Tenencia de menores, salvo cuando su pri-
vación o modifi cación se funde en motivos 

Art. 22. – Citación de terceros. Cuando el media-
dor advirtiere que es necesaria la intervención de un 
tercero, de ofi cio, o a solicitud de cualquiera de las 
partes, o por el tercero, en todos los casos con acuerdo 
de las partes, podrá citarlo a fi n de que comparezca a 
la instancia mediadora. El tercero cuya intervención se 
requiera debe ser citado en la forma y con los recaudos 
establecidos para la citación de las partes.

Si el tercero incurriere en incomparecencia injusti-
fi cada no podrá intervenir en la mediación posterior-
mente.

Art. 23. – Audiencias de mediación. El mediador 
fi jará la fecha de la primera audiencia a la que deberán 
comparecer las partes dentro de los quince (15) días 
corridos de haberse notifi cado de su designación.

Dentro del plazo establecido para la mediación, el 
mediador podrá convocar a las partes a todas las au-
diencias que considere necesarias para el cumplimiento 
de los fi nes previstos en la presente ley.

Art. 24. – Notifi cación de la audiencia. El mediador 
deberá notifi car la audiencia por un medio fehaciente o 
personalmente. La notifi cación deberá ser recibida por 
las partes con una anticipación no menor a tres (3) días 
hábiles. La notifi cación por cédula sólo procede en las 
mediaciones previstas en el artículo 16, inciso b), de la 
presente ley. Si el requerido se domiciliase en extraña 
jurisdicción, la diligencia estará a cargo del letrado de 
la parte requirente y se ajustará a las normas procesales 
vigentes en materia de comunicaciones entre distintas 
jurisdicciones. Si el requerido se domiciliase en otro 
país, se considerarán prorrogados los plazos durante 
el plazo de trámite de la notifi cación. A criterio del 
mediador, podrá solicitarse la cooperación del juez 
designado a fi n de librar exhorto o utilizar un medio que 
se considere fehaciente en el lugar donde se domicilie 
el requerido.

El contenido de la notifi cación se establecerá por 
vía reglamentaria.

Art. 25. – Incomparecencia de las partes. Si una de 
las partes no asistiese a la primera audiencia con causa 
justifi cada, el mediador fi jará una nueva audiencia. Si 
la incomparecencia de la parte requerida fuera injus-
tifi cada, la parte requirente podrá optar por concluir 
el procedimiento de la mediación o convocar a nueva 
audiencia.

Si la requirente incompareciera en forma injustifi -
cada, deberá reiniciar el procedimiento de mediación 
prejudicial obligatoria.

Art. 26. – Conclusión con acuerdo. Cuando durante 
el procedimiento de mediación prejudicial obligatoria 
se arribara al acuerdo de las partes, se labrará acta en la 
que constarán sus términos. El acta deberá ser fi rmada 
por el mediador, las partes, los terceros si los hubiere, 
los letrados intervinientes, y los profesionales asisten-
tes si hubieran intervenido.

Cuando en el procedimiento de mediación estuvieren 
involucrados intereses de incapaces y se arribare a un 
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cial obligatoria en forma gratuita. El procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria y gratuita se llevará 
a cabo en los centros de mediación del Ministerio de 
Justicia, Seguridad y Derechos Humanos y en centros 
de mediación públicos que ofrezcan este servicio. El 
Poder Ejecutivo nacional establecerá, en oportunidad 
de reglamentar esta ley, la ofi cina administrativa que to-
mará a su cargo la diligencia, la forma y el modo en que 
se realizará la petición y la prestación del servicio.

Art. 37. – Honorarios de los letrados de las partes. 
La remuneración de los abogados de las partes se regirá 
de acuerdo con lo establecido por la Ley de Aranceles 
de Abogados y Procuradores y las pautas del artículo 
1.627 del Código Civil.

Art. 38. – Entidades formadoras. Se considerarán 
entidades formadoras a los fi nes de la presente ley 
aquellas entidades públicas o privadas, de composi-
ción unipersonal o pluripersonal, dedicadas de ma-
nera total o parcial a la formación y capacitación de 
mediadores.

Art. 39. – Requisitos de las entidades formadoras. 
Las entidades formadoras deberán encontrarse habilita-
das conforme a las disposiciones contenidas en la regla-
mentación que dicte el Poder Ejecutivo nacional.

Art. 40. – Registro Nacional de Mediación. El 
Registro Nacional de Mediación se compondrá de los 
siguientes capítulos:
 a) Registro de Mediadores, que incluye en dos 

apartados a mediadores y mediadores familia-
res;

 b) Registro de Centros de Mediación;
 c) Registro de Profesionales Asistentes;
 d) Registro de Entidades Formadoras.

El Registro de Mediadores tendrá a su cargo la au-
torización, habilitación y control sobre el desempeño 
de los mediadores.

El Registro de Centros de Mediación tendrá a su car-
go la autorización, habilitación y control sobre el fun-
cionamiento de los mismos. Los centros de mediación 
deberán estar dirigidos por mediadores registrados.

El Registro de Entidades Formadoras tendrá a su 
cargo la autorización, habilitación y control sobre el 
funcionamiento de las entidades dedicadas a la forma-
ción y capacitación de los mediadores.

La reglamentación establecerá los requisitos para la 
autorización y habilitación de los mediadores, centros 
de mediación y entidades formadoras en mediación. 

La organización y administración del Registro Na-
cional de Mediación será responsabilidad del Ministe-
rio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos.

En la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo 
nacional contemplará las normas a las que deberá 
ajustarse el funcionamiento del Registro Nacional de 
Mediación y cada uno de sus capítulos.

Art. 41. – Inhabilidades e incompatibilidades. No 
podrán desempeñarse como mediadores quienes:

graves que serán evaluados por el juez o éste 
disponga las medidas cautelares que estime 
pertinentes;

 c) Régimen de visitas de menores o incapaces, 
salvo que existan motivos graves y urgentes 
que impongan sin dilación la intervención 
judicial;

 d) Administración y enajenación de bienes sin 
divorcio en caso de controversia;

 e) Separación personal o separación de bienes sin 
divorcio, en el supuesto del artículo 1.294 del 
Código Civil;

 f) Cuestiones patrimoniales derivadas del divor-
cio, separación de bienes y nulidad de matri-
monio;

 g) Daños y perjuicios derivados de las relaciones 
de familia.

Art. 32. – Conclusión de la mediación familiar. Si 
durante el proceso de mediación familiar el mediador 
tomase conocimiento de circunstancias que impliquen 
un grave riesgo para la integridad física o psíquica de 
las partes involucradas o de su grupo familiar, dará por 
concluida la mediación. En caso de encontrarse afecta-
dos intereses de menores o incapaces, el mediador lo 
pondrá en conocimiento del Ministerio Público de la 
Defensa a fi n de que solicite las medidas pertinentes 
ante el juez competente.

Art. 33. – Mediadores de familia. Los mediadores de 
familia deberán inscribirse en el Registro Nacional de 
Mediación que organizará y administrará el Ministerio 
de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos. El Poder 
Ejecutivo nacional dictará la reglamentación que deter-
minará los requisitos necesarios para la inscripción, que 
deberá incluir necesariamente la capacitación básica 
en mediación, y la capacitación específi ca que exija la 
autoridad de aplicación.

Art. 34. – Profesionales asistentes. Los profesionales 
asistentes deberán inscribirse en el Registro Nacional 
de Mediación, en el capítulo correspondiente al Regis-
tro de Profesionales Asistentes que organizará y admi-
nistrará el Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos 
Humanos. El Poder Ejecutivo nacional dictará la regla-
mentación que determinará los requisitos necesarios 
para la inscripción, que deberá incluir necesariamente 
la capacitación básica en mediación, y la capacitación 
específi ca que exija la autoridad de aplicación.

Art. 35. – Honorarios del mediador y de los pro-
fesionales asistentes. La intervención del mediador y 
de los profesionales asistentes se presume onerosa. El 
mediador percibirá por su desempeño en la mediación, 
un honorario básico cuyo monto y condiciones de 
pago se establecerán reglamentariamente por el Poder 
Ejecutivo nacional.

Art. 36. – Falta de recursos de las partes. Quien 
se encuentre en la necesidad de litigar sin contar con 
recursos de subsistencia y acreditare esta circunstancia 
podrá solicitar el procedimiento de mediación prejudi-
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de un mediador, será obligación del tribunal o juzga-
do interviniente comunicar al Ministerio de Justicia, 
Seguridad y Derechos Humanos la pena aplicada, con 
remisión de copia íntegra del fallo recaído y la certifi ca-
ción de que la misma se encuentra fi rme, siempre que le 
constare la condición de mediador del condenado.

Art. 47. – Prescripción de las acciones disciplina-
rias. Las acciones disciplinarias prescribirán a los dos 
(2) años de producidos los hechos que autoricen su 
ejercicio. Cuando hubiere condena penal, el plazo de 
prescripción de las acciones disciplinarias de esta ley 
será de seis (6) meses a contar desde la notifi cación al 
Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos 
dispuesta por el artículo 46 de la presente ley.

Art. 48. – Fondo de fi nanciamiento. Créase un fondo 
de fi nanciamiento que solventará las erogaciones que 
irrogue el funcionamiento del sistema de mediación, 
conforme lo establezca la reglamentación.

Art. 49. – Integración del fondo de fi nanciamiento. 
El fondo de fi nanciamiento se integrará con los si-
guientes recursos:
 a) Las sumas previstas en las partidas del presu-

puesto nacional;
 b) Las donaciones, legados y toda otra disposición 

a título gratuito hecha en benefi cio del fondo;
 c) Los aranceles administrativos y matrículas 

que se establezcan reglamentariamente por los 
servicios que se presten en virtud de esta ley;

 d) Las sumas resultantes de la multa establecida 
en el artículo 28 de la presente ley.

Art. 50. – Administración del fondo de fi nancia-
miento. La administración del fondo de fi nanciamiento 
estará a cargo del Ministerio de Justicia, Seguridad y 
Derechos Humanos, en los términos que surjan de la 
reglamentación que se dicte.

Art. 51. – Caducidad de la instancia de mediación. 
Se producirá la caducidad de la instancia de la media-
ción cuando no se inicie el proceso judicial dentro del 
año a contar desde la fecha en que se expidió el acta 
de cierre.

Art. 52. – Sustitúyese el artículo 34 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación por el siguiente:

Artículo 34: Deberes. Son deberes de los 
jueces:

 1. Asistir a la audiencia preliminar y realizar 
personalmente las demás diligencias que 
este Código u otras leyes ponen a su cargo, 
con excepción de aquellas en las que la 
delegación estuviere autorizada.

   En el acto de la audiencia, o cuando lo 
considere pertinente, si las circunstancias 
lo justifi can, podrá derivar a las partes a 
mediación. Los términos del expediente 
judicial quedarán suspendidos por treinta 
(30) días contados a partir de la notifi ca-
ción del mediador a impulso de cualquiera 

 a) Registren inhabilitaciones comerciales, civiles 
o penales o hubieren sido condenados con pena 
de reclusión o prisión por delito doloso;

 b) Se encontraren comprendidos en algunos de 
los supuestos previstos en el Código Procesal 
Civil y Comercial para los casos de excusación 
de los jueces;

 c) Se encontraren comprendidos por las incom-
patibilidades o impedimentos del artículo 3° 
de la ley 23.187 para ejercer la profesión de 
abogado, con excepción del inciso a), aparta-
do 7, u otras incompatibilidades emanadas de 
normas específi cas.

Art. 42. – Matrícula. La incorporación en el Registro 
Nacional de Mediación requerirá el pago de una ma-
trícula anual. La falta de acreditación del pago de la 
matrícula durante dos (2) años consecutivos dará lugar 
a que el órgano de aplicación excluya al matriculado 
del Registro Nacional de Mediación.

Regularizada la situación, la reincorporación del 
mediador al registro se producirá en el período conse-
cutivo siguiente.

Art. 43. – Quedará en suspenso la aplicación del 
presente régimen a los juzgados federales en todo el 
ámbito del territorio nacional, hasta tanto se imple-
mente el sistema en cada uno de ellos, de las secciones 
judiciales en donde ejerzan su competencia.

Art. 44. – Procedimiento disciplinario de los me-
diadores. El Poder Ejecutivo nacional incluirá en la 
reglamentación de esta ley el procedimiento discipli-
nario aplicable a los mediadores, centros de mediación, 
profesiones asistentes y a las entidades formadoras 
inscritas en los registros.

Art. 45. – Prevenciones y sanciones. Los mediadores 
matriculados estarán sujetos al siguiente régimen de 
prevenciones y sanciones:
 a) Llamado de atención;
 b) Advertencia;
 c) Suspensión de hasta un (1) año en el ejercicio 

de su actividad como mediador;
 d) Exclusión de la matrícula.

Las sanciones aplicadas serán anotadas en el legajo 
correspondiente del profesional sancionado. El Poder 
Ejecutivo nacional establecerá por vía reglamentaria las 
causas sobre las que corresponde aplicar estas preven-
ciones y sanciones. Las sanciones se graduarán según la 
seriedad de la falta cometida y luego del procedimiento 
sumarial que el Poder Ejecutivo nacional establezca a 
través de la respectiva reglamentación.

El mediador no podrá ser excluido del Registro de 
Mediadores por causas disciplinarias sin previo suma-
rio, el que se desarrollará aplicándose las normas que 
dicte la autoridad de aplicación.

Art. 46. – Sentencia penal. En todos los casos que 
recaiga sentencia penal condenatoria por delito doloso 
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   En todos los supuestos, si se ordenase 

prueba de ofi cio, no se computarán los 
días que requiera su cumplimiento.

 4. Fundar toda sentencia defi nitiva o interlo-
cutoria, bajo pena de nulidad, respetando 
la jerarquía de las normas vigentes y el 
principio de congruencia.

 5. Dirigir el procedimiento, debiendo, dentro 
de los límites expresamente establecidos 
en este Código:

 I. Concentrar en lo posible, en un mismo 
acto o audiencia, todas las diligencias 
que sea menester realizar.

 II. Señalar, antes de dar trámite a cual-
quier petición, los defectos u omisio-
nes de que adolezca, ordenando que 
se subsanen dentro del plazo que fi je, 
y disponer de ofi cio toda diligencia 
que fuere necesaria para evitar o 
sanear nulidades.

 III. Mantener la igualdad de las partes en 
el proceso.

 IV. Prevenir y sancionar todo acto con-
trario al deber de lealtad, probidad y 
buena fe.

 V. Vigilar para que en la tramitación de 
la causa se procure la mayor econo-
mía procesal.

 VI. Declarar, en oportunidad de dictar las 
sentencias defi nitivas, la temeridad o 
malicia en que hubieran incurrido los 
litigantes o profesionales intervinien-
tes.

Art. 53. – Sustitúyese el artículo 77 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación, por el si-
guiente:

Artículo 77: Alcance de la condena en costas. 
La condena en costas comprenderá todos los gas-
tos causados u ocasionados por la sustanciación 
del proceso y los que se hubiesen realizado para 
evitar el pleito, mediante el cumplimiento de la 
obligación, incluyendo los del procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria.

Los correspondientes a pedidos desestimados 
serán a cargo de la parte que los efectuó u origi-
nó, aunque la sentencia le fuere favorable en lo 
principal.

No serán objeto de reintegro los gastos super-
fl uos o inútiles.

Si los gastos fuesen excesivos, el juez podrá 
reducirlos prudencialmente.

Los peritos intervinientes podrán reclamar de 
la parte no condenada en costas hasta el cincuenta 
por ciento (50 %) de los honorarios que le fueran 
regulados, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 478.

de las partes y se reanudará una vez ven-
cido. Este plazo podrá prorrogarse por 
acuerdo expreso de las partes.

    En los juicios de divorcio, separación 
personal y nulidad de matrimonio, en la 
providencia que ordena el traslado de la 
demanda, se fi jará una audiencia en la que 
deberán comparecer personalmente las 
partes y el representante del Ministerio 
Público, en su caso. En ella el juez tratará 
de reconciliar a las partes y de avenirlas 
sobre cuestiones relacionadas con la 
tenencia de hijos, régimen de visitas y 
atribución del hogar conyugal.

 2. Decidir las causas, en lo posible, de acuer-
do con el orden en que hayan quedado en 
estado, salvo las preferencias establecidas 
en el Reglamento para la Justicia Na-
cional.

 3. Dictar las resoluciones con sujeción a los 
siguientes plazos:

 a) Las providencias simples, dentro 
de los tres (3) días de presentadas 
las peticiones por las partes o del 
vencimiento del plazo conforme a lo 
prescrito en el artículo 36, inciso 1), e 
inmediatamente, si debieran ser dic-
tadas en una audiencia o revistieran 
carácter urgente;

 b) Las sentencias interlocutorias y las 
sentencias homologatorias, salvo 
disposición en contrario, dentro de 
los diez (10) o quince (15) días de 
quedar el expediente a despacho, 
según se trate de juez unipersonal o 
de tribunal colegiado;

 c) Las sentencias defi nitivas en juicio 
ordinario salvo disposición en contra-
rio, dentro de los cuarenta (40) o se-
senta (60) días, según se trate de juez 
unipersonal o de tribunal colegiado. 
El plazo se computará, en el primer 
caso, desde que el llamamiento de au-
tos para sentencia, dictado en el plazo 
de las providencias simples, quede 
fi rme; en el segundo, desde la fecha 
de sorteo del expediente, que se debe 
realizar dentro del plazo de quince 
(15) días de quedar en estado;

 d) Las sentencias defi nitivas en el juicio 
sumarísimo, dentro de los veinte 
(20) o treinta (30) días de quedar el 
expediente a despacho, según se trate 
de juez unipersonal o tribunal cole-
giado. Cuando se tratare de procesos 
de amparo el plazo será de diez (10) y 
quince (15) días, respectivamente.
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361 del presente Código, debiendo resol-
ver en el mismo acto.

 3. Oídas las partes, fi jará los hechos articula-
dos que sean conducentes a la decisión del 
juicio sobre los cuales versará la prueba.

 4.  Recibirá la prueba confesional si ésta 
hubiera sido ofrecida por las partes. La 
ausencia de uno de todos los absolventes, 
no impedirá la celebración de la audiencia 
preliminar.

 5. Proveerá en dicha audiencia las pruebas 
que considere admisibles y concentrará en 
una sola audiencia la prueba testimonial, 
la que se celebrará con presencia del juez 
en las condiciones establecidas en este ca-
pítulo. Esta obligación únicamente podrá 
delegarse en el secretario o en su caso, en 
el prosecretario letrado.

 6. Si correspondiere, decidirá en el acto de la 
audiencia que la cuestión debe ser resuelta 
como de puro derecho con lo que la causa 
quedará concluida para defi nitiva.

Art. 56. – Sustitúyese el artículo 500 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación, por el si-
guiente:

Artículo 500: Aplicación a otros títulos eje-
cutables. Las disposiciones de este título serán 
asimismo aplicables:

 1. A la ejecución de transacciones o acuerdos 
homologados.

 2. A la ejecución de multas procesales.
 3. Al cobro de honorarios regulados en con-

cepto de costas.
 4. Al acuerdo instrumentado en acta suscri-

ta por el mediador, con la certifi cación 
de su firma, salvo en el supuesto en 
que se hayan controvertido derechos de 
menores e incapaces. En estos casos, el 
representante legal con intervención del 
ministerio pupilar, deberá requerir pre-
viamente, la homologación del acuerdo al 
juez anteriormente sorteado o al que sea 
competente de acuerdo a la materia. Tales 
actuaciones estarán exentas del pago de la 
tasa de justicia.

Art. 57. – Sustitúyese el artículo 644 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación, por el si-
guiente:

Artículo 644: Sentencia. Cuando en la opor-
tunidad prevista en el artículo 639 no se hubiere 
llegado a un acuerdo, el juez, sin necesidad de 
petición de parte, deberá dictar sentencia dentro 
de cinco (5) días, contados desde que se hubiese 
producido la prueba ofrecida por la parte actora. 
Admitida la pretensión, el juez fi jará la suma que 

Art. 54. – Sustitúyese el artículo 207 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación, por el si-
guiente:

Artículo 207: Caducidad. Se producirá la cadu-
cidad de pleno derecho de las medidas cautelares 
que se hubieren ordenado y hecho efectivas antes 
del proceso, dentro de los diez (10) días siguientes 
al de su traba, si tratándose de obligación exigible 
no se interpusiere la demanda o no se iniciare el 
procedimiento de mediación prejudicial obliga-
toria, según el caso, aunque la otra parte hubiese 
deducido recurso. Cuando se hubiera iniciado 
el procedimiento de la mediación, el plazo se 
reiniciará una vez vencidos los veinte (20) días 
de la fecha en que el mediador expida el acta con 
su fi rma certifi cada por el Ministerio de Justicia, 
Seguridad y Derechos Humanos, con la constan-
cia de que no se llegó a acuerdo alguno o que la 
mediación no pudo efectuarse por algunas de las 
causales autorizadas. Las costas y los daños y 
perjuicios causados serán a cargo de quien hubiese 
obtenido la medida, y ésta no podrá proponerse 
nuevamente por la misma causa y como previa a 
la promoción del proceso; una vez iniciado éste, 
podrá ser nuevamente requerida si concurrieren 
los requisitos de su procedencia.

Las inhibiciones y embargos se extinguirán a 
los cinco (5) años de la fecha de su anotación en 
el registro que corresponda, salvo que a petición 
de parte se reinscribieran antes del vencimiento 
del plazo, por orden del juez que entendió en el 
proceso.

Art. 55. – Sustitúyese el artículo 360 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación, por el si-
guiente:

Artículo 360: Audiencia preliminar. A los fi nes 
del artículo precedente el juez citará a las partes 
a una audiencia, que presidirá, con carácter in-
delegable. Si el juez no se hallare presente no se 
realizará la audiencia, debiéndose dejar constancia 
en el libro de asistencia. En tal acto:

 1. Invitará a las partes a una conciliación o a 
encontrar otra forma de solución de con-
fl ictos que acordarán en la audiencia. El 
juez podrá, si la naturaleza y el estado del 
confl icto lo justifi can, derivar a las partes 
a mediación. En este supuesto, se sus-
penderá el procedimiento por treinta (30)  
días contados a partir de la notifi cación del 
mediador a impulso de cualquiera de las 
partes. Vencido este plazo, se reanudará 
el procedimiento a pedido de cualquiera 
de las partes, lo que dispondrá el juez 
sin sustanciación, mediante auto que se 
notifi cará a la contraria.

 2. Recibirá las manifestaciones de las partes 
con referencia a lo prescrito en el artículo 
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– Carlos D. Snopek. – Adriana E. Tomaz. 
– Gerónimo Vargas Aignasse.

En disidencia total:

Elisa B. Carca. – María F. Reyes. – Marcela 
V. Rodríguez. 

FUNDAMENTOS DE LA DISIDENCIA
TOTAL DE LA SEÑORA DIPUTADA

MARCELA V. RODRÍGUEZ

El proyecto bajo análisis propone un nuevo régimen 
de mediación previa obligatoria y deroga el régimen 
actual regulado por los artículos 1º a 31 de la ley 24.573 
y las leyes 25.287 y 26.094.

La ley 24.573 de mediación y conciliación en su ar-
tículo 1° dispone: “Institúyese con carácter obligatorio 
la mediación previa a todo juicio, la que se regirá por 
las disposiciones de la presente ley. Este procedimiento 
promoverá la comunicación directa entre las partes 
para la solución extrajudicial de la controversia. Las 
partes quedarán exentas del cumplimiento de este 
trámite si acreditaren que antes del inicio de la causa, 
existió mediación ante mediadores registrados por el 
Ministerio de Justicia”.

Por su parte, el artículo 30 dispone: “...La obliga-
toriedad de la etapa de la mediación establecida en el 
artículo 1º, primer párrafo de la presente ley, regirá 
por un plazo de cinco (5) años, contados a partir de la 
puesta en funcionamiento del régimen de mediación de 
conformidad con lo establecido en el artículo 28”.

La Ley de Mediación fue sancionada en el año 1995, 
por lo que la obligatoriedad de la mediación previa 
estaba prevista hasta el año 2000. Luego se sancionó 
la ley 25.287 que aplazó el plazo previsto en el artículo 
30 por cinco años más. Más adelante, la ley 26.094 
prorrogó nuevamente este término por el plazo de dos 
años en abril de 2006. Finalmente, la ley 26.368 una 
vez más volvió a prorrogar el término de la vigencia de 
la obligatoriedad de la etapa de mediación prejudicial 
por dos años más, por lo que el plazo de obligatoriedad 
de la mediación previa al acceso a la jurisdicción vence 
en el año 2009.

En la discusión de las leyes 26.094 y 26.368 ya me 
he opuesto a la prórroga de la obligatoriedad de la me-
diación por diversas razones que también motivan la 
presente disidencia. En ese entonces, planteé la necesi-
dad de hacer un estudio integral de la ley de mediación 
y los efectos de la implementación de esta medida, a 
los fi nes de mejorar el instituto y no seguir prorrogan-
do la obligatoriedad indefi nidamente. En este sentido, 
propuse un análisis profundo sobre las diversas formas 
de mediación –dentro o fuera del sistema judicial–, 
el impacto que ha tenido en quienes utilizaron este 
mecanismo, evaluación de ventajas y desventajas por 
parte de los usuarios, los requisitos para ser mediador, 
las materias susceptibles de aplicación de este proceso, 
entre otras cuestiones.

considere equitativa y la mandará abonar por 
meses anticipados, desde la fecha de interposición 
de la mediación.

Las cuotas mensuales a que se refi ere este artí-
culo, como también las suplementarias previstas 
en el siguiente, devengarán intereses desde la 
fecha fi jada en la sentencia para el pago de cada 
una de ellas.

Art. 58. – Hasta el cumplimiento del término esta-
blecido en el artículo 63 de la presente ley, el procedi-
miento de mediación prejudicial obligatorio se llevará 
adelante con los mediadores inscriptos en el registro 
creado por la ley 24.573.

Art. 59. – Dentro de los noventa (90) días de publi-
cada la presente en el Boletín Ofi cial, los mediadores 
inscriptos en el registro creado por la ley 24.573, debe-
rán manifestar su voluntad de mantener su inscripción 
en el Registro Nacional de Mediación que crea esta ley, 
de la manera que disponga la reglamentación que dicte 
el Poder Ejecutivo nacional.

Art. 60. – Toda documentación relativa a mediadores 
o entidades formadoras que hubiesen renunciado o se 
los haya dado de baja en los diversos registros que crea 
esta ley o anteriores a ella, podrá ser destruida luego de 
transcurrido un (1) año desde la notifi cación del acto 
administrativo, sin que se haya reclamado su devolu-
ción y caducará todo derecho a objetar el procedimien-
to al cual fuera sometida y su destino posterior.

Art. 61. – Los recursos remanentes del fondo de 
fi nanciamiento creado por ley 24.573 pasarán a for-
mar parte del fondo de fi nanciamiento creado por la 
presente ley.

Art. 62. – Derogaciones. A partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley, deróganse los artículos 1º 
a 31 de la ley 24.573, y las leyes 25.287 y 26.094.

Art. 63. – Vigencia. Esta ley comenzará a aplicarse 
a partir de los noventa (90) días de su publicación en 
el Boletín Ofi cial.

Art. 64. –  Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sala de las comisiones, 16 de diciembre de 2008.

Luis F. J. Cigogna. – Gustavo A. Marconato. 
– Miguel A. Giubergia. – Jorge A. Landau. 
– Alberto N. Paredes Urquiza. – María G. 
De la Rosa. – María J. Acosta. – Sergio A. 
Basteiro. – Rosana A. Bertone. – Margarita 
B. Beveraggi. – Alberto Cantero Gutiérrez. 
–  María A. Carmona. – Nora N. César. – 
María C. Cremer de Busti. – Alfredo C. 
Dato. – Edgardo F. Depetri. – María R. 
Diez. – Patricia S. Fadel. – Griselda N. 
Herrera. – Carlos M. Kunkel. – Claudio M. 
Lozano. – Antonio A. Morante. – Guillermo 
A. Pereyra. – Jorge R. Pérez. – Hugo N. 
Prieto. – Héctor P. Recalde. – Beatriz L. 
Rojkes de Alperovich. – Alejandro L. Rossi. 
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paternalista no es sufi ciente para justifi car un régimen 
de mediación obligatoria permanente. Por otra parte, 
el descongestionamiento de los tribunales tampoco 
es el criterio más adecuado en términos de evaluar su 
efi cacia, salvo que lo único que nos interese es que 
resuelvan causas como máquinas automáticas. Los 
principios que deben prevalecer para evaluar un siste-
ma de administración de Justicia se deben evaluar en 
términos del respeto a los derechos fundamentales, el 
libre acceso a la Justicia en condiciones de igualdad, 
la posibilidad de tener una efectiva tutela y correspon-
diente remedio judicial, la observancia de los tratados 
internacionales de derechos humanos y los lineamien-
tos de interpretación que han expresado los organismos 
encargados de su control y monitoreo, la presencia de 
jueces probos e independientes, la existencia de las vías 
procesales adecuadas para dar amparo a los derechos 
fundamentales, entre otros criterios. El régimen de 
mediación obligatoria ha sido implementado hace ya 
más de diez años, y sus benefi cios y perjuicios han sido 
conocidos. No resulta razonable establecer un régimen 
de mediación obligatoria permanente sin antes evaluar 
correctamente todas sus consecuencias, y sin analizar si 
este sistema, independientemente de su efi ciencia para 
aligerar la carga de los tribunales, vulnera los derechos 
de los justiciables.

Se ha señalado al respecto que “más allá de con-
sideraciones estadísticas acerca del logro o no de los 
objetivos que inspiraron el dictado de la ley 24.573 
(Adla, LV-E, 5.894), la experiencia tribunalicia da 
muestras acabadas que muchas veces –más de las que 
prudencialmente debieran ser– nos encontramos con 
que el trámite de mediación, no sólo se ha conver-
tido en una formalidad más, que las partes cumplen 
obligatoriamente antes de someterse a juicio, aun sin 
aspiración a un acercamiento conciliatorio, sino que 
también, lejos de reducir los litigios y contribuir a la 
celeridad de las causas ventiladas en los tribunales 
incorporan otros elementos de confl icto en défi cit del 
loable objetivo que se tuvo en miras al sancionar dicha 
ley (Constenla, Liana M., “Mediación: ¿Resolución de 
confl ictos o incorporación de nuevas formalidades?”, 
publicado en: Sup.Act 1º/7/2004, 2).

Con más de diez años de vigencia se ha dado la 
posibilidad a los justiciables de conocer el sistema, su 
funcionamiento y efi cacia, razón invocada para motivar 
su obligatoriedad inicial determinada en un período de 
tiempo. En este momento en que los litigantes conocen 
los benefi cios y desventajas de este sistema, correspon-
de dejar en sus manos elegir intervenir en el proceso de 
mediación o acceder directamente a un tribunal judicial 
cuando sus derechos están en juego.

Como es sabido, nuestro país ha fi rmado numerosos 
tratados internacionales de derechos humanos –con je-
rarquía constitucional– que garantizan a los ciudadanos 
el acceso a un tribunal de justicia, sin restricciones ni 
impedimentos, entre ellos, el Pacto Intencional de De-
rechos Civiles y Políticos (artículo 14), la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (artículos 8º y 10), 

Ahora bien, nos encontramos frente a un proyecto de 
ley que no intenta prorrogar la obligatoriedad de la me-
diación por unos años más sino que intenta establecer 
defi nitivamente la mediación como un requisito obli-
gatorio previo al acceso a la jurisdicción. Corresponde, 
entonces, analizar si ello es razonable.

1. Los métodos alternativos de solución de contro-
versias

Sin lugar a duda, los mecanismos alternativos 
de resolución de confl ictos facilitan la convivencia 
entre los seres humanos y, a su vez, contribuyen a 
la descongestión de la administración de justicia. La 
solución pacífi ca de controversias es un método que el 
Estado debe impulsar a los efectos de contribuir con 
los fi nes mencionados de fomentar el diálogo frente a 
la confrontación.

Sin perjuicio de ello, es importante tener presente 
que estos mecanismos deben respetar la voluntad y la 
igualdad de las partes que en ellos intervienen.

Así, en un sistema respetuoso de los derechos de 
los individuos, se debe asegurar el derecho de cada 
persona a decidir, frente a un confl icto jurídico, si desea 
utilizar los métodos alternativos o recurrir a la Justicia 
de manera inmediata.

Los elementos esenciales de la mediación son 
la voluntariedad de las personas intervinientes y la 
igualdad o paridad de poder entre ellas. Como es 
obvio, la voluntariedad implica que nadie puede ser 
obligado a realizar determinado acto, en este caso, a 
participar en el proceso de mediación. Esta debe ser 
una decisión tomada por las personas interesadas. La 
igualdad de poder entre las personas que intervienen 
en la mediación implica que las partes tengan un poder 
de negociación similar y que ninguna esté situada en 
desventaja respecto de la otra.

2. La obligatoriedad de la mediación vulnera la vo-
luntariedad

La oposición planteada en la discusión de la ley an-
terior, que reitero en esta oportunidad, se basa en que 
la obligatoriedad de la mediación previa a la instancia 
judicial es un contrasentido, dado que la voluntariedad 
es un requisito indispensable para que las partes que se 
someten al proceso.

La obligatoriedad del régimen de mediación estable-
cida originariamente en la ley 24.573 pudo estar justifi -
cada en tanto brindó la información necesaria respecto 
del sistema, otorgó a los litigantes las herramientas ne-
cesarias para conocer la mediación y los benefi cios que 
ésta otorga. Así, la obligatoriedad tuvo un fundamento 
paternalista porque permitió a las personas conocer un 
método alternativo de solución de controversias que, 
tal vez, no hubieran conocido de otro modo.

El sistema de mediación previa obligatoria puede 
haber sido efi ciente en su misión de descongestionar 
la justicia, en virtud de que numerosas causas han sido 
resueltas en esta instancia. Sin embargo, el fundamento 
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de la misma por el Estado Parte en el cual semejante 
situación tenga lugar” (O.C. 9/87, loc. cit.).

No quedan dudas de que el procedimiento de me-
diación no puede equipararse al acceso a un juez o 
tribunal judicial. “El mediador no ejerce, en ningún 
caso y bajo ninguna circunstancia, potestades juris-
diccionales” (Carlos Garber, “Salven a la mediación!”, 
LL 1999-B-911). Obvio es que tampoco corresponde 
que las asuma dado que no fue elegido mediante el 
proceso establecido por la Constitución Nacional ni 
debe reunir los requisitos que la Ley Fundamental 
exige para ser juez.

Así, el establecimiento de un régimen de mediación 
prejudicial obligatorio vulnera el derecho al acceso 
a la Justicia de los particulares. Ello no ocurriría, en 
cambio, si el régimen de mediación fuese plenamente 
voluntario.

3. La igualdad de poder entre las partes

Otro de los elementos esenciales de la mediación 
es la igualdad o paridad de poder entre las partes. Este 
elemento es fundamental en un proceso en el cual las 
partes establecen sus pretensiones, las debaten y ne-
gocian entre ellas, a los fi nes de arribar a un acuerdo 
plenamente voluntario.

Como es sabido, esta igualdad o paridad de poder no 
se presenta en todos los casos, sobre todo en sociedades 
como la nuestra en la que existen numerosas causas que 
generan desigualdad: nivel educacional, socioeconómi-
co, cultural, sexismo, etcétera.

Por ello, en algunos países en los que se han imple-
mentado estos métodos han surgido serios problemas. 
Como ha indicado Yamamoto, la mediación, sutil pero 
mensurablemente, ha desalentado el acceso judicial de 
aquellos que están más desfavorecidos cultural y políti-
camente, particularmente de aquellos que desafían los 
principios legales y las normas sociales vigentes.

Yamamoto ha estudiado que el informalismo in-
herente en la estructura de estos métodos eleva el 
peligro de un tratamiento injusto de las minorías, pues 
abandona una estructura procedimental formal que 
puede protegerlas de los prejuicios de quienes toman 
las decisiones y de los abusos de otros participantes. 
El informalismo de estos métodos también elimina o 
severamente deteriora el descubrimiento de los hechos 
o demanda un soporte más costoso en la búsqueda 
de estos hechos. Los oponentes que tienen algo para 
ocultar tienen más posibilidades para hacerlo. Las 
demandas nuevas, difíciles o más complejas, pueden 
verse frustradas por la falta de acceso a información 
existente, que en el proceso actual puede ser ordenada 
por los jueces.

4. La mediación de las controversias patrimoniales 
derivadas de los procesos de familia

Como ya se ha mencionado, la resolución alternativa 
de disputas permite dar respuestas ante los excesivos 
costos del litigio y la insensibilidad del sistema. Así, 

y la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(artículos 8º y 25).

A través de estos instrumentos, nuestro Estado se 
ha comprometido internacionalmente a garantizar 
a los ciudadanos el libre acceso a un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley para reclamar sus derechos, y 
este acceso no puede ser limitado ni obstaculizado.

La obligatoriedad de asistir a una mediación previa 
podría implicar una vulneración al derecho de acceso 
a un tribunal de justicia en forma inmediata para reci-
bir tutela judicial a sus derechos, toda vez que obliga 
al ciudadano a transitar una instancia que implica 
asumir costos de notifi cación, aranceles y multas que, 
además, en algunos casos puede signifi car también 
una pérdida de tiempo que puede extenderse a plazos 
injustifi cados.

Este obstáculo para el libre acceso al juez implica 
una vulneración al derecho de todos los ciudadanos al 
acceso a la justicia, que comprende el derecho de contar 
con un recurso judicial efectivo para sanear la situación 
de conculcación de derechos, contrariando el artículo 
25 de la Convención sobre Derechos Humanos, que 
establece: “1. Toda persona tiene derecho a un recurso 
sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 
Convención, aun cuando tal violación sea cometida 
por personas que actúen en ejercicio de sus funciones 
ofi ciales”.

Esta norma ha sido interpretada por la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos en la opinión 
consultiva O.C. 9/87 del 6 de octubre de 1987. En 
esa oportunidad señaló que “... el artículo 25.1. [de la 
Convención] incorpora el principio, reconocido en el 
derecho internacional de los derechos humanos, de la 
efectividad de los instrumentos o medios procesales 
destinados a garantizar tales derechos. Como ya la Cor-
te ha señalado, según la Convención, los Estados Partes 
se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos 
a las víctimas de violación de los derechos humanos 
(artículo 25), recursos que deben ser sustanciados 
de conformidad con las reglas del debido proceso 
legal (artículo 8.1.), todo ello dentro de la obligación 
general a cargo de los mismos Estados, de garantizar 
el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos 
por la Convención a toda persona que se encuentre 
bajo su jurisdicción (casos ‘Velasquez Rodríguez’, 
‘Fairén Garbi’ y ‘Solís Corrales’ y ‘Godínez Cruz’, 
Excepciones Preliminares, sentencias del 26 de junio 
de 1987, pars. 90 y 92, respectivamente)” (O.C. 9/87, 
párrafo 24).

Y prosiguió diciendo la Corte Interamericana: 
“Según este principio, la inexistencia de un recurso 
efectivo contra las violaciones a los derechos recono-
cidos por la Convención constituye una trasgresión 
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estar mejor situadas que muchos varones. Pero lo cierto 
es que, si tomamos por estamentos, las mujeres van a 
ser las más desaventajadas dentro de esos estamentos, 
más allá de otras cuestiones que afectan a todas las 
mujeres, independientemente de sus condiciones so-
ciales y económicas, niveles educativos, edad, u otros, 
como es la cuestión de violencia contra las mujeres, que 
atraviesa todas estas variables.

Dos elementos podrían contribuir a compensar la 
desigualdad que puede plantearse en los procesos de 
mediación. Sin embargo, ninguno de los dos están 
garantizados en el proyecto de ley bajo estudio.

Uno de ellos es la neutralidad del mediador, que 
constituye también un elemento esencial de la me-
diación, y una capacitación especial en la temática 
de género, y en particular en cuestiones de violencia 
contra las mujeres. El sistema propuesto por el proyecto 
permite cuestionar la posibilidad de afi rmar categóri-
camente que en todos los casos exista esta neutralidad, 
toda vez que permite a la parte actora recurrir a media-
dores privados elegidos por ésta.

Otro de los elementos que podría garantizar la 
igualdad de las partes es el control posterior por parte 
de los jueces de los acuerdos arribados. Sin embargo, 
el sistema de mediación previsto en el proyecto no 
requiere homologación alguna del acuerdo celebrado. 
Simplemente se remite el acta correspondiente al Mi-
nisterio de Justicia, sólo con fi nes estadísticos.

Se podrá alegar que son las partes quienes acceden 
a un acuerdo. Sin embargo, la presunción de que todos 
los resultados son igualmente buenos, en tanto las par-
tes acuerden con ellos, no es válida. No podemos asu-
mir que la convalidación de los interesados siempre sea 
sufi ciente. El consentimiento es visto como el ejercicio 
de la libertad de decisión y elección. Pero esto no toma 
en cuenta las condiciones subyacentes de desigualdad y 
disparidad que las partes enfrentan. La libertad de elec-
ción requiere precondiciones sociales fundamentales 
para su ejercicio. Un sentido signifi cativo o genuino de 
consentimiento requiere que quienes consienten estén 
razonablemente conscientes de las consecuencias de 
sus actos y que ellos tengan la posibilidad de negarse 
a consentir. Esta idea del consentimiento reside en una 
teoría voluntarista amplia que presupone individuos 
libres e iguales, y con capacidades igualmente desa-
rrolladas para asumir un compromiso.

Así, en la mediación de las cuestiones patrimoniales 
derivadas de los procesos de familia no se cumple uno 
de los requisitos para que las partes puedan arribar a 
acuerdos realmente voluntarios. La desigualdad que 
puede tener lugar entre las partes proscribe que consi-
deremos a los acuerdos arribados en esas circunstancias 
como frutos de su libertad.

Alguien podría alegar que si el mediador detecta la 
desigualdad, podría tratar de volcar la balanza hacia los 
derechos de la mujer, pero en ese caso, realmente no se 
trataría tampoco de una situación de neutralidad, pues 

se ha señalado que estos métodos presentan benefi cios 
tales como: acortar y reducir los costos de la resolución 
de confl ictos; honorarios más reducidos a abogados; 
reducción de costos para la propia administración 
de justicia; la resolución más temprana a través de 
acuerdos entre las partes y no por decisión omnímoda 
de los tribunales. En este sentido, puede alegarse que 
los métodos alternativos presentan ventajas para la 
resolución de determinado tipo de casos. Sin embargo, 
algunas cuestiones merecen especial atención en rela-
ción con la igualdad de poder de las partes, como por 
ejemplo, las cuestiones patrimoniales derivadas de los 
procesos de familia.

En particular, la mediación en cuestiones de derecho 
de familia –aunque sean patrimoniales– constituye 
una vía para privatizar confl ictos públicos que durante 
mucho tiempo han sido negados como tales. Así se 
refuerza la dicotomía entre lo público y lo privado y se 
saca de la arena pública cuestiones que pueden afectar 
especialmente a las mujeres. Se convierte así un juicio 
público acerca de derechos fundamentales de las mu-
jeres en mediaciones privadas en las que se fi ltran las 
percepciones personales de los/as mediadores/as sobre 
las necesidades e intereses de las partes y los prejuicios 
y preconceptos en torno a sus derechos, estereotipos, 
roles, entre otras cuestiones.

Esta noción ignora la realidad del poder y la 
desigualdad. La adopción de una concepción abs-
tracta y formalística de igualdad deja al sistema sin 
herramientas para identifi car y proveer respuestas a 
las necesidades de los más desfavorecidos. A causa 
de esta abstracción, el derecho es incapaz de tener 
en consideración la diversidad de las necesidades y 
demandas de la gente. Esta doctrina de la igualdad 
formal no puede asegurar la igualdad real dado el 
hecho de que la realidad muestra que los individuos 
no están igualmente situados. Varones y mujeres 
están diferentemente situados respecto de numerosas 
circunstancias económicas, políticas y sociales, y esa 
diferencia es de orden jerárquico y de subordinación. 
Así, se trasladan las diferencias sociales y económicas 
vigentes, directamente a la solución de los confl ictos 
sobre derechos y su tutela.

En la práctica, en muchos casos, las mujeres suelen 
verse presionadas a acceder a un avenimiento. Este 
avenimiento suele ser presentado como una instancia 
necesaria para preservar la unión de la familia. El 
ideal de la unión familiar, que ha sido parte de la 
socialización de generación tras generación en este 
país, como en otros, prevalece sobre los derechos de 
las mujeres.

Los métodos alternativos de resolución de disputas 
como la mediación y la conciliación invisibilizan la 
cuestión de la desigualdad de las partes como un pro-
blema social, que puede implicar una violación de de-
rechos de las personas más desaventajadas, entre ellas 
señalamos en este caso a las mujeres como grupo, más 
allá de los casos excepcionales de mujeres que puedan 
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mologación judicial de los acuerdos sobre tenencia de 
menores y el régimen de visitas. Recordemos que lo 
que está en juego aquí es el bienestar de los menores 
y que el mero acuerdo de las partes puede no ser sufi -
ciente para resguardarlo. Estas cláusulas desconocen 
lo dispuesto por la Convención de los Derechos del 
Niño y la Ley de Protección Integral de Niños, Ni-
ñas y Adolescentes 26.061, que hacen prevalecer el 
interés superior del niño/a en cualquier medida que 
debe adoptar el Estado, incluida aquellas de índole 
legislativa, más aún en estos supuestos en los cuales 
sus derechos no cuentan con ningún tipo de tutela. En 
segundo lugar, la mediación de la separación personal 
o de bienes en el supuesto del artículo 1.294 del Có-
digo Civil puede entorpecer la urgencia que requiere 
la separación en esos casos. Recordemos que en el 
supuesto del artículo 1.294 uno de los cónyuges corre 
el riesgo de perder sus eventuales derechos sobre los 
bienes gananciales a causa del concurso o la mala 
administración del otro cónyuge.

5. El artículo 32 del proyecto prevé que el media-
dor deberá dar por concluida la mediación si tomase 
conocimiento de circunstancias que impliquen un 
grave riesgo para la integridad física o psíquica de las 
partes involucradas o de su grupo familiar. El proyecto 
además prevé que en caso de encontrarse afectados 
intereses de menores o incapaces, el mediador lo 
pondrá en conocimiento del Ministerio Público de la 
Defensa a fi n de que solicite las medidas pertinentes 
ante el juez competente. No existen motivos para 
limitar la conclusión de la mediación a los supuestos 
de circunstancias que impliquen un grave riesgo para 
la integridad psíquica o física de las partes o de su 
grupo familiar. En primer lugar, la mera probabilidad 
de que exista algún riesgo para la integridad física o 
psíquica de alguna de las partes o de su grupo familiar 
es sufi ciente para que la voluntad de la parte afectada 
se encuentre viciada y que ella no actúe libremente, 
sino bajo coacción. En segundo lugar, no debe ser 
necesario que el riesgo sea grave pues la preservación 
de la integridad física y psíquica de una persona nunca 
puede tener menor importancia que la reducción de la 
litigiosidad que, en principio, implicaría la mediación. 
Así, en todos los casos en los que el mediador considere 
que existen circunstancias que impliquen un riesgo, por 
más mínimo que sea, para la integridad física o psíquica 
de una de las partes o de su grupo familiar, debe dar por 
concluida la mediación. En tercer lugar, el mediador 
no sólo debe tener en cuenta circunstancias presentes, 
sino que también debe dar por concluida la mediación 
si llega a su conocimiento que en el pasado una de las 
partes puso en peligro la integridad física o psíquica 
de la otra parte o de su grupo familiar. Nuevamente, 
no podemos hablar de libertad y voluntariedad en la 
toma de decisiones si una persona ha sido sometida a 
situaciones como las mencionadas por la contraparte. 
Nuevamente, uno de los problemas y cuestionamientos 
que ya realizamos es que la mediación y la desigualdad 
son incompatibles. Obviamente, en aquellas situaciones 

estaría violando los derechos del más poderoso a tener 
un mero interlocutor que facilite la negociación.

5. Objeciones particulares

Sin perjuicio de que no acompañaré este proyecto 
de ley, corresponde señalar otros inconvenientes que 
el proyecto presenta y que deberían ser corregidos en 
pos del bienestar del pueblo:

1. El proyecto debería prever que en caso de que 
la designación del mediador ocurra como lo prevé el 
artículo 16 inciso a), ninguna de las partes podrá luego 
recusar al mediador, salvo por hechos posteriores a la 
designación.

2. El artículo 16, inciso d), y las modifi caciones a los 
artículos 34 y 360 del Código Procesal previstas en los 
artículos 52 y 55 del proyecto prevén que el juez ac-
tuante en un proceso judicial puede derivar a las partes 
a un procedimiento de mediación por única vez. Con-
sideramos que ello no es adecuado. En primer lugar, 
el juez no debería poder remitir a mediación las causas 
que han sido excluidas expresamente del requisito de 
la mediación previa obligatoria. En segundo lugar, 
las causas que no están excluidas del cumplimiento 
de ese requisito ya lo han cumplido (de otro modo, la 
demanda nunca hubiese sido admitida). Si las partes lo 
desean ellas pueden acercarse en cualquier momento 
del proceso para llegar a un acuerdo. Además, en la 
audiencia prevista en el artículo 360, el juez tiene la 
facultad de intentar conciliar a las partes. Otorgar a los 
jueces la posibilidad de derivar a las partes a una nueva 
mediación, aun cuando sea por única vez, viola el de-
recho al acceso a la justicia de las partes intervinientes 
en el confl icto. En efecto, si la mera existencia de un 
procedimiento de mediación prejudicial obligatorio 
viola el derecho al acceso a la justicia, la violación es 
agravada si el juez tiene la facultad de retrasar aún más 
el efectivo acceso a la jurisdicción, que no es más que 
el derecho que las personas tienen a obtener una solu-
ción judicial de sus controversias mediante el dictado 
de una sentencia.

3. El artículo 18 del proyecto prevé la suspensión 
de los plazos de prescripción y caducidad con motivo 
de la mediación. Sin embargo, aquel momento que el 
proyecto prevé como fecha de reinicio del cómputo 
del plazo de la prescripción y de la caducidad no es 
un momento cierto. El momento en el que el acta de 
cierre del procedimiento de mediación prejudicial 
obligatoria se encuentre a disposición de las partes 
no es un momento cierto. Es sumamente importante 
determinar con certeza en qué momento se reanudará 
el cómputo de los plazos de prescripción y caducidad 
pues ellos determinan la extinción de derechos y 
acciones.

4. El artículo 31 del proyecto de ley prevé normas 
especiales aplicables a la mediación familiar. Sin 
perjuicio de lo que ya manifesté en el punto 4 de esta 
disidencia, corresponde señalar algunos problemas. 
En primer lugar, el régimen ni siquiera prevé la ho-
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PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,...
TÍTULO I

Mediación

CAPÍTULO I
Defi nición. Tipos. Principios

Artículo 1º – Declaración de interés público. Al-
cance. Se declara de interés público la promoción, 
desarrollo y difusión de la instancia de mediación 
con carácter voluntario, como método no adversarial 
de resolución de confl ictos, dirigido por un mediador 
con título habilitante quien promueve la comunicación 
directa entre las partes para la solución extrajudicial, 
intrajudicial o prejudicial de las controversias.

Art. 2º – Términos. Cuando esta ley se refi ere al 
“mediador” comprende al mediador y la mediadora.

Art. 3º – Tipos. Esta ley regula la mediación preju-
dicial, intrajudicial y la extrajudicial.

Art. 4º – Principios informadores. Las actuaciones 
de mediación que se lleven a cabo al amparo de la 
presente ley se basan en los siguientes principios:
 a) Libertad y voluntariedad de las partes en 

confl icto y del mediador para participar en la 
mediación;

 b) Igualdad de las partes en el procedimiento de 
mediación;

 c) Consideración especial de los intereses de los 
menores, personas con discapacidad y personas 
mayores dependientes;

 d) Confi dencialidad y secreto profesional respecto 
de los datos conocidos en el procedimiento de 
mediación;

 e) Imparcialidad del mediador actuante;
 f) Competencia profesional del mediador, que 

implica califi cación profesional y adecuada 
capacitación;

 g) Competencia ética del mediador;
 h) Intervención cooperativa;
 i) Buena fe de las partes en confl icto y  del me-

diador;
 j) Carácter personalísimo del procedimiento, 

debiendo las partes y el mediador asistir perso-
nalmente a las sesiones salvo en los casos que 
establece el artículo 7°;

 k)  Informalidad y sencillez del procedimiento de 
mediación; 

 l)  Plazos prorrogables a juicio y voluntad de las 
partes;

 m)  Los acuerdos arribados a través de la mediación 
respetarán en cada caso las limitaciones que 
imponga la ley vigente.

en las cuales existe o existieron situaciones de violen-
cia, esta paridad es imposible. Sin embargo, nada en 
el proyecto nos asegura que el mediador tendrá las 
habilidades y conocimientos necesarios para detectar 
estas situaciones.

6. Con respecto a la mediación familiar, el proyecto 
no prevé mecanismos para asegurar la mayor igualdad 
entre las partes. El proyecto podría prever, por ejemplo, 
que las partes tienen derecho a solicitar que cada una de 
ellas esté en salas separadas al momento de celebrarse 
la audiencia y que se fi jen horarios de llegada y salida 
distintos de modo tal que ellas no estén obligadas a 
cruzarse. El proyecto también podría haber previsto 
que las audiencias serán llevadas a cabo por dos me-
diadores, uno de cada sexo, de modo tal que ninguna 
de las partes sienta que el mediador se inclina hacia 
uno u otro lado.

Por estas razones, considero que no debe aprobarse 
el presente proyecto de ley.

Marcela V. Rodríguez.

INFORME

Honorable Cámara:

Las comisiones de Justicia y de Presupuesto y Ha-
cienda han considerado el mensaje del Poder Ejecu-
tivo nacional 995 del 23 de junio de 2008 y proyecto 
de ley, tenido a la vista los proyectos de ley de la 
señora diputada Bertol, expediente 455-D.-08,  de la 
señora diputada Torrontegui, expediente 4.821-D.-08, 
y del señor diputado Cigogna, expediente 4.918-D.-
08, por el que se derogan los artículos 1° al 31 de la 
ley 24.573 y las leyes 25.287, 25.661 y 26.094, de 
mediación prejudicial obligatoria –régimen–; y, luego 
de su exhaustivo análisis, han resuelto despacharlo 
favorablemente.

Luis F. J. Cigogna.

II

Dictamen de minoría

Honorable Cámara:

Las comisiones de Justicia y de Presupuesto y Ha-
cienda, han considerado el mensaje del Poder Ejecutivo 
nacional 995 del 23 de junio de 2008 y proyecto de 
ley, tenido a la vista los proyectos de ley de la señora 
diputada Bertol, expediente 455-D.-08,  de la señora 
diputada Torrontegui, expediente 4.821-D.-08, y del 
señor diputado Cigogna, expediente 4.918-D.-08, por 
el que se derogan los artículos 1º al 31 de la ley 24.573 
y las leyes 25.287, 25.661 y 26.094, de mediación 
prejudicial obligatoria –régimen–; y, por las razones 
expuestas en el informe que se acompaña y las que 
dará el miembro informante, aconsejan la sanción del 
siguiente
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CAPÍTULO II

Derechos y deberes de las partes

Art. 8º – Derechos. Las partes en la mediación gozan 
de los siguientes derechos:
 a) Iniciar la mediación conforme a lo dispuesto 

en la presente ley, así como desistir individual-
mente del mismo en cualquier momento;

 b) Elegir de común acuerdo un profesional me-
diador inscrito;

 c) Ser tratadas con la adecuada consideración 
durante el proceso de mediación;

 d) Tener garantizado el derecho al secreto profe-
sional y a la confi dencialidad en los términos 
establecidos legalmente;

 e) Conocer con carácter previo a la mediación 
el costo de la misma y las características y 
fi nalidad del procedimiento; y

 f) Cualquier otro derecho establecido en la pre-
sente ley o en sus normas reglamentarias. 

Art. 9º – Deberes. Las partes en la mediación tienen 
los siguientes deberes:
 a) Cumplir las condiciones de la mediación;
 b) Actuar de buena fe en el proceso de mediación, 

proporcionando al mediador información veraz 
y completa sobre el confl icto;

 c) Tener en cuenta los intereses de los menores, de 
las personas con discapacidad y de las personas 
mayores dependientes;

 d) Asistir personalmente a las sesiones de la me-
diación salvo en los casos del artículo 7º;

 e) Satisfacer los honorarios y gastos del mediador, 
excepto para los supuestos de reconocimiento 
de la mediación gratuita;

 f) No solicitar que el mediador sea llamado a 
declarar como perito ni como testigo en cual-
quier procedimiento judicial relacionado con el 
confl icto objeto de la mediación practicada; y

 g) Tratar con la debida consideración al media-
dor.

CAPÍTULO III
Mediador. Requisitos. Derechos y deberes 

Art. 10. – Requisitos para ser mediador. Para actuar 
como mediador se requiere:
 a) Título habilitante de mediador expedido por 

universidad pública o privada, nacional o pro-
vincial;

 b) Hallarse inscrito en la matrícula; y 
 c) No encontrarse incurso en las inhabilidades 

previstas en el artículo 11. El control del ejer-
cicio de la profesión de mediador y sus activi-
dades y el gobierno de la matrícula respectiva 
corresponde al Ministerio de Justicia en las 

Art. 5º – Confi dencialidad. La mediación tiene ca-
rácter confi dencial. Las partes, sus abogados, el o los 
mediadores, los peritos y todo aquél que intervenga 
en la mediación tienen el deber de confi dencialidad, el 
que ratifi carán mediante la suscripción de un convenio 
o dejando constancia de ello en el acta respectiva, en 
caso de no considerar necesaria la instrumentación 
del convenio.

En ningún caso las partes, el o los mediadores, 
los abogados, los peritos y todo aquel que haya in-
tervenido en el proceso de mediación podrán prestar 
declaración testimonial sobre lo expresado en dicha 
mediación.

La reserva de los hechos conocidos durante la me-
diación sólo podrá ser levantada cuando ese proceder 
sea compatible con la legislación vigente respecto del 
secreto profesional o exista aceptación expresa de 
todas las partes.

Art. 6º – Imparcialidad. El mediador debe actuar 
de manera imparcial y es su obligación revelar toda 
circunstancia que sea susceptible de dar lugar a una 
posible parcialidad o prejuicio y hacer saber a las par-
tes cualquier cuestión que, sin confi gurar a su juicio 
causal de excusación, pudiese suponer infl uencia en su 
imparcialidad, a fi n de que las partes consientan sobre 
su continuidad en el procedimiento.

Art. 7º – Presencia personal de las partes. Las partes 
deben asistir personalmente a la mediación y no pueden 
hacerlo por apoderado, salvo que se trate de:
 a) Personas jurídicas;
 b) Personas domiciliadas en extraña jurisdicción 

y a más de ciento cincuenta (150) kilómetros 
de la ciudad de Buenos Aires;

 c) El presidente y vicepresidente de la Nación; 
jefe de Gabinete de Ministros; ministros, 
secretarios y subsecretarios; gobernadores y 
vicegobernadores de las provincias; ministros 
y secretarios provinciales; legisladores nacio-
nales y provinciales: magistrados de la justicia 
nacional y provincial y funcionarios judiciales 
asimilados a esa calidad: obispos y prelados; 
el procurador del Tesoro; fi scales de Estado; 
Intendentes municipales; presidentes de los 
Concejos Deliberantes; embajadores, ministros 
plenipotenciarios y cónsules generales; rec-
tores y decanos de universidades nacionales; 
presidentes de bancos ofi ciales, nacionales y 
provinciales; presidentes, administradores, 
directores, gerentes o titulares de cargos equi-
valentes que importen la representación legal 
de entidades autárquicas y empresas del Esta-
do, nacionales y provinciales; jefes del Estado 
Mayor Conjunto y de las Fuerzas Armadas; 
jefes y subjefes de las fuerzas de seguridad 
y de las policías provinciales y directores de 
los servicios penitenciarios federal y de las 
provincias.
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 j) Garantizar el deber de secreto profesional y 
confi dencialidad;

 k) Informar a las autoridades competentes de los 
datos que puedan revelar la existencia de una 
amenaza para la vida o la integridad física o 
psíquica de una persona; 

 l) Redactar, fi rmar y entregar a las partes los 
justifi cantes de celebración de las sesiones.

Art. 14. – Prohibiciones. Queda expresamente pro-
hibido a los mediadores:
 a) Intervenir como testigo o perito a propuesta 

o solicitud de cualquiera de las partes en todo 
tipo de procedimiento o litigio que afecte al 
objeto de la mediación:

 b) Abandonar, una vez iniciada, la mediación sin 
causa justifi cada;

 c) Autorizar el uso de su fi rma o nombre a perso-
nas que, sin ser mediadores ejerzan actividades 
propias de la profesión;

 d) Disponer la distribución o participación de 
honorarios con personas que carezcan de título 
habilitante para el ejercicio profesional;

 e) Publicar avisos que induzcan a engaño u 
ofrecer ventajas que resulten violatorias de las 
leyes en vigor, o que atenten contra la ética 
profesional;

 f) Recurrir directamente, o por terceras personas, 
a intermediarios remunerados para obtener 
asuntos.

TÍTULO II

Mediación prejudicial

CAPÍTULO I
Disposiciones generales. Principios

Art. 15. – Obligatoriedad. Plazo. Excepcionalmente 
se instituye con carácter obligatorio por un plazo de 
cinco años a partir de la entrada en vigencia de esta ley, 
la mediación previa a todo juicio que se inicie ante los 
juzgados federales nacionales y los de primera instan-
cia en lo nacional civil y comercial, la que se regirá por 
las disposiciones de esta ley.

Art. 16. – Excepción. Requisitos. Las partes quedan 
exentas del cumplimiento del proceso previo de media-
ción si acreditan que antes del inicio de la causa existió 
mediación ante mediadores inscriptos en el registro.

A los fi nes de acreditar el cumplimiento del trámite 
de mediación, el requirente debe acompañar el acta 
fi nal que hubiere expedido el mediador en la que debe 
constar que no se arribó a un acuerdo en la mediación 
intentada, que no compareció el requerido notifi cado 
fehacientemente o que resultó imposible notifi car la au-
diencia en los domicilios que denunció el requirente.

Art. 17.– Materias excluidas. La mediación pre-
judicial obligatoria no se aplica en los siguientes 
supuestos:

condiciones que se establezcan en esta ley y 
en la correspondiente reglamentación.

Art. 11. – Inhabilidades. No pueden ser mediadores 
quienes registren inhabilitaciones comerciales, civiles 
o penales o hubieren sido condenados con pena de 
reclusión o prisión por delito doloso.

 Art. 12. – Derechos del mediador. El mediador, en el 
ejercicio de la actividad de mediación que regula esta 
ley, tiene los siguientes derechos:
 a) Participar, una vez elegido, en el procedimiento 

de mediación;
 b) Percibir los honorarios y gastos que correspon-

dan por su actuación profesional;
 c) Actuar con libertad e independencia en el 

ejercicio de su actividad profesional;
 d) Obtener de las partes el oportuno respeto a sus 

actuaciones;
 e) Recibir de las partes en confl icto una informa-

ción veraz y completa;
 f) Dar por fi nalizada la mediación cuando consi-

dere por causa justifi cada que la continuación 
de la misma no cumplirá sus objetivos; y

 g) Renunciar a iniciar la mediación. En este su-
puesto deberá argüir de forma razonada, y por 
escrito, las causas.

Art. 13. – Deberes del mediador. En el ejercicio de 
la actividad profesional el mediador tiene los siguientes 
deberes:
 a) Informar a las partes, previamente a su inter-

vención, del costo, características y fi nalidad 
del procedimiento de mediación;

 b) Propiciar que las partes tomen sus propias 
decisiones disponiendo de la información y el 
asesoramiento sufi ciente para que desarrollen 
los acuerdos de una manera libre, voluntaria y 
exenta de coacciones;

 c) Actuar de forma imparcial, ayudando a conse-
guir acuerdos sin imponer ni tomar parte por 
una solución o medida concreta;

 d) Mantener la lealtad en el desempeño de su 
función y en relación con las partes;

 e) Promover la protección de los intereses de los 
menores, de las personas con discapacidad y de 
las personas mayores dependientes, así como 
su bienestar;

 f) Realizar personalmente la intervención media-
dora;

 g) Facilitar la comunicación entre las partes y 
promover el entendimiento entre ellas;

 h) Ejercer la mediación conforme a la buena fe y 
a la adecuada práctica profesional;

 i) Tratar con el debido respeto a las partes some-
tidas a mediación;
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La mesa general de entradas de la Cámara del fuero 

que corresponda luego de verifi car el cumplimiento 
de los requisitos exigidos reglamentariamente para 
la presentación, sorteará el juzgado, funcionarios del 
Ministerio Público y mediador.

El requirente entregará al mediador sorteado el for-
mulario debidamente intervenido por la mesa general 
de entradas en el término de cinco días hábiles. Si el 
requirente no cumple con este trámite deberá abonar 
nuevamente el arancel previsto reglamentariamente y 
solicitar en la mesa general de entradas la readjudica-
ción del mismo mediador anteriormente sorteado.

Art. 23. – Elección por elección de parte. El media-
dor puede ser designado por:
 a) Acuerdo entre las partes;
 b) Propuesta del requirente que efectuará al re-

querido a efectos de que éste seleccione, de un 
listado no menor a cuatro mediadores. aquél 
que llevará adelante la mediación; o

 c) Propuesta del requirente que efectuará al re-
querido a efectos de que este seleccione, de un 
listado no menor a cuatro centros de mediación 
autorizados.

Art. 24. – Mediador. Propuesta del requirente. 
Notifi cación. El requirente debe notifi car por medio 
fehaciente al requerido el listado de mediadores y sus 
domicilios para que dentro de los tres días de notifi ca-
do, el requerido opte por cualquiera de los propuestos. 
En la notifi cación podrá incluirse la fecha de la audien-
cia de mediación.

El requerido debe notifi car la opción fehaciente-
mente en el domicilio constituido por el requirente a 
esos efectos y el mediador elegido será considerado 
designado para llevar a cabo la mediación.

Art. 25. – Pluralidad de requeridos. Si hubiere más 
de un requerido, éstos deberán unifi car la elección y en 
caso de no lograrse conformidad, el requirente elegirá 
directamente el mediador del listado propuesto.

Art. 26. – Silencio del requerido. El silencio o la 
negativa del requerido a ejercer la opción habilitan al 
requirente a elegir directamente del listado propuesto 
y debidamente notifi cado el mediador que intervendrá 
en el confl icto.

Art. 27. – Imposibilidad de notifi cación. Notifi ca-
ción por correo electrónico o fax. Si el requirente no 
logra notifi car al requerido, podrá elegir directamente 
un mediador de la lista oportunamente ofrecida en su 
notifi cación frustrada. El mediador designado, con las 
constancias de las notifi caciones fracasadas, no podrá 
dirigir otra notifi cación como no sea al mismo o mis-
mos domicilios que los utilizados por el requirente para 
intentar notifi car el listado propuesto.

La propuesta del requirente debe incluir en su texto 
la transcripción de este artículo.

A fi n de cumplir con las notifi caciones requeridas 
por este artículo se autoriza al o los requirentes a enviar 

 a) Acciones de separación personal y divorcio, 
nulidad de matrimonio, fi liación, patria potes-
tad y adopción, con excepción de las cuestio-
nes patrimoniales derivadas de éstas. El juez 
deberá dividir los procesos, derivando la parte 
patrimonial al mediador Primera Instancia en 
lo Nacional Civil y Comercial;

 b) Procesos de declaración de incapacidad y de 
rehabilitación;

 c) Causas en que el Estado nacional, las provin-
cias, los municipios o la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires o sus entidades descentralizadas 
sean parte, salvo en el caso que medie autori-
zación expresa y no se trate de ninguno de los 
supuestos a que se refi ere el artículo 841 del 
Código Civil;.

 d) Amparo, hábeas corpus e interdictos;
 e) Medidas cautelares hasta que se decidan las 

mismas agotándose respecto de ellas las instan-
cias recursivas ordinarias, continuando luego 
el trámite de la mediación;

 f) Diligencias preliminares y prueba anticipada;
 g) Juicios sucesorios, con excepción de las cues-

tiones patrimoniales derivadas de éstos;
 h) Juicios voluntarios, con excepción de las cues-

tiones patrimoniales derivadas de éstos;
 i) Convocatoria a asamblea de copropietarios 

prevista por el artículo 10 de la ley  13.512; y
 j) Concursos preventivos y quiebras.

Art. 18. – Ámbito de aplicación. La enumeración de 
materias excluidas en el artículo 17 no implica prohi-
bición de recurrir al procedimiento de mediación si las 
partes así lo decidieran.

En las cuestiones de orden público sólo podrán ser 
materia de acuerdo los aspectos disponibles conexos a 
dichas cuestiones.

Las materias contempladas en el artículo 20 son 
opcionales.

Art. 19. – Materias penal y laboral. La mediación 
en las materias Penal y Laboral se regirá conforme las 
leyes vigentes en la materia.

Art. 20. – Materias opcionales. En el caso de los 
procesos de ejecución y juicios de desalojo, el presente 
régimen de mediación es optativo para el requirente.

CAPÍTULO II
Procedimiento de eleccion del mediador

Art. 21. – Tipos de elección. La elección del media-
dor puede ser por sorteo o por elección de parte.

Art. 22. – Elección por sorteo. El requirente forma-
lizará su pretensión ante la mesa general de recepción 
de expedientes que corresponda, detallando la misma 
en un formulario cuyos requisitos se establecerán por 
vía de la reglamentación.
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el segundo párrafo del artículo 32, en las mediaciones 
en que el mediador se elige por sorteo, la notifi cación 
podrá realizarse personalmente o por cédula; en este 
último supuesto también podrá realizarse por los me-
dios previstos en el artículo 136 del Código Procesal 
Civil y Comercial de la Nación.

Art. 35. – Contacto previo a la primera audiencia. 
Las partes podrán tomar contacto con el mediador de-
signado antes de la fecha de la audiencia, con el objeto 
de hacer conocer el alcance de sus pretensiones.

Art. 36. – Inasistencia a primera audiencia. Si el 
requirente no asiste a la primera audiencia con causa 
justifi cada el mediador fi jará una nueva audiencia.

Si el requerido no asiste a la primera audiencia: con 
causa justifi cada el mediador con acuerdo del requiren-
te podrán fi jar una nueva audiencia.

Si el requerido no asiste a la primera audiencia sin 
causa justifi cada el mediador con acuerdo del requiren-
te podrán dar por fi nalizado el proceso de mediación 
conforme lo determina el artículo 49.

Art. 37. – Plazo. El plazo para la mediación será 
de hasta sesenta días corridos a partir de la última 
notifi cación al requerido o al tercero en su caso. En el 
caso previsto en el artículo 20, el plazo será de treinta 
días corridos.

En ambos supuestos se podrá prorrogar por acuerdo 
de las partes.

Art. 38. – Audiencias. Dentro del plazo previsto para 
la mediación el mediador podrá convocar a las partes 
a todas las audiencias necesarias para el cumplimiento 
de los fi nes previstos en la presente ley.

Habiendo comparecido personalmente y previa 
intervención del mediador, las partes podrán dar por 
terminado el procedimiento de mediación.

Art. 39. – Confi dencialidad. Compromiso. El media-
dor o cualquiera de los comparecientes podrán solicitar 
la fi rma de un documento escrito en el que conste el 
compromiso de confi dencialidad.

En caso de no considerar necesaria la instrumenta-
ción del compromiso de dejará constancia de ello en 
el acta respectiva.

Art. 40. – Reunión con las partes. El mediador tiene 
amplia libertad para reunirse con las partes en forma 
conjunta o por separado, cuidando de no favorecer, con 
su conducta, a una de ellas y de no violar el deber de 
confi dencialidad.

Art. 41. – Presencia personal de las partes. Excep-
ción. A las audiencias de mediación deben concurrir 
las partes personalmente y no pueden hacerlo por 
apoderado, exceptuándose a las personas enunciadas 
en el artículo 7º.

En los supuestos del artículo 7° el mediador debe 
verificar la personería invocada por el apoderado 
debiendo el poder contener la facultad de acordar 
transacciones.

los datos de los requeridos al mediador designado por 
correo electrónico o por fax.

CAPÍTULO III
Causales de excusación y recusación

Art. 28. – Excusación. El mediador deberá excusarse 
de intervenir, bajo pena de inhabilitación, dentro de 
tres días hábiles desde que tomó conocimiento de su 
designación, en todos los casos previstos en el Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación para excusa-
ción de los jueces.

Art. 29. – Recusación. El mediador puede ser recu-
sado con expresión de causa por las partes conforme 
lo determina el Código Procesal Civil y Comercial de 
la Nación.

Si el mediador no acepta la recusación, ésta será 
decidida por el juez designado por resolución que será 
inapelable.

Art. 30. – Nuevo sorteo. En los supuestos de excu-
sación y recusación se practicará inmediatamente un 
nuevo sorteo según artículo 22.

Art. 31. – Prohibición de asesorar o patrocinar. El 
mediador no podrá asesorar ni patrocinar a cualquiera 
de las partes intervinientes en la mediación durante el 
lapso de un año desde que cesó su inscripción en el 
Registro de Mediadores. La prohibición será absoluta 
en la causa en que haya intervenido como mediador.

CAPÍTULO IV
Procedimiento

SECCIÓN I
Disposiciones generales

Art. 32. –  Audiencia. Notifi cación. El mediador 
debe fi jar la fecha de la primera audiencia a la que 
deben comparecer las partes dentro de los quince días 
de haberse notifi cado de la designación.

El mediador debe notifi car la audiencia en forma 
personal o por cualquier medio fehaciente con, por lo 
menos, tres días hábiles de anticipación a la fecha fi ja-
da, contados desde la recepción de la notifi cación.

Art. 33. – Audiencia. Requisitos de la notifi cación. 
La notifi cación debe contener los siguientes requisi-
tos:
 a) Nombre y domicilio del destinatario;
 b) Nombre y domicilio del mediador y de la parte 

que requirió el trámite;
 c) Indicación del día, hora y lugar de la celebra-

ción de la audiencia y la obligación de com-
parecer con patrocinio letrado y de hacerlo en 
forma personal; y

 d) Firma y sello del mediador.

Art. 34. – Elección por sorteo del mediador. Noti-
fi cación por cédula. Sin perjuicio de lo dispuesto en 
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deberá consignar únicamente esas circunstancias que-
dando expresamente prohibido dejar constancia de los 
pormenores de la o las audiencias celebradas. El acta 
así labrada será suscrita por todos los comparecientes, 
debiéndose entregar en ese acto tantas copias del acta 
como partes intervengan.

Con el acta fi nal extendida en estos términos el 
reclamante tendrá habilitada la vía judicial y ante la 
mesa de entradas del fuero que corresponda quedará 
facultado para iniciar la acción ante el juzgado que le 
hubiere sido sorteado en las mediaciones ofi ciales o 
en el que resultare sorteado al momento de radicar la 
demanda en las privadas.

La falta de acuerdo también habilita la vía judicial 
para la reconvención que pudiere interponer el requeri-
do, cuando hubiese expresado su pretensión durante el 
procedimiento de mediación y así constare en el acta.

Art. 50. – Reapertura del procedimiento de me-
diación. No se encontrará cumplido el proceso de 
mediación, si de las constancias del expediente surge 
que alguno de los demandados no han sido notifi cados 
de la audiencia correspondiente o en el proceso se dis-
ponga la intervención de terceros interesados. En estos 
supuestos se deberá reabrir el proceso de mediación.

También se dispondrá la reapertura del proceso si el 
demandado que no pudo ser notifi cado del trámite de la 
mediación comparece en el juicio a estar a derecho.

Art. 51. – Conclusión del proceso de mediación con 
acuerdo. Si se produjese el acuerdo, se labrará acta, 
en tantos ejemplares como partes involucradas haya, 
más otro ejemplar que retendrá el mediador, en el que 
deberán constar los términos del mismo, fi rmado por el 
mediador, las partes, los letrados y los comediadores, 
terceros y peritos si hubiesen intervenido.

Art. 52. – Homologación. El acuerdo instrumentado 
en acta suscrita por el mediador no requiere homolo-
gación judicial, salvo en el supuesto en que se hayan 
controvertido derechos de menores o incapaces. En 
estos casos, el representante legal, con intervención del 
Ministerio Pupilar, deberá requerir dicha homologación 
al juez anteriormente sorteado. Tales actuaciones esta-
rán exentas del pago de la tasa de justicia.

Art. 53. – Incumplimiento del acuerdo. En caso de 
incumplimiento, lo acordado podrá ejecutarse ante el 
juez designado, mediante el procedimiento de ejecu-
ción de sentencia regulado en el Código Procesal Civil 
y Comercial de la Nación.

En el supuesto de llegar a la instancia de ejecución, 
el juez deberá aplicar la multa establecida en el artí-
culo 45 del Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación.

Art. 54. – Comunicación a la autoridad compe-
tente. El mediador debe comunicar el resultado de la 
mediación con o sin acuerdo, con fi nes estadísticos, 
al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos dentro 
del plazo de veinte días de concluido el trámite. Dicha 
información podrá efectuarse por medios electrónicos, 

De no cumplirse con estos recaudos, el mediador 
podrá intimar al efecto a la parte, otorgándole para ello 
un plazo de cinco días hábiles judiciales y de no ser 
cumplidos se considerará que existió incomparecencia 
en los términos del tercer párrafo del artículo 36.

Art. 42. – Requeridos residentes en el extranjero. 
Si el requerido tuviere su domicilio fuera del país el 
tribunal debe colaborar con el mediador a los fi nes de 
la notifi cación de la respectiva audiencia mediante la 
libranza del exhorto diplomático.

Art. 43. – Asistencia letrada obligatoria. La asisten-
cia letrada es obligatoria. Se tendrá por no comparecida 
a la parte que concurriere a las audiencias sin asistencia 
letrada, salvo que las partes acordaren la determinación 
de una nueva fecha para subsanar la falta.

Art. 44. – Intervención de comediadores. El media-
dor, de acuerdo a la complejidad y circunstancias del 
caso, podrá requerir la participación de otro u otros 
mediadores, siempre que haya acuerdo de las partes.

La incorporación de comediadores será decidida por 
el mediador por acuerdo de las partes, debiendo ellas 
soportar el mayor costo que su intervención irrogue.

Art. 45. – Normas aplicables al comediador. Se 
aplican al comediador todas las disposiciones de los 
artículos que integran el capítulo III del título I de 
esta ley.

Art. 46. – Desacuerdo entre mediador y comediador. 
Cuando en la mediación participen mediadores y co-
mediadores, éstos deberán intercambiar información y 
evitar desacuerdos o críticas. En este último supuesto 
el mediador con acuerdo de las partes podrá dar por 
fi nalizada la participación del comediador y designar 
a otro comediador.

Art. 47. – Intervención de terceros. Citación. Cuan-
do el mediador considere necesaria la intervención de 
un tercero, solicitado por las partes o por el tercero, 
podrá citarlo a fi n de que comparezca a la instancia 
mediadora.

El tercero cuya intervención se requiera debe ser 
citado en la forma y con los recaudos establecidos para 
la citación de las partes.

Si el tercero incurre en incomparecencia no podrá 
intervenir en la mediación posteriormente.

No se admitirá la presencia de terceros ajenos al pro-
ceso de mediación sin la conformidad del mediador.

Art. 48. – Intervención de peritos. Con la conformi-
dad de las partes y a fi n de facilitar la solución de la 
controversia, el mediador podrá convocar a uno o más 
peritos, sin que sus conclusiones –salvo acuerdo de 
partes– puedan hacerse valer en juicio. El pago de los 
honorarios se establecerá de común acuerdo. En caso 
de no alcanzarse dicho acuerdo, cada una de ellas los 
soportará en proporción a su interés.

Art. 49. – Conclusión sin acuerdo. En caso en que 
las partes no arribasen a un acuerdo o la mediación 
fracasare por incomparecencia de la o las partes o 
por haber resultado imposible su notifi cación, el acta 
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TÍTULO III

Mediación extrajudicial

Art. 62. – Procedimiento. Habrá mediación extra-
judicial cuando las partes, sin instar proceso judicial 
previo, adhieran voluntariamente al método de media-
ción para la resolución de un confl icto, ante un media-
dor inscrito o centro de mediación público o privado 
habilitado a tal fi n.

Art. 63. – Trámite. El procedimiento en la mediación 
extrajudicial será acordado entre el mediador y las 
partes. Subsidiariamente se aplican las disposiciones 
de esta ley.

Art. 64. – Efecto del acuerdo. El acuerdo al que se 
arribe en la mediación extrajudicial tiene el mismo 
efecto de un convenio entre partes e igual validez.

Art. 65. – Homologación. Cualquiera de las partes 
podrá solicitar la homologación del acuerdo ante el 
juez de turno competente en la materia. El trámite de 
homologación estará exento de tasa de justicia, aportes 
y todo otro gasto.

Art. 66. – Honorarios. En la mediación extrajudicial 
los honorarios del mediador son libremente convenidos 
por las partes.

TÍTULO IV

Mediación intrajudicial

Art. 67. – Procedimiento. También podrá recurrirse 
al procedimiento de mediación, una vez iniciado el pro-
ceso judicial, por solicitud de las partes o por estimar 
el tribunal su conveniencia, hasta cinco días después 
de que se cierre la etapa de prueba.

Los términos del expediente judicial quedarán sus-
pendidos por treinta (30) días contados a partir de la 
notifi cación del mediador a impulso de cualquiera de 
las partes y se reanudará una vez vencido. Este plazo 
podrá prorrogarse por acuerdo expreso de las partes.

Art. 68. – Trámite. En lo que corresponda, la media-
ción intrajudicial se rige por lo dispuesto en los artícu-
los precedentes referidos a la mediación prejudicial.

Art. 69. – Efecto del acuerdo. El acuerdo al que se 
arribe en la mediación intrajudicial tiene el mismo 
efecto de un convenio entre partes e igual validez.

Art. 70. – Homologación. Cualquiera de las partes 
podrá solicitar la homologación del acuerdo ante el juez 
del proceso. El trámite de homologación estará exento 
de tasa de justicia, aportes y todo otro gasto.

Art. 71. – Honorarios. En la mediación intrajudicial 
el juez del proceso fi ja los honorarios según las reglas 
dispuestas para la mediación prejudicial.

TÍTULO V

Prescripción

Art. 72. – Prescripción. La mediación suspende el 
plazo de la prescripción liberatoria en los términos y 
con los efectos previstos en el segundo párrafo del 
artículo 3.986 del Código Civil. En la mediación en 

de acuerdo con los recaudos que establezca la regla-
mentación.

SECCIÓN II 
Honorarios

 Art. 55. – Unidad de honorario. Se instituye con 
la denominación de “MED” la unidad de honorario 
profesional del mediador que representará el uno por 
ciento del valor básico de la remuneración asignada 
al cargo de juez nacional de Primera Instancia en lo 
Civil y Comercial.

Art. 56. – Honorarios mínimos. Los honorarios 
mínimos que corresponde percibir a los mediadores 
por su actividad profesional resultarán del número de 
MED que se detalla en el anexo I que forma parte de 
esta ley.

Se autoriza al Poder Ejecutivo a modifi car el anexo 
I en lo que resulte necesario para mantener su corres-
pondiente adecuación.

Art. 57. – Honorarios. Interrupción, fracaso de la 
mediación. Si promovido el procedimiento de media-
ción éste se interrumpe o fracasa, quien promovió la 
mediación deberá abonar al mediador el monto total 
de los honorarios que le correspondan de acuerdo con 
lo consignado en el formulario de mediación en un 
plazo de treinta días contados desde el día en que el 
mediador otorgó el acta en que se da por concluida la 
mediación.

Art. 58. – Desistimiento de la mediación. En caso de 
que el requirente desista de la mediación dentro de los 
tres días anteriores a la fecha fi jada para la audiencia, el 
mediador que haya tomado conocimiento de su desig-
nación tendrá derecho a la mitad de los honorarios que 
le hubieren correspondido en el supuesto de concluir 
la mediación.

Art. 59. – Pago de honorarios. Salvo pacto en con-
trario, una vez celebrado el acuerdo entre las partes, 
éstas deben satisfacer los honorarios del mediador al 
fi nalizar la audiencia.

En el supuesto de que los honorarios no sean abo-
nados en ese momento, deberá dejarse establecido 
en el acta, el lugar y fecha de pago que no podrá ex-
tenderse más allá de los treinta días corridos. En este 
supuesto el mediador está facultado para conservar en 
su poder todos los ejemplares de los instrumentos en 
los que conste el acuerdo hasta tanto le sea pagada su 
retribución.

Art. 60. – Honorarios no pagados en término. 
Los honorarios no abonados en término pueden ser 
ejecutados por el mediador habilitado con la sola 
presentación del acta de cierre de la mediación, la que 
tiene fuerza ejecutiva sin necesidad de homologación ni 
reconocimiento de fi rma alguna, de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo segundo del artículo 53.

Art. 61. – Juez competente. En las mediaciones en 
que se sortea al mediador, el juez sorteado en su opor-
tunidad, será el que deba entender en la ejecución.
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procedimiento conforme las exigencias que 
determine la reglamentación;

 c) Abonar la matrícula cuyo monto y periodicidad 
fi jará el Ministerio de Justicia. 

Art. 76. – Suspensión del registro. Las causales de 
suspensión del Registro de Mediadores son:
 a) Incumplimiento o mal desempeño de sus fun-

ciones;
 b) Haberse rehusado a intervenir sin causa justi-

fi cada en más de tres mediaciones, dentro de 
los doce meses;

 c) Haber sido sancionado por la comisión de falta 
grave por el Tribunal de Disciplina del Colegio 
Profesional al que perteneciere;

 d) No abonar en término la matrícula;
 e) Haber incumplido algunos de los requisitos 

necesarios para la inscripción y mantenimiento 
en el registro.

Art. 77. – Exclusión del registro. Las causales de 
exclusión del Registro de Mediadores son:
 a) Negligencia grave en el ejercicio de sus fun-

ciones que perjudique el procedimiento de 
mediación, su desarrollo o celeridad;

 b) Violación a los principios de confi dencialidad 
y neutralidad;

 c) Asesorar o patrocinar a alguna de las partes 
que intervengan en una mediación a su cargo o 
tener relación profesional o laboral con quienes 
asesoren o patrocinen a algunas de las partes.

Art. 78. – El Ministerio de Justicia de la Nación tiene 
facultades para controlar, en todos los casos el ejercicio 
profesional del mediador, pudiendo intervenir de ofi cio, 
o a petición de parte interesada. La resolución que se 
dicte en cada caso al respecto no causará instancia.

El mediador no podrá ser excluido del Registro de 
Mediadores por causas disciplinarias sin previo suma-
rio, el que se desarrollará aplicándose las normas que 
dicte la autoridad de aplicación.

Los sumarios se sustanciarán por funcionarios del 
Ministerio Judicial con matrícula vigente de media-
dor.

Art. 79. – Imposibilidad de intervención. Baja 
transitoria. Cuando el mediador se ausente de la juris-
dicción, o por razones de enfermedad o cualquier otro 
motivo debidamente justifi cado, no pudiera cumplir 
con su cometido durante un plazo mayor a quince 
días corridos, debe poner el hecho en conocimiento 
del Registro de Mediadores a sus efectos, mediante 
comunicación fehaciente con indicación del período 
de la ausencia.

Cuando por cualquier motivo debidamente justifi -
cado, el mediador se viere impedido de actuar tran-
sitoriamente por un lapso superior a los seis meses, 

que el mediador es designado por sorteo la suspensión 
se operará desde que el reclamante formaliza su pre-
tensión ante la mesa general de entradas del fuero que 
corresponda y opera contra todos los requeridos. En 
las mediaciones de elección privada la prescripción 
liberatoria se suspende desde la fecha del instrumento 
auténtico mediante el cual se intenta notifi car fehacien-
temente al requerido la audiencia de mediación y opera 
sólo contra quien va dirigido.

TÍTULO VI

Registro de mediadores

Art. 73. – Creación. Créase el Registro de Media-
dores, cuya constitución, organización, actualización 
y administración es responsabilidad del Ministerio de 
Justicia de la Nación.

Art. 74. – Atribuciones. El Registro de Mediadores 
tiene a su cargo:
 a) Confeccionar la lista de mediadores habilitados 

para actuar;
 b) Mantener actualizada la lista de mediadores, 

en la que deben consignarse por separado los 
mediadores y los Centros de Mediación;

 c) Remitir en forma quincenal a las mesas gene-
rales de entradas de cada fuero y a la ofi cina de 
Notifi caciones del Poder Judicial de la Nación 
las inclusiones, suspensiones y exclusiones que 
se verifi quen;

 d) Confeccionar las credenciales y los certifi cados 
de habilitación;

 e) Llevar un registro de fi rmas y sellos de los 
mediadores;

 f) Llevar un registro de sanciones;
 g) Archivar las actas donde conste el resultado de 

los trámites de mediación;
 h) Llevar un registro relativo a las licencias de los 

mediadores y demás informaciones;
 i) Confeccionar los certifi cados de habilitación de 

las ofi cinas de mediación y llevar un registro 
de las habilitaciones que se concedan; y

 j) Confeccionar los modelos de los formularios 
que sean necesarios para un correcto funciona-
miento del sistema.

La enumeración no es taxativa pudiendo ser amplia-
da por la reglamentación.

Art. 75. – Inscripción en el registro. Requisitos. 
Para inscribirse en el Registro de Mediadores deben 
cumplirse los siguientes requisitos:
 a) Poseer título habilitante de mediador;
 b) Disponer de ofi cinas que permitan un correcto 

desarrollo del trámite de mediación, en cuanto 
a cantidad y calidad de ambientes sufi cientes 
para la celebración de las sesiones conjuntas 
y privadas y demás actuaciones propias del 
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e) Asuntos en los que se encuentren involucrados 
montos superiores a pesos cincuenta mil ($ 50.000) y 
hasta ($ 100.000): dieciocho med.

f) Asuntos en los que se encuentren involucrados 
montos superiores a pesos cien mil ($ 100.000): vein-
tidos med.

A los fi nes de determinar la base sobre la que se 
aplicará la escala mencionada, deberá tenerse en cuenta 
el monto del acuerdo, el de la sentencia o transacción, 
comprensivo del capital e intereses en su caso.

Sala de las comisiones, 16 de diciembre de 2008.

Paula M. Bertol. – Luis Bullrich. – Luis 
Galvalisi. – Beatríz Korenfeld. – Mariano 
F. West.

INFORME 

Honorable Cámara:
Las comisiones de Justicia y de Presupuesto y Ha-

cienda han considerado el mensaje del Poder Ejecutivo 
nacional 995 del 23 de junio de 2008 y proyecto de 
ley, tenido a la vista los proyectos de ley de la señora 
diputada Bertol, expediente 455-D.-08, de la señora 
diputada Torrontegui, expediente 4.821-D.-08, y del 
señor diputado Cigogna, expediente 4.918-D.-08, por el 
que se derogan los artículos 1° al 31 de la ley 24.573 y 
las leyes 25.287, 25.661 y 26.094, de mediación preju-
dicial pbligatoria –régimen–. Fundamenta el dictamen 
en los siguientes términos.

El procedimiento de mediación establecido por 
ley 24.573 como método alternativo de resolución de 
confl ictos se aplica de manera obligatoria desde 1996. 
Este dictamen modifi ca y ordena la legislación vigente 
con el propósito de:

1. Fortalecer el instituto de la mediación, estable-
ciendo normas de carácter general con aplicación 
nacional, distintas de las normas procesales de apli-
cación local.

2. Regular la mediación prejudicial, intrajudicial y 
extrajudicial.

3. Establecer el carácter facultativo de la mediación 
y excepcionalmente la obligatoriedad de la mediación 
prejudicial por el plazo de cinco años.

4. Extender la mediación inclusive a las materias 
tradicionalmente excluidas si las partes así lo deciden, 
limitándose en las materias de orden público sólo a los 
aspectos disponibles conexos a dichas cuestiones.

5. Integrar al texto legal las disposiciones normativas 
contenidas en el decreto 91/98.

6. Incorporar la fi gura del mediador con título pro-
fesional otorgado por autoridad educativa competente, 
independiente de toda otra formación profesional;

7. Incorporar la fi gura del comediador.
8. Fijar una unidad de honorarios.

podrá solicitar al registro la baja transitoria de la ha-
bilitación.

TÍTULO VII

Disposiciones fi nales

Art. 80. – Normas transitorias. Título habilitante. 
Excepcionalmente y por un plazo de cinco años a 
partir de la publicación de esta ley pueden ejercer la 
actividad de:
 a) Mediador: quienes posean título de abogado, 

hayan adquirido la capacitación requerida y 
restantes exigencias que se establezcan regla-
mentariamente;

 b) Mediador: quienes posean título universitario 
de mediador expedido por universidad nacional 
o provincial pública o privada debidamente 
autorizada;

 c) Comediador: quienes posean título universita-
rio cualquiera sea la carrera de grado cursada, 
hayan adquirido la capacitación requerida y 
restantes exigencias que se establezcan regla-
mentariamente.

Una vez cumplido el plazo del párrafo primero de 
este artículo, y por única vez, los mediadores y co-
mediadores que se encuentren inscriptos a esa fecha 
en el Registro de Mediadores serán equiparados al 
mediador con título habilitante.

Art. 81. – Comediadores. Hasta tanto se cumpla la 
condición del artículo 80 la comediación será obliga-
toria en materias de familia.

Art. 82. – Deróganse los artículos 1° a 31 inclusive 
de la ley 24.573 y las leyes 25.287, 25.661 y 26.094.

Art. 83. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

ANEXO I

CÁLCULO DE HONORARIOS
EN EL PROCEDIMIENTO DE MEDIACIÓN 

PREJUDICIAL

Los honorarios que percibirá el mediador por su 
tarea en las mediaciones en que se sortea el mediador 
se fi jan de acuerdo a las siguientes pautas:

a) Asuntos en los que se encuentren involucrados 
montos hasta pesos tres mil ($ 3.000): tres med, re-
muneración que será considerada básica a los efectos 
del artículo 12.

b) Asuntos en los que se encuentran involucrados 
montos superiores a pesos tres mil ($ 3.000) y hasta 
pesos seis mil ($ 6.000): nueve med.

c) Asuntos en los que se encuentren involucrados 
montos superiores a pesos seis mil ($ 6.000) y hasta 
pesos veinte mil ($ 20.000): doce med.

d) Asuntos en los que se encuentren involucrados 
montos superiores a pesos veinte mil ($ 20.000) y hasta 
pesos cincuenta mil ($ 50.000): quince med.
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13. Resolución 806/1998, Ministerio de Justicia de 

27 de noviembre de 1998 Mediación y Conciliación, 
delégase la facultad de inscripción;

14. Resolución 54/99 del 19 de agosto de 1999, 
Registro Nacional de Mediadores Comunitarios, por la 
que se fi jan los requisitos de inscripción y los regíme-
nes de capacitación y disciplinario aplicables;

15. Resolución 705/99 del 11 de noviembre de 1999 
por el que se establece que la Dirección Nacional de 
Medios Alternativos de Resolución de Confl ictos reali-
zará las acciones previstas en los artículos 13 de la ley 
24.573 y 13 y 26 del anexo 1 del decreto 91/98, con vis-
tas a la respectiva ejecución y al recupero de las sumas 
pagadas al mediador a cuenta de sus honorarios.

16. Resolución 486/2000 del 12 de junio de 2000 por 
el que se establece que los mediadores inscriptos en el 
registro creado por la ley 24.753 deberán acreditar has-
ta el 31 de marzo de cada año la realización de veinte 
horas de capacitación continua en temas de resolución 
alternativa de confl ictos.

17. Ley 25.287 por la que se prorroga en cinco 
años a partir de su vencimiento el plazo previsto en 
el artículo 30 de la ley 24.573. (Promulgada el 11 de 
agosto de 2000).

18. Resolución 890/2000 del 19 de septiembre de 
2000 por la que se aprueba el nuevo Reglamento de 
Actuación Disciplinaria, aprobado por la Comisión 
de Selección y Contralor – Ley 24.573. Delegación 
de facultades.

19. Resolución 502/2001 Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos del 20 de junio de 2001 por el que 
se faculta a la Dirección Nacional de Promoción de 
Métodos Participativos de Justicia para excluir de la 
lista de sorteos que se remite periódicamente al Poder 
Judicial de la Nación, a aquellos mediadores que se 
encuentran en una situación de indisponibilidad aten-
dible, que les impida intervenir en tal carácter en los 
procedimientos asignados por sorteo judicial.

20. Resolución 503/2001 del 20 de junio de 2001 
por la que se precisa que las referencias contenidas 
en las resoluciones 197/98, 284/98, 806/98, 465/99 y 
486/2000 y las competencias, atribuciones o facultades 
asignadas en restantes disposiciones normativas vigen-
tes, a la ex Dirección Nacional de Medios Alternativos 
de Resolución de Confl ictos, deben entenderse efectua-
das a la Dirección Nacional de Promoción de Métodos 
Participativos de Justicia.

21. Resolución 30/2002 Ministerio de Relaciones  
Exteriores, Comercio Internacional y Culto, 9 de 
agosto, 2002. Mediación y conciliación: representantes 
– designación.

22. Ley 25.661, por la que se modifi ca el artículo 29 de 
la ley 24.573 (promulgada el 15 de octubre de 2002).

23. Resolución 480/2002 del 27 de diciembre de 
2002 por la que se establecen las instancias de eva-
luación que deberán aprobar los aspirantes a ingresar 
en el mencionado registro. Antecedentes curriculares. 

9. Asegurar la aplicación efectiva del régimen de 
mediación en el ámbito de la justicia nacional y federal 
en todo el territorio del país;

10. Dotar al texto normativo de una estructura ade-
cuada, técnicamente correcta y de fácil acceso para el 
usuario.

Antecedentes legislativos

Para la elaboración de este dictamen se han consul-
tado múltiples antecedentes legislativos nacionales y 
extranjeros.

A. Nacionales

1. Ley 24.573 sobre Régimen de Mediación y Con-
ciliación, promulgada el 25 de octubre de 1995.

2. Decreto 1.021/95 del 29 de diciembre de 1995 por 
el que se aprueba la reglamentación de la ley 24.573.

3. Decreto 477/1996 del 7 de mayo de 1996 por el 
que se modifi can los artículos 2° –segundo párrafo–, 
9°, 11, 19 y 28 del decreto 1.021/ 95, reglamentario de 
la Ley de Mediación y Conciliación (24.573).

4. Disposición 751/1996 Dirección Nacional de 
Extensión Jurídica 14-agosto-1996. Registro de Me-
diadores: medidas en relación a su inscripción. 

5. Resolución 479/97 del 30 de diciembre de 1997 
por la que se crea la Escuela Nacional de Mediación 
en el ámbito del Ministerio de Justicia.

6. Decreto 91/1998 Poder Ejecutivo nacional, 29 de 
enero de 1998. Mediación v Conciliación: Reglamen-
tación ley 24.573.

7. Resolución 164/98 del 4 de marzo de 1998 por 
el que se instruye a la Secretaría de Asuntos Técnicos 
y Legislativos para que implemente un procedimiento 
de mediación, en los juzgados federales de todo el 
territorio nacional.

8. Resolución 197/98 del 20 de marzo de 1998 por 
el que se establece el monto de matrícula anual de 
mediadores.

9. Resolución 283/98 del 16 de abril de 1998 por el 
que se aprueba el formulario mediante el cual los recla-
mantes formalizarán su pretensión ante la mesa general 
de entradas de la cámara del fuero que corresponda.

10. Resolución 284/98 del 17 de abril de 1998 por la 
que se aprueba el Programa de Evaluación de Calidad 
de Formación en Mediación. Instancia de evaluación de 
idoneidad que deberán aprobar los aspirantes a ingresar 
al Registro de Mediadores.

11. Resolución conjunta 1162/1998, Ministerio de 
Economía, Obras y Servicios Públicos. Resolución 
conjunta 666/1998 Ministerio de Justicia, 24–septiem-
bre–1998: Fondos rotatorios.

12. Resolución 762/98 del 6 de noviembre de 1998 
por la que se establecen exigencias de capacitación que 
habrán de fi jarse para los mediadores inscriptos en el 
registro creado por la ley 24.573.
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2. Negre de Alonso, Liliana, y Rodríguez Saá, 
Adolfo Basualdo. Proyecto de ley, Senado expediente: 
355-S.-2007, Diario de Asuntos Entrados Nº 16 fecha: 
15/3/2007 sobre modifi cación del Código Procesal 
Penal de la Nación respecto a la mediación.

3. Saadi, Ramón Eduardo. Proyecto de ley, Senado 
expediente: 64-S.-2007, Diario de Asuntos Entrados 
Nº 3. Fecha: 2/03/2007 sobre establecimiento de la 
mediación penal como forma alternativa de resolución 
de confl ictos que surgen del sistema penal.

4. Negre de Alonso, Liliana, y Rodríguez Saá, Adol-
fo. Proyecto de ley, Senado expediente: 801-S.-2006, 
Diario de Asuntos Entrados Nº 34. Fecha: 3/4/2006 
sobre modifi cación de la ley 24.573, de mediación y 
conciliación.

5. Pérez, Mirta. Proyecto de ley, Diputados ex-
pediente: 391-D.-2006. Trámite Parlamentario N° 6 
fecha: 8/03/2006 sobre mediación y conciliación – ley 
24.573: modifi cación del artículo 2º, sobre obligato-
riedad del proceso. Modifi cación del artículo 14 del 
Código Procesal Penal.

6. Filomeno, Alejandro. Proyecto de ley, Diputados 
expediente: 1.327-D.-2004. Trámite Parlamentario
Nº 21. Fecha: 29/3/2004 sobre Régimen de Mediación 
Familiar.

7. Zúñiga, Ovidio Osvaldo, y Larreguy, Carlos 
Alberto. Proyecto de ley, expediente: 7.923-D.-2002, 
Trámite Parlamentario Nº 209, fecha: 7/2/2003 sobre 
Régimen de Mediación Obligatoria en Ejecuciones 
Judiciales.

Antecedentes doctrinarios

El dictamen se sustenta en antecedentes doctrinarios 
diversos, tanto nacionales como extranjeros, los que 
permiten defi nir la voluntad política contenida en la 
norma diseñada.

1. “El llamado movimiento de Resolución Alterna-
tiva de Disputas (RAD) o de Confl ictos (RAC), que se 
inicia como tal en América Latina en la última década, 
se sustenta en los valores democráticos mencionados y 
bajo su nombre se incluye toda forma de resolución de 
disputas –no necesariamente jurídicas– que no pase por 
la sentencia judicial, el uso de la fuerza o el abandono 
del confl icto. Cabe mencionar entre ellos la negocia-
ción, mediación, facilitación, conciliación, arbitraje 
tradicional y nuevos arbitrajes, como, por ejemplo, el 
‘no vinculante’, la evaluación previa, el minijuicio, los 
expertos neutrales y el ombudsperson, entre otros.

”Debe recordarse que el poder de las partes para 
solucionar sus propios confl ictos es la expresión de 
una sociedad democrática y el acceso a la justicia 
para los grupos más débiles es la expresión de una 
sociedad justa.

”[...] las estructuras jurídicas y la organización de 
la administración de justicia no ha dado respuesta 
oportuna a los desafíos de cambio ni a la permanente 
juridización de los nuevos confl ictos que provoca una 

Evaluación escrita. Evaluación oral. Plan de estudios 
de formación inicial. Entrenamiento. Pasantías.

24. Resolución 191/2003 del 19 de febrero de 2003 
por la que se aprueban los objetivos, contenidos, carga 
horaria mínima y requerimientos de planifi cación de los 
programas de los cursos de capacitación en mediación 
y otros métodos alternativos de resolución de confl ic-
tos, que dicte el personal afectado para el desarrollo de 
dichas tareas; y los requerimientos que deberá cumplir 
el cuerpo docente.

25. Disposición 59/2004 de la Dirección Nacional 
de Promoción de Métodos Participativos de Justicia 
del 6 de septiembre de 2004 por la que se dispone 
la organización de cursos de capacitación continua, 
actualización y especialización para mediadores ma-
triculados en el registro de la ley 24.573.

26. Resolución 352/2004 Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, 31 diciembre de 2004 Mediación. 
Comisión para la reforma de la ley 24.573.

27. Ley 26.094 por la que se prorroga el plazo pre-
visto en el artículo 30 de la ley 24.573, por el término 
de dos años a partir del vencimiento previsto en la ley 
25.287. (Promulgada el 5 de mayo de 2006.)

B. Provinciales

1. Córdoba: Ley 8.858 – Acordadas reglamentarias. 
Decreto reglamentario y resoluciones.

2. Chaco: Ley 4.711 - Plan Provincial de Mediación 
Escolar.

3. Chubut: Ley 4.939.
4. Río Negro: Ley 3.847.

C. Internacionales

1. Recomendación R (98) 1, sobre mediación fami-
liar, aprobada por el Comité de Ministros del Consejo 
de Europa el 21 de enero de 1998, en la 616.E reunión 
de los delegados de los ministros.

2. Ley 1/2006, de 6 de abril, de mediación familiar 
de Castilla y León.

3. Ley 7/2001, de 26 de noviembre, reguladora de 
la mediación familiar en el ámbito de la Comunidad 
Valenciana.

4. Comisión de las Comunidades Europeas, Bru-
selas, 22-10-2004 –com (2004) 718 fi nal– 2004/251 
(cod). Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 
sobre Ciertos Aspectos de la Mediación en Asuntos 
Civiles y Mercantiles Sec. (2004) 1314.

Antecedentes parlamentarios
Entre los antecedentes parlamentarios consultados se 

encuentran los proyectos de ley siguientes:
1. Urtubey, Juan. Proyecto de ley, expediente 1.607-

D.-2007; T.P. N° 33, 19/04/2007 sobre derechos de 
acción de clase (diferentes pleitos relacionados en uno): 
representación, requisitos, admisión de la acción, derechos 
de incidencia colectiva, trámite, mediación, conciliación, 
registro, jurisdicción federal, medidas cautelares.
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Esta propuesta se basa en el entendimiento de que el 

mediador es quien facilita la comunicación sin interve-
nir en las decisiones y son las partes las únicas autoras 
de la solución de sus confl ictos.

Desde esta concepción la actividad del mediador 
se diferencia de otras profesiones y puede ser ejercida 
por quien haya recibido la formación y entrenamiento 
correspondientes.

No es contrario a esta propuesta el hecho de que el 
mediador pueda brindar información legal. Para com-
prender lo expresado basta con distinguir entre “infor-
mación legal y consejo legal”: en tanto el consejo del 
mediador se origine en el contexto de su servicio como 
intermediario, asistiendo a la negociación de la disputa 
y proveyendo elementos que retroalimenten a las partes 
sobre su caso exclusivamente en función de su rol de 
intermediación, estas actividades no deben considerar-
se como ejercicio no autorizado del derecho.2

De por sí la instrumentación de la carrera universi-
taria de mediador necesariamente incluirá formación 
en derecho entre otras disciplinas.

Excepcionalmente y por un plazo de cinco años a 
partir de la publicación de esta ley pueden ejercer la 
actividad de:

a) Mediador: quienes posean título de abogado, 
hayan adquirido la capacitación requerida y restantes 
exigencias que se establezcan reglamentariamente.

b) Mediador: quienes posean título universitario de 
mediador expedido por universidad nacional o provin-
cial pública o privada debidamente autorizada.

c) Comediador: quienes posean título universitario 
cualquiera sea la carrera de grado cursada hayan ad-
quirido la capacitación requerida y restantes exigencias 
que establezcan reglamentariamente.

Una vez cumplido el plazo del párrafo primero de 
este artículo, y por única vez, los mediadores y co-
mediadores que se encuentren inscritos a esa fecha en el 
Registro de Mediadores serán equiparados al mediador 
con título habilitante. (Artículo 80. Normas transitorias. 
Título habilitante.)

SECCIÓN II
Honorarios

Una novedad que introduce el proyecto, a fi n de 
salvar numerosas observaciones que el régimen vi-
gente presenta, es la relativa al cálculo de honorarios. 
En tal sentido se adopta en el artículo 55 una unidad 

2 David A. Hoffman and Natasha A. Affolder “A Well-Founded 
Fear of Prosecution: Mediation and the Unauthorized Practice of 
Law”, copyright 2000 - (en http://acrnet.org/acrlibrary). Traduc-
ción propia del siguiente texto: Legal information vs legal advice: 
In other words, so long as the mediator’s so-called “advice” arises 
in the context of his or her serving as an intermediary, assisting 
in the negotiation of a dispute, and providing feedback to the 
parties about their case solely as a function of that intermediary 
role, these activities should not be considered UPL.

mayor demanda de servicios de justicia. La acumula-
ción de causas, la demora, la inseguridad jurídica son 
algunas de las consecuencias que están a la vista. Un 
tratamiento especial merece el alto costo del sistema 
judicial el que –como veremos más adelante– es sopor-
tado por las partes y por la sociedad en su conjunto. y 
que el acceso a la justicia no es efectivo.”

–Alvarez, Gladys Stella, La mediación y el acceso a 
justicia, capítulo II, Rubinzal - Culzoni, Rosario, 2003.

2. “El concepto de acceso a la justicia debe incluir 
la promoción del acceso a procedimientos adecuados 
de resolución de litigios para particulares y empresas, 
y no solamente el acceso al sistema judicial.

”La comisión no considera la mediación como 
una alternativa a los procesos judiciales, sino como 
uno de los diversos métodos de resolución de litigios 
disponibles en una sociedad moderna que puede ser el 
más adecuado para algunos litigios, pero ciertamente 
no para todos.”

–Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 
sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos 
civiles y mercantiles [SEC(2004) 1314].

3. “La Corte también reconoce que algunas veces 
el procedimiento de resolución alternativa de disputas 
puede mejorar la calidad de la justicia al mejorar la 
comprensión de las partes sobre el caso, su acceso 
a la evidencia y su satisfacción con el proceso y sus 
resultados. La Corte adopta estas reglas locales de reso-
lución alternativa de disputas con el fi n de brindar a los 
litigantes una amplia gama de procedimientos de RAD 
y promover alternativas más rápidas, menos costosas 
y potencialmente más satisfactorias a la continuación 
del proceso judicial, sin que ello dañe la calidad de la 
justicia o el derecho a juicio.”1

– Local Rules for Alternative Dispute Resolution 
in the United States District Court for the Northern 
District of California.

Análisis del dispositivo normativo.

CAPÍTULO III
Mediador. Requisitos. Derechos y deberes

Comediador (artículos 45, 46 y 47)

Se introduce la fi gura del mediador con título habili-
tante independiente de toda otra formación profesional, 
otorgado por autoridad educativa competente.

1 Traducción propia del siguiente texto: “The Court also 
recognizes that sometimes an alternative dispute resolution pro-
cedure can improve the quality ofjustice by improving the parties 
clarity of understanding of their case, their access to evidente, lrnd 
their satisfaction with the process and result. The Court adopts 
these ADR Local Rules to make available to litigants a broad 
range of court-sponsored ADR processes to provide quicker, 
less expensive and potentially more satisfying alternatives to 
continuing litigation without impairing the quality ofjustice or 
the right to trial”.
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que aporten sus conocimientos técnicos en esta etapa 
prejudicial. De este modo, a la par de la intervención 
de un mediador abogado, se prevé la posibilidad de 
incorporar a otro, con conocimientos específi cos sobre 
determinados aspectos relevantes del confl icto.

Se intentó mantener el esquema que venía funcio-
nando con éxito, referido al modo de designación de 
los mediadores –por acuerdo, por sorteo y por elección 
privada– todos los cuales apuntaban a la mediación 
prejudicial. Sin embargo, dado que en ocasiones la 
madurez del confl icto y la disposición de las partes 
a negociar tiene un lugar durante la tramitación del 
juicio, se añadió a esta alternativa, aunque en este caso 
se deja librado al prudente arbitrio judicial la posibi-
lidad de derivar el confl icto a mediación durante un 
breve lapso, de modo que no se convierta en camino 
dilatorio.

El presente proyecto contempla en forma integral lo 
atinente a la mediación patrimonial, como a la familiar 
dándose impulso a esta última, que en los últimos años 
se viene abriendo camino en nuestro medio.

En lo que hace a la mediación familiar, la modi-
fi cación más trascendental radica en que las partes, 
antes de embarcarse en una controversia judicial que 
involucra a los cónyuges y/o a sus hijos menores, salvo 
que medie acuerdo, deben comparecer a mediación a 
fi n de intentar un avenimiento o, en su caso, la elección 
del trámite a seguir. Se pretende evitar la controversia, 
de modo de preservar la paz familiar. La ley extiende 
en forma expresa la obligación de mediar a las contro-
versias extrapatrimoniales, por lo que se da fi n a las 
discusiones habidas en torno al alcance del anterior 
ordenamiento y haciéndose eco de un reclamo de los 
sectores involucrados.

Consciente de que todo lo que tenga que ver con la 
familia y sus integrantes se trata de una cuestión que, 
por su trascendencia en la vida del hombre, merece 
una atención especial, se dispone la creación de un 
Registro de Mediadores Familiares, de modo tal que 
sólo intervengan aquellos que tengan una adecuada 
capacitación.

A fi n de jerarquizar el sistema, se ha previsto un 
marco normativo que permitirá mantener y enriquecer 
la exigencia de capacitación y contralor, cuya imple-
mentación se delega en el Poder Ejecutivo nacional 
con el objeto de facilitar el dictado de normas que se 
adecuen a las exigencias de la mediación. 

El tema de los honorarios de los mediadores, que 
tanta preocupación ha suscitado, debido a que son a 
suma fi ja, se delega a la reglamentación, dado que 
ello permitirá una mayor fl exibilidad, a fi n de que 
sean decorosos e importen una justa retribución por 
servicio prestado.

Desde otro ángulo, se pretende hacer llegar los be-
nefi cios del sistema a toda la comunidad, de modo que 
no queden excluidos aquellos que carecen de recursos 
sufi cientes para afrontar la defensa de sus derechos. 
En estos casos la prestación del servicio de mediación 

de honorario denominada MED, la que representará 
el uno por ciento del valor básico de la remuneración 
asignada al cargo de juez nacional de primera instancia 
en lo civil y comercial.

En el artículo 56 se dispone que los honorarios 
mínimos que corresponde percibir a los mediadores 
por su actividad profesional resultarán del número de 
MED que se detalla en el anexo 1 que forma parte de 
esta ley. A fi n de fl exibilizar la normativa se autoriza 
al Poder Ejecutivo a modifi car el anexo 1 en lo que 
resulte necesario para mantener su correspondiente 
adecuación.

Los títulos III y IV regulan la mediación extrajudi-
cial e intrajudicial.

Conclusión

Señor presidente, sirva este proyecto como docu-
mento de estudio y debate que permita acordar un 
nuevo régimen de mediación que satisfaga el interés 
público, disminuya los tiempos y costos de justicia y 
favorezca la paz social.

Paula M. Bertone.

ANTECEDENTE

Buenos Aires, 23 de junio de 2008.  

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabilidad 
con el objeto de someter a su consideración un proyecto 
de Ley de Mediación.

Hace una década se sancionó, con una vigencia de 
cinco (5) años, la ley 24.573 de mediación obligato-
ria, la misma fue prorrogada por las leyes 25.287 y 
26.094. Su vigencia signifi có, además de una apre-
ciable descarga de causas judiciales, una apuesta a la 
autocomposición del confl icto, con el consiguiente 
ahorro de tiempo, dinero y esfuerzos por parte de los 
involucrados.

El presente proyecto no sólo prorroga sine die la 
vigencia de la mediación obligatoria previa al juicio, 
sino que introduce al régimen una serie de modifi ca-
ciones justifi cadas por la experiencia recogida, dando 
respuesta tanto a la comunidad jurídica como a los 
mediadores que vienen reclamando la instauración 
de un régimen defi nitivo que regule la mediación en 
nuestro medio.

Se precisaron los principios que rigen el instituto, 
destacándose en particular lo relativo al alcance y lí-
mites de la confi dencialidad, que no es absoluta, puesto 
que cesa –además de la dispensa de partes– cuando se 
trata de evitar la comisión de un delito o, si se está co-
metiendo, impedir que continúe cometiéndose. Se trata 
de mantener un adecuado equilibrio entre los principios 
de seguridad jurídica y el valor justicia.

El proyecto precisa los requisitos para ser mediador 
e incorpora la fi gura del profesional asistente a fi n de 
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de mediación prejudicial obligatoria no será aplicable 
en los siguientes casos:
 a) Acciones penales;
 b) Acciones de divorcio vincular, nulidad de 

matrimonio, salvo los aspectos patrimoniales. 
El juez deberá separar los procesos, y derivar 
las cuestiones patrimoniales al procedimiento 
de mediación prejudicial obligatorio;

 c) Acciones de patria potestad, fi liación y adop-
ción; 

 d) Causas en las que el Estado nacional, las pro-
vincias, sus municipios, la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires o sus entidades descentraliza-
das sean parte;

 e) Procesos de inhabilitación, de declaración de 
incapacidad y de rehabilitación;

 f) Amparos, hábeas corpus e interdictos;
 g) Medidas cautelares;
 h) Diligencias preliminares y prueba anticipada;
 i) Juicios sucesorios, salvo cuando se susciten 

entre los herederos confl ictos ajenos al trámite 
que requieran el ejercicio de una acción para 
defi nirlos;

 j) Concursos preventivos y quiebras;
 k) Convocatoria a asamblea de copropietarios 

prevista por el artículo 10 de la ley 13.512;
 l) Confl ictos de competencia de la Justicia Na-

cional del Trabajo; 
 m) Procesos voluntarios.

Art. 6° – Aplicación optativa del procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria. En los casos de 
ejecución y desalojos el procedimiento de mediación 
prejudicial obligatoria será optativo para el reclamante 
sin que el requerido pueda cuestionar la vía.

Art. 7° – Principios que rigen el procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria. El procedimiento 
de mediación prejudicial obligatoria se ajustará a los 
siguientes principios:
 a) Imparcialidad del mediador en relación a los 

intereses de las partes intervinientes en el pro-
ceso de mediación prejudicial obligatoria;

 b) Confi dencialidad respecto de la información 
divulgada por las partes, sus asesores o los 
terceros citados durante el procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria;

 c) Promoción de la comunicación directa entre 
las partes en miras a la búsqueda creativa y 
cooperativa de la solución del confl icto;

 d) Celeridad del procedimiento en función del 
avance de las negociaciones y cumplimiento 
del término fi jado, si se hubiere establecido;

 e) Consentimiento informado, de modo que el 
acuerdo al que se arribare sea el producto de 
una ponderada refl exión, cuyo alcance pueda 

se llevará a cabo en los Centros de Mediación del Mi-
nisterio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos y 
en Centros de Mediación públicos que ofrezcan este 
servicio.

Por último, se adecuan las normas del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación a la ley que se 
proyecta.

Por las razones precedentemente expresadas se eleva 
el presente proyecto de ley.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 995

CRISTINA E. FERNÁNDEZ DE KIRCHNER.
Alberto A. Fernández. – Aníbal D. Fernández.

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,...

LEY DE MEDIACIÓN

Artículo 1º – Objeto. El objeto de la presente ley es 
instituir un procedimiento de mediación prejudicial 
obligatoria, que se regirá por las disposiciones de la 
presente ley y constituye un requisito de admisión de 
la demanda.

Art. 2° – Requisito de admisión de la demanda. Al 
promoverse demanda judicial deberá acompañarse acta 
expedida y fi rmada por el mediador interviniente. La 
fi rma del mediador debe estar certifi cada por el Minis-
terio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos.

Art. 3° – Contenido del acta de mediación. En el acta 
de mediación deberá constar:
 a) Identifi cación de los involucrados en la contro-

versia;
 b) Existencia o inexistencia de acuerdo;
 c) Comparecencia o incomparecencia del reque-

rido o terceros citados notifi cados en forma 
fehaciente o imposibilidad de notifi carlos en 
el domicilio denunciado;

 d) Comparecencia o incomparecencia del requi-
rente;

 e) Objeto de la controversia;
 f) Certifi cación por parte del Ministerio de Justi-

cia, Seguridad y Derechos Humanos, de la fi r-
ma del mediador interviniente en los términos 
que establezca la reglamentación de la presente 
ley.

Art. 4° – Controversias comprendidas dentro del 
procedimiento de mediación prejudicial obligatoria.  
Quedan comprendidas dentro del procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria todo tipo de con-
troversias excepto las previstas en el artículo 5° de la 
presente ley.

Art. 5° – Controversias excluidas del procedimiento 
de mediación prejudicial obligatoria. El procedimiento 



290 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN Reunión 18ª

sal Civil y Comercial de la Nación para la excusación 
de los jueces.

También deberá excusarse durante el curso de la 
mediación, cuando advierta la existencia de causas que 
puedan incidir en su imparcialidad.

Art. 14. – Causas de recusación de los mediadores. 
Las partes podrán recusar con causa a los mediadores 
en los mismos supuestos mencionados en el primer 
párrafo del artículo 13, dentro de los cinco (5) días de 
conocida la designación. Cuando el mediador hubiera 
sido designado por sorteo, se practicará inmediatamen-
te nuevo sorteo. Cuando el mediador hubiera sido pro-
puesto por el requirente, el recusado será reemplazado 
por quien le siga en el orden de la propuesta.

Cualquiera de las partes podrá recusar al mediador 
durante el curso de la mediación, cuando advierta la 
existencia de causas sobrevinientes que puedan incidir 
en su imparcialidad.

Si el mediador no aceptara la recusación la cuestión 
será decidida judicialmente.

Art. 15. – Prohibición para el mediador. El mediador 
no podrá asesorar ni patrocinar a ninguna de las partes 
intervinientes en los procedimientos de mediación 
prejudicial obligatoria en los que hubiera intervenido, 
hasta pasado un (1) año de su baja formal del Registro 
Nacional de Mediación.

La prohibición es absoluta en relación al confl icto 
en que intervino como mediador.

Art. 16. – Designación del mediador. La designación 
del mediador podrá efectuarse:
 a) Por acuerdo de partes, cuando las partes eligen 

al mediador por convenio escrito;
 b) Por sorteo, cuando el reclamante formalice 

el requerimiento ante la mesa de entradas del 
fuero ante el cual correspondería promover la 
demanda y con los requisitos que establezca la 
autoridad judicial. La mesa de entradas sorteará 
al mediador que intervendrá en el reclamo y 
asignará el juzgado que eventualmente enten-
derá en la causa. El presentante entregará al 
mediador sorteado el formulario debidamente 
intervenido por la mesa de entradas del fuero 
en el término de cinco (5) días hábiles;

 c) Por propuesta del requirente al requerido, a los 
efectos de que éste seleccione un mediador de 
un listado cuyo contenido y demás recaudos 
deberán ser establecidos por vía reglamenta-
ria;

 d) Por derivación judicial, durante la tramitación 
del proceso, cuando el juez actuante en un 
proceso judicial deriva el expediente al proce-
dimiento de mediación prejudicial obligatoria 
si lo estimara conveniente. Esta mediación se 
cumplirá ante mediadores inscriptos en el Re-
gistro Nacional de Mediación, y su designación 
se efectuará por sorteo, salvo acuerdo de partes 
respecto a la persona del mediador.

ser comprendido, evaluado y aceptado por las 
partes;

 f) Conformidad expresa de las partes para que 
personas ajenas presencien el procedimiento 
de mediación prejudicial obligatoria.

En la primera audiencia el mediador deberá informar 
a las partes sobre los principios que rigen el procedi-
miento de mediación prejudicial obligatoria.

Art. 8° – Alcances de la confi dencialidad. La con-
fi dencialidad incluye el contenido de los papeles y/o 
cualquier otro material de trabajo que las partes hayan 
confeccionado o evalúen a los fi nes de la mediación.

La confi dencialidad no requiere acuerdo expreso 
de las partes. 

Art. 9º – Cese de la confi dencialidad. La obligación 
de la confi dencialidad cesa en los siguientes casos:
 a) Por dispensa expresa de todas las partes que 

intervinieron;
 b) Para evitar la comisión de un delito o, si éste 

se está cometiendo, impedir que continúe co-
metiéndose.

El cese de la confi dencialidad debe ser interpretado 
con carácter restrictivo y los supuestos de excepción 
surgir de manera evidente.

Art. 10. – Actuación del mediador con profesiona-
les asistentes. Los mediadores podrán actuar, previo 
consentimiento de la totalidad de las partes, en cola-
boración con profesionales formados en disciplinas 
afi nes con el confl icto que sea materia de la mediación, 
y cuyas especialidades se establecerán por vía regla-
mentaria.

Estos profesionales actuarán en calidad de asisten-
tes, bajo la dirección y responsabilidad del mediador 
interviniente, y estarán sujetos a las disposiciones de 
la presente ley y su reglamentación.

Art. 11. – Requisitos para ser mediador. Los media-
dores deberán reunir los siguientes requisitos:
 a) Título de abogado con tres (3) años de antigüe-

dad en la matrícula;
 b) Acreditar la capacitación que exija la reglamen-

tación;
 c) Aprobar un examen de idoneidad;
 d) Contar con inscripción vigente en el Registro 

Nacional de Mediación;
 e) Cumplir con las demás exigencias que se esta-

blezcan reglamentariamente. 

Art. 12. – Requisitos para ser profesional asistente. 
Los profesionales. asistentes deberán reunir los requi-
sitos exigidos para los mediadores en el artículo 11, 
incisos b) a e).

Art. 13. – Causas de excusación de los mediadores. 
El mediador deberá excusarse, bajo pena de inhabilita-
ción, en todos los casos previstos por el Código Proce-



Noviembre 18 de 2009 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN 291 
Art. 22. – Citación de terceros. Cuando el mediador 

advirtiere que es necesaria la intervención de un terce-
ro, solicitado por cualquiera de las partes, podrá citarlo 
a fi n de que comparezca a la instancia mediadora.

Art. 23. – Audiencias de mediación. El mediador 
fi jará la fecha de la primera audiencia a la que deberán 
comparecer las partes dentro de los quince (15) días 
corridos de haberse notifi cado de su designación.

Dentro del plazo establecido para la mediación, el 
mediador podrá convocar a las partes a todas las au-
diencias que considere necesarias para el cumplimiento 
de los fi nes previstos en la presente ley.

Art. 24. – Notifi cación de la audiencia. El mediador 
deberá notifi car la audiencia por un medio fehaciente 
o personalmente en sus ofi cinas. La notifi cación de-
berá ser recibida por las partes con una anticipación 
no menor a tres (3) días hábiles. La notifi cación por 
cédula sólo procede en las mediaciones previstas en el 
artículo 16, inciso b), de la presente ley. Si el requerido 
se domiciliase en extraña jurisdicción, la diligencia 
estará a cargo del letrado de la parte requirente y se 
ajustará a las normas procesales vigentes en materia 
de comunicaciones entre distintas jurisdicciones. Si el 
requerido se domiciliase en otro país, se considerarán 
prorrogados los plazos durante el plazo de trámite de la 
notifi cación. A criterio del mediador, podrá solicitarse 
la cooperación del juez designado a fi n de librar exhorto 
o utilizar un medio que se considere fehaciente en el 
lugar donde se domicilie el requerido.

El contenido de la notifi cación se establecerá regla-
mentariamente. 

Art. 25. – Incomparecencia de las partes. Si una de 
las partes no asistiese a la primera audiencia con causa 
justifi cada, el mediador fi jará una nueva audiencia. Si 
la incomparecencia de la parte requerida fuera injus-
tifi cada, la parte requirente podrá optar por concluir 
el procedimiento de la mediación o convocar a nueva 
audiencia.

Si la requirente incompareciera en forma injustifi -
cada, deberá reiniciar el procedimiento de mediación 
prejudicial obligatorio.

Art. 26. – Conclusión con acuerdo. Cuando durante 
el procedimiento de mediación prejudicial obligatoria 
se arribara al acuerdo de las partes, se labrará acta en la 
que constarán sus términos. El acta deberá ser fi rmada 
por el mediador, las partes, los letrados intervinientes, 
y los profesionales asistentes si hubieran intervenido.

El incumplimiento del acuerdo habilita su ejecución 
por ante el juez designado en el sorteo o el que resulte 
competente, mediante el procedimiento de ejecución 
de sentencia regulado en el Código Procesal Civil y 
Comercial de la Nación.

Art. 27. – Conclusión sin acuerdo. Si el proceso 
de mediación concluye sin acuerdo de las partes, se 
labrará acta suscrita por todos los comparecientes 
donde se hará constar el resultado del procedimiento. 
El requirente queda habilitado para iniciar el proceso 

Art. 17. – Suspensión de términos. En los casos 
contemplados en el artículo 16, inciso d), los términos 
del expediente judicial quedarán suspendidos por 
treinta (30) días contados a partir de la notifi cación del 
mediador a impulso de cualquiera de las partes y se re-
anudará una vez vencido. Este plazo podrá prorrogarse 
por acuerdo expreso de las partes.

Art. 18. – Prescripción y caducidad. La mediación 
suspende el plazo de prescripción y de la caducidad en 
los siguientes casos:
 a) En la mediación por acuerdo de partes, desde la 

fecha en que se fi rma el acuerdo para someter 
la controversia a mediación;

 b) En la mediación por sorteo, desde la fecha de 
adjudicación del mediador por la autoridad 
judicial;

 c) En la mediación a propuesta del requirente, 
desde la fecha de notifi cación al requerido de 
la lista de mediadores que proponga el requi-
rente.

En los dos primeros supuestos, la suspensión opera 
contra todas las partes. En el caso del inciso c), única-
mente contra aquél a quien se dirige la notifi cación.

En todos los casos, el plazo de prescripción y de 
caducidad se reanudará a partir de los veinte (20) días 
contados desde el momento que el acta de cierre del 
procedimiento de mediación prejudicial obligatoria 
debidamente certifi cada por el Ministerio de Justicia, 
Seguridad y Derechos Humanos, se encuentre a dispo-
sición de las partes.

Art. 19. – Comparecencia personal y representación. 
Las partes deberán comparecer personalmente y no 
podrán hacerlo por apoderado, exceptuándose a las 
personas jurídicas y a las domiciliadas a más de ciento 
cincuenta (150) kilómetros de la ciudad en la que se 
celebren las audiencias. El apoderado deberá contar 
con facultad de acordar transacciones.

Quedan eximidos de comparecer personalmente 
quienes se encuentren autorizados a prestar declara-
ción por ofi cio, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 407 del Código Procesal Civil y Comercial 
de la Nación.

La asistencia letrada es obligatoria.
Art. 20. – Plazo para realizar la mediación. El 

plazo para realizar la mediación será de hasta sesenta 
(60) días corridos a partir de la última notifi cación 
al requerido o al tercero. En el caso previsto en el 
artículo 6°, el plazo será de treinta (30) días corridos. 
En ambos supuestos el término podrá prorrogarse por 
acuerdo de partes.

Art. 21. – Contacto de las partes con el mediador 
antes de la fecha de audiencia. Las partes podrán tomar 
contacto con el mediador designado antes de la fecha de 
la audiencia, con el objeto de hacer conocer el alcance 
de sus pretensiones.



292 CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN Reunión 18ª

disponga las medidas cautelares que estime 
pertinentes;

 c) Régimen de visitas de menores o incapaces, 
salvo que existan motivos graves y urgentes 
que impongan sin dilación la intervención 
judicial;

 d) Administración y enajenación de bienes sin 
divorcio en caso de controversia;

 e) Separación personal o separación de bienes sin 
divorcio, en el supuesto del artículo 1.294 del 
Código Civil; 

 f) Cuestiones patrimoniales derivadas del divor-
cio, separación de bienes y nulidad de matri-
monio;

 g) Daños y perjuicios derivados de las relaciones 
de familia.

Art. 32. – Suspensión de la mediación. Si durante 
el proceso de mediación familiar el mediador tomase 
conocimiento de circunstancias que impliquen un grave 
riesgo para la integridad física o psíquica de las partes 
involucradas, suspenderá la mediación. En caso de 
encontrarse afectados intereses de menores o incapaces, 
el mediador lo pondrá en conocimiento del Ministerio 
Público de la Defensa a fi n de que solicite las medidas 
pertinentes ante el juez competente.

Art. 33. – Mediadores de familia. Los mediadores de 
familia deberán inscribirse en el registro nacional de 
mediación que organizará y administrará el Ministerio 
de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos. El Poder 
Ejecutivo nacional dictará la reglamentación que deter-
minará los requisitos necesarios para la inscripción, que 
deberá incluir necesariamente la capacitación básica 
en mediación, y la capacitación específi ca que exija la 
autoridad de aplicación.

Art. 34. – Profesionales asistentes. Los profesiónales 
asistentes deberán inscribirse en el Registro Nacio-
nal de Mediación, en el capítulo correspondiente al 
Registro de Profesionales Asistentes que organizará 
y administrará el Ministerio de Justicia, Seguridad 
Y Derechos Humanos. El Poder Ejecutivo nacional 
dictará la reglamentación que determinará los requisi-
tos necesarios para la inscripción, que deberá incluir 
necesariamente la capacitación básica en mediación, 
y la capacitación específi ca que exija la autoridad de 
aplicación.

Art. 35. – Honorarios del mediador. La intervención 
del mediador se presume onerosa. El mediador percibi-
rá por su desempeño en la mediación, un honorario bá-
sico cuyo monto y condiciones de pago se establecerán 
reglamentariamente por el Poder Ejecutivo nacional.

Art. 36. – Falta de recursos de las partes. Quien 
se encuentre en la necesidad de litigar sin contar con 
recursos de subsistencia y acreditare esta circunstancia 
podrá solicitar el procedimiento de mediación prejudi-
cial obligatoria en forma gratuita. El procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria y gratuita se llevará 
a cabo en los Centros de Mediación del Ministerio de 

judicial acompañando copia del acta con los recaudos 
establecidos en la presente ley.

La falta de acuerdo también habilita la vía judicial 
para la reconvención que pudiere interponer el reque-
rido, cuando hubiese expresado su pretensión durante 
el procedimiento de mediación y se lo hiciere constar 
en el acta.

Art. 28. – Conclusión de la mediación por incom-
parecencia de las partes. Si el proceso de mediación 
concluye por incomparecencia injustifi cada de alguna 
de las partes o por imposibilidad de notifi cación, se 
labrará acta suscrita por todos los comparecientes 
donde se hará constar el resultado del procedimiento. 
El reclamante queda habilitado para iniciar el proceso 
judicial, a cuyo fi n acompañará la copia del acta con 
los recaudos establecidos en la presente ley. La parte 
incompareciente deberá abonar una multa cuyo monto 
y modalidades de percepción se establecerán regla-
mentariamente.

Art. 29. – Presentación del acta por ante el Minis-
terio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos. 
Dentro de los quince días siguientes de suscrita el acta 
de cierre del procedimiento de mediación, el acta y sus 
copias deberán ser presentadas por el mediador, ante el 
Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos 
para la certifi cación de la fi rma del mediador.

Una vez certifi cadas, el mediador retendrá en su 
poder uno (1) de los ejemplares del acta y entregará 
copia a cada una de las partes intervinientes.

Los mecanismos de certifi cación de fi rmas serán 
establecidos por el Ministerio de Justicia, Seguridad 
y Derechos Humanos. En la reglamentación que dicte 
el Poder Ejecutivo nacional contemplará las normas a 
las que deberá ajustarse el mismo.

Art. 30. – Ejecutoriedad del acuerdo instrumentado 
en el acta de mediación. El acuerdo instrumentado en 
acta suscrita por el mediador será ejecutable por el 
procedimiento de ejecución de sentencia, de conformi-
dad con lo dispuesto por el artículo 500, inciso 4, del 
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Art. 31. – Mediación familiar. La mediación fa-
miliar comprende las controversias patrimoniales o 
extrapatrimoniales originadas en las relaciones de 
familia o que involucren intereses de sus miembros o 
se relacionen con la subsistencia del vínculo matrimo-
nial, a excepción de las excluidas por la ley [artículo 
5°, inciso b)].

Se encuentran comprendidas dentro del proceso 
de mediación familiar las controversias que versen 
sobre:
 a) Alimentos entre cónyuges o derivados del pa-

rentesco, salvo los provisorios que determina 
el artículo 375 del Código Civil;

 b) Tenencia de menores, salvo cuando su pri-
vación o modifi cación se funde en motivos 
graves que serán evaluados por el juez o éste 
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Art. 44. – Régimen disciplinario de los mediadores. 

El Poder Ejecutivo nacional incluirá en la reglamenta-
ción de esta ley el régimen disciplinario aplicable a los 
mediadores, profesionales asistentes y a las entidades 
formadoras inscriptas en los registros.

Art. 45. – Prevenciones y sanciones. Los mediadores 
matriculados estarán sujetos al siguiente régimen de 
prevenciones y sanciones:
 a) Llamado de atención;
 b) Advertencia;
 c) Suspensión de hasta un (1) año en el ejercicio 

de su actividad como mediador;
 d) Exclusión de la matrícula.

Las sanciones aplicadas serán anotadas en el legajo 
correspondiente del profesional sancionado.

El Poder Ejecutivo nacional establecerá por vía 
reglamentaria las causas sobre las que corresponde 
aplicar estas prevenciones y sanciones. Las sanciones 
se graduarán según la seriedad de la falta cometida y 
luego del procedimiento sumarial que el Poder Eje-
cutivo nacional establezca a través de la respectiva 
reglamentación.

En todos los casos se garantizará el debido proceso 
del imputado. 

Art. 46.  – Sentencia penal. En todos los casos que 
recaiga sentencia penal condenatoria de un mediador, 
será obligación del tribunal o juzgado interviniente 
comunicar al Ministerio de Justicia, Seguridad y 
Derechos Humanos la pena aplicada, con remisión de 
copia íntegra del fallo recaído y la certifi cación de que 
la misma se encuentra fi rme.

Art. 47. – Prescripción de las acciones disciplina-
rias. Las acciones disciplinarias prescribirán a los dos 
(2) años de producidos los hechos que autoricen su 
ejercicio. Cuando hubiere condena penal, el plazo de 
prescripción de las acciones disciplinarias de esta ley 
será de seis (6) meses a contar desde la notifi cación al 
Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos 
dispuesta por el artículo 46 de la presente ley.

Art. 48. – Fondo de fi nanciamiento. Créase un fondo 
de fi nanciamiento que solventará las erogaciones que 
irrogue el funcionamiento del sistema de mediación, 
conforme lo establezca la reglamentación.

Art. 49. – Integración del fondo de fi nanciamiento. 
El fondo de fi nanciamiento se integrará con los si-
guientes recursos:
 a) Las sumas previstas en las partidas del presu-

puesto nacional;
 b) Las donaciones, legados y toda otra disposición 

a título gratuito hecha en benefi cio del fondo;
 c) Los aranceles administrativos y matrículas 

que se establezcan reglamentariamente por los 
servicios que se presten en virtud de esta ley;

 d) Las sumas resultantes de la multa establecida 
en el artículo 28 de la presente ley. 

Justicia, Seguridad y Derechos Humanos y en Centros 
de Mediación públicos que ofrezcan este servicio. El 
Poder Ejecutivo nacional establecerá, en oportunidad 
de reglamentar esta ley, la ofi cina administrativa que to-
mará a su cargo la diligencia, la forma y el modo en que 
se realizará la petición y la prestación del servicio.

Art. 37. – Honorarios de los letrados de las partes. 
La remuneración de los abogados de las partes se regirá 
de acuerdo con lo establecido por la Ley de Aranceles 
de Abogados y Procuradores y las pautas del artículo 
1.627 del Código Civil.

Art. 38. – Entidades formadoras. Se considerarán 
entidades formadoras a los fi nes de la presente ley 
aquellas entidades públicas o privadas, de composi-
ción unipersonal o pluripersonal, dedicadas de ma-
nera total o parcial a la formación y capacitación de 
mediadores.

Art. 39. – Requisitos de las entidades formadoras. 
Las entidades formadoras deberán encontrarse habi-
litadas conforme a las disposiciones de esta ley y las 
contenidas en la reglamentación que dicte el Poder 
Ejecutivo nacional. 

Art. 40. – Registro Nacional de Mediación. El 
Registro Nacional de Mediación se compondrá de los 
siguientes capítulos:
 a) Registro de Mediadores, que incluye en di-

versos apartados a Mediadores y Mediadores 
Familiares;

 b) Registro de profesionales asistentes;
 c) Registro de entidades formadoras.

La organización y administración del Registro Na-
cional de Mediación será responsabilidad del Ministe-
rio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos.

En la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo 
nacional contemplará las normas a las que deberá 
ajustarse el funcionamiento del Registro Nacional de 
Mediación y cada uno de sus capítulos. 

Art. 41. – Inhabilidades e incompatibilidades. El 
Poder Ejecutivo nacional, establecerá por vía reglamen-
taria las inhabilidades e incompatibilidades para formar 
parte del Registro Nacional de Mediación.

Art. 42. – Matrícula. La incorporación en el Registro 
Nacional de Mediación requerirá el pago de una ma-
trícula anual. La falta de acreditación del pago de la 
matrícula durante dos (2) años consecutivos, dará lugar 
a que el órgano de aplicación excluya al matriculado 
del Registro Nacional de Mediación. Regularizada la 
situación, la reincorporación del mediador al registro se 
producirá en el período consecutivo siguiente.

Art. 43. – Habilitación de mediadores matriculados 
en las provincias. El Ministerio de Justicia, Seguridad 
y Derechos Humanos podrá suscribir convenios con 
las provincias con el fi n de habilitar a los mediadores 
matriculados en ellas, siempre que cumplan con los 
requisitos que exija esta ley o la de las respectivas 
jurisdicciones.
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los diez o quince días de quedar el 
expediente a despacho, según se tra-
te de juez unipersonal o de tribunal 
colegiado;

 c) Las sentencias definitivas en jui-
cio ordinario salvo disposición en 
contrario, dentro de los cuarenta o 
sesenta días, según se trate de juez 
unipersonal o de tribunal colegiado. 
El plazo se computará, en el primer 
caso, desde que el llamamiento de 
autos para sentencia, dictado en el 
plazo de las providencias simples, 
quede fi rme; en el segundo, desde la 
fecha de sorteo del expediente, que 
se debe realizar dentro del plazo de 
quince días de quedar en estado;

 d) Las sentencias defi nitivas en el juicio 
sumarísimo, dentro de los veinte o 
treinta días de quedar el expediente 
a despacho, según se trate de juez 
unipersonal o tribunal colegiado. 
Cuando se tratare de procesos de 
amparo el plazo será de diez y quince 
días, respectivamente. 

    En todos los supuestos, si se ordenase 
prueba de ofi cio, no se computarán los 
días que requiera su cumplimiento.

 4. Fundar toda sentencia defi nitiva o interlo-
cutoria, bajo pena de nulidad, respetando 
la jerarquía de las normas vigentes y el 
principio de congruencia.

 5. Dirigir el procedimiento, debiendo, dentro 
de los límites expresamente establecidos 
en este Código:

 a) Concentrar en lo posible, en un mismo 
acto o audiencia todas las diligencias 
que sea menester realizar;

 b) Señalar, antes de dar trámite a cual-
quier petición, los defectos u omisio-
nes de que adolezca, ordenando que 
se subsanen dentro del plazo que fi je, 
y disponer de ofi cio toda diligencia 
que fuere necesaria para evitar o 
sanear nulidades;

 c) Mantener la igualdad de las partes en 
el proceso;

 d) Prevenir y sancionar todo acto con-
trario al deber de lealtad, probidad y 
buena fe;

 e) Vigilar para que en la tramitación de 
la causa se procure la mayor econo-
mía procesal.

 6. Declarar, en oportunidad de dictar las sen-
tencias defi nitivas, la temeridad o malicia 

Art. 50. – Administración del fondo de fi nancia-
miento. La Administración del fondo de fi nanciamiento 
estará a cargo del Ministerio de Justicia, Seguridad y 
Derechos Humanos, en los términos que surjan de la 
reglamentación que se dicte.

Art. 51. – Caducidad de la instancia de mediación. 
Se producirá la caducidad de la instancia de la media-
ción cuando no se inicie el proceso judicial dentro del 
año de la fecha en que se expidió el acta de cierre.

Art. 52. – Sustitúyese el artículo 34 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación por el siguiente:

Artículo 34: Deberes. Son deberes de los 
jueces:

 1. Asistir a la audiencia preliminar y realizar 
personalmente las demás diligencias que 
este Código u otras leyes ponen a su cargo, 
con excepción de aquellas en las que la 
delegación estuviere autorizada.

    En el acto de la audiencia, o cuando lo 
considere pertinente, si las circunstancias 
lo justifi can, podrá derivar a las partes a 
mediación. Los términos del expediente 
judicial quedarán suspendidos por treinta 
días contados a partir de la notifi cación 
del mediador a impulso de cualquiera de 
las partes y se reanudará una vez vencido. 
Este plazo podrá prorrogarse por acuerdo 
expreso de las partes.

    En los juicios de divorcio, separación 
personal y nulidad de matrimonio, en la 
providencia que ordena el traslado de la 
demanda, se fi jará una audiencia en la que 
deberán comparecer personalmente las 
partes y el representante del Ministerio 
Público, en su caso. En ella el juez tratará 
de reconciliar a las partes y de avenirlas 
sobre cuestiones relacionadas con la 
tenencia de hijos, régimen de visitas y 
atribución del hogar conyugal.

 2. Decidir las causas, en lo posible, de acuer-
do con el orden en que hayan quedado en 
estado, salvo las preferencias establecidas 
en el Reglamentó para la Justicia Nacio-
nal.

 3. Dictar las resoluciones con sujeción a los 
siguientes plazos:

 a) Las providencias simples, dentro 
de los tres días de presentadas las 
peticiones por las partes o del ven-
cimiento del plazo conforme a lo 
prescripto en el artículo 36, inciso 
1), e inmediatamente, si debieran ser 
dictadas en una audiencia o revistie-
ran carácter urgente;

 b) Las sentencias interlocutorias y las 
sentencias homologatorias, salvo 
disposición en contrario, dentro de 
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Art.  55. – Sustitúyese el artículo 360 del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación por el si-
guiente:

Artículo 360: Audiencia preliminar. A los fi nes 
del artículo precedente el juez citará a las partes 
a una audiencia, que presidirá, con carácter in-
delegable. Si el juez no se hallare presente no se 
realizará la audiencia, debiéndose dejar constancia 
en el libro de asistencia. En tal acto:

 1. Invitará a las partes a una conciliación 
o a encontrar otra forma de solución de 
confl ictos que acordarán en la audiencia. 
El juez podrá, si la naturaleza y el estado 
del confl icto lo justifi can, derivar a las 
partes a mediación. En este supuesto, se 
suspenderá el procedimiento por treinta 
días contados a partir de la notifi cación del 
mediador ‘a impulso de cualquiera de las 
partes. Vencido este plazo, se reanudará 
el procedimiento a pedido de cualquiera 
de las partes, lo que dispondrá el juez 
sin sustanciación, mediante auto que se 
notifi cará a la contraria.

 2. Recibirá las manifestaciones de las partes 
con referencia a lo prescripto en el artículo 
361 del presente Código, debiendo resol-
ver en el mismo acto.

 3. Oídas las partes, fi jará los hechos articula-
dos que sean conducentes a la decisión del 
juicio sobre los cuales versará la prueba.

 4. Recibirá la prueba confesional si ésta 
hubiera sido ofrecida por las partes. La 
ausencia de uno de todos los absolventes, 
no impedirá la celebración de la audiencia 
preliminar.

 5. Proveerá en dicha audiencia las pruebas 
que considere admisibles y concentrará en 
una sola audiencia la prueba testimonial, 
la que se celebrará con presencia del juez 
en las condiciones establecidas en este ca-
pítulo. Esta obligación únicamente podrá 
delegarse en el secretario o en su caso, en 
el prosecretario letrado.

 6. Si correspondiere, decidirá en el acto de la 
audiencia que la cuestión debe ser resuelta 
como de puro derecho con lo que la causa 
quedará concluida para defi nitiva.

Art. 56. – Sustitúyese el artículo 500 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación por el siguiente:

Artículo 500: Aplicación a otros títulos eje-
cutables. Las disposiciones de éste título serán 
asimismo aplicables:

 1. A la ejecución de transacciones o acuerdos 
homologados.

 2. A la ejecución de multas procesales.

en que hubieran incurrido los litigantes o 
profesionales intervinientes. 

Art. 53. – Sustitúyese el artículo 77 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación por el siguiente:

Artículo 77: Alcance de la condena en costas. 
La condena en costas comprenderá todos los gas-
tos causados u ocasionados por la sustanciación 
del proceso y los que se hubiesen realizado para 
evitar el pleito, mediante el cumplimiento de la 
obligación, incluyendo los del procedimiento de 
mediación prejudicial obligatoria.

Los correspondientes a pedidos desestimados 
serán a cargo de la parte que los efectuó u origi-
nó, aunque la sentencia le fuere favorable en lo 
principal.

No serán objeto de reintegro los gastos super-
fl uos o inútiles.

Si los gastos fuesen excesivos, el juez podrá 
reducirlos prudencialmente.

Los peritos intervinientes podrán reclamar de 
la parte no condenada en costas hasta el cincuenta 
por ciento de los honorarios que le fueran regu-
lados, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
478.

Art. 54. – Sustitúyese el artículo 207 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación por el siguiente:

Artículo 207: Caducidad. Se producirá la cadu-
cidad de pleno derecho de las medidas cautelares 
que se hubieren ordenado y hecho efectivas antes 
del proceso, dentro de los diez días siguientes al 
de su traba, si tratándose de obligación exigible 
no se interpusiere la demanda o no se iniciare el 
procedimiento de mediación prejudicial obliga-
toria, según el caso, aunque la otra parte hubiese 
deducido recurso. Cuando se hubiera iniciado el 
procedimiento de la mediación, el plazo se reini-
ciará una vez vencidos los veinte días de la fecha 
en que el mediador expida el acta con su fi rma 
certifi cada por el Ministerio de Justicia, Seguridad 
y Derechos Humanos, con la constancia de que 
no se llegó a acuerdo alguno o que la mediación 
no pudo efectuarse por algunas de las causales 
autorizadas. Las costas y los daños y perjuicios 
causados serán a cargo de quien hubiese obtenido 
la medida, y ésta no podrá proponerse nuevamente 
por la misma causa y como previa a la promoción 
del proceso; una vez iniciado éste, podrá ser nue-
vamente requerida si concurrieren los requisitos 
de su procedencia.

Las inhibiciones y embargos se extinguirán a 
los cinco años de la fecha de su anotación en el 
registro que corresponda, salvo que a petición 
de parte se reinscribieran antes del vencimiento 
del plazo, por orden del juez que entendió en el 
proceso.
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Art.  62. – Derogaciones. A partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley deróganse las leyes 24.573, 
25.287 y  26.094.

Art. 63. – Vigencia.  Esta ley comenzará a aplicarse 
a partir de los noventa (90) días de su publicación en 
el Boletín Ofi cial.

Art. 64. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

CRISTINA E. FERNÁNDEZ DE KIRCHNER.
Alberto A. Fernández. – Aníbal D. Fernández.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – Tiene la 
palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. Bertol. – Señora presidenta: acabo de 
escuchar de su parte que se hicieron propuestas 
que no se aceptaron. En realidad, no llegamos 
a hacer ninguna. Yo quisiera saber si se van a 
aceptar algunas de las propuestas conversadas 
y pasadas al diputado Cigogna, para poder 
plantearlas, ya que no lo pude hacer.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – Tiene la 
palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Cigogna. – Señora presidenta: cono-
cemos las propuestas de la señora diputada 
y, con toda amabilidad, no vamos a aceptar 
modifi caciones.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – Tiene la 
palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. Bertol. – Señora presidenta: entonces, 
yo quisiera insertar las propuestas que tenemos 
para hacer. También quiero decir que el otro día, 
como autora de un dictamen, sólo hablé siete 
minutos. En ese momento no me percaté de que 
en el tablero estaban indicados los siete minutos 
y en realidad me correspondían veinte. Quiero 
dejar aclarado este tema, aunque creo haber sido 
explícita con mis dichos, según se desprende de 
la versión taquigráfi ca.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – La Presi-
dencia aclara que hemos aprobado las insercio-
nes de todos los textos que los señores diputados 
crean conveniente incorporar debido a que, por 
falta de tiempo, no pudieron expresarse como 
hubieran querido. Se va a insertar su interven-
ción completa, señora diputada.

Entonces, se va a votar en general el dictamen 
de mayoría de las comisiones de Justicia y de 
Presupuesto y Hacienda recaído en el proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo por el cual se esta-
blece la mediación previa obligatoria a todo 
proceso judicial (Orden del Día N° 1.663).

 3. Al cobro de honorarios regulados en con-
cepto de costas.

 4. Al acuerdo instrumentado en acta suscri-
ta por el mediador, con la certifi cación 
de su firma, salvo en el supuesto en 
que se hayan controvertido derechos de 
menores e incapaces. En estos casos, el 
representante legal con intervención del 
Ministerio Pupilar, deberá requerir pre-
viamente, la homologación del acuerdo al 
juez anteriormente sorteado o al que sea 
competente de acuerdo a la materia. Tales 
actuaciones estarán exentas del pago de la 
tasa de justicia.

Art. 57. – Sustitúyese el artículo 644 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación por el siguiente:

Artículo 644: Sentencia. Cuando en la opor-
tunidad prevista en el artículo 639 no se hubiere 
llegado a un acuerdo, el juez, sin necesidad de 
petición de parte, deberá dictar sentencia dentro 
de cinco días, contados desde que se hubiese 
producido la prueba ofrecida por la parte actora. 
Admitida la pretensión, el juez fi jará la suma que 
considere equitativa y la mandará abonar por 
meses anticipados, desde la fecha de interposición 
de la mediación.

Las cuotas mensuales a que se refi ere este 
artículo, como también las suplementarias 
previstas en el siguiente, devengarán intereses 
desde la fecha fi jada en la sentencia para el pago 
de cada una de ellas.

Art. 58. – Hasta el cumplimiento del término esta-
blecido en el artículo 63 de la presente ley, el procedi-
miento de mediación prejudicial obligatorio se llevará 
adelante con los mediadores inscritos en el registro 
creado por la ley 24.573.

Art. 59. – Dentro de los noventa (90) días de publi-
cada la presente en el Boletín Ofi cial, los mediadores 
inscritos en el registro creado por la ley 24.573, deberán 
manifestar su voluntad de mantener su inscripción en 
el Registro Nacional de Mediación que crea esta ley, 
de la manera que disponga la reglamentación que dicte 
el Poder Ejecutivo nacional.

Art. 60. – Toda documentación relativa a mediadores 
o entidades formadoras que hubiesen renunciado o se 
los haya dado de baja en los diversos registros que crea 
esta ley o anteriores a ella, podrá ser destruida luego de 
transcurrido un (1) año desde la notifi cación del acto 
administrativo, sin que se haya reclamado su devolu-
ción y caducará todo derecho a objetar el procedimien-
to al cual fuera sometida y su destino posterior.

Art. 61. – Los recursos remanentes del fondo de 
fi nanciamiento creado por ley 24.573 pasarán a for-
mar parte del fondo de fi nanciamiento creado por la 
presente ley.
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Tiene la palabra el señor diputado por Tierra 

del Fuego.
Sr. Gorbacz. – Señora presidenta: quiero 

dejar consignado mi voto negativo a este pro-
yecto, ya que por un error marqué mi voto como 
positivo.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – Se dejará 
constancia de su voto, señor diputado.

En consideración en particular el proyecto 
aprobado en general. Teniendo en cuenta que 
no hay lista de oradores y que las modifi ca-
ciones que se habían planteado no se van a 
aceptar, si hay asentimiento de la Cámara se 
va a efectuar una sola votación para los 64 
artículos.

–Asentimiento.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – Se van a 
votar en forma conjunta los 64 artículos.

–Resulta afi rmativa.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – Queda 
sancionado el proyecto de ley.1

Se comunicará al Honorable Senado.

23
CONSEJO NACIONAL

PARA LA FORMULACIÓN, SEGUIMIENTO
Y EVALUACIÓN DEL PLAN 

GERONTOLÓGICO NACIONAL
(Orden del Día Nº 1.696)

Dictamen de comisión

Honorable Cámara:

La Comisión de la Tercera Edad ha considerado el 
proyecto de ley de las señoras diputadas Pastoriza (M. 
A.), Areta y Luna de Marcos y de los señores diputa-
dos Brue, Perez (J.R.), Herrera (J.A.) y Oliva sobre la 
creación, en el ámbito de la Jefatura de Gabinete de 
Ministros, del Consejo Nacional para la Formulación, 
Seguimiento y Evaluación del Plan Gerontológico 
Nacional; y, por las razones expuestas en el informe 
que se acompaña y las que dará el miembro informante, 
aconseja su sanción.

Sala de la comisión, 17 de marzo de 2009.

María A. González.  – Mirta A. Pastoriza. – 
Marta I. Osorio. – María J. Areta. – María 
C. Cremer de Busti. – Hugo O. Cuevas. – 
Susana E. Díaz. – Mario H. Martiarena. 
– Silvia Storni.  

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pág. 384.)

–Se practica la votación nominal.
–Conforme al tablero electrónico, sobre 

138 señores diputados presentes, 95 han 
votado por la afi rmativa y 31 por la negativa, 
registrándose además 11 abstenciones.

Sr. Secretario (Hidalgo). – Se han regis-
trado 95 votos por la afi rmativa y 31 por la 
negativa.

–Votan por la afirmativa los señores 
diputados: Acosta, Aguirre de Soria, Al-
varo, Argüello, Basteiro, Bedano, Belous, 
Bernazza, Berraute, Bianchi Silvestre, 
Bianchi, Bianco, Bullrich (P.), Calchaquí, 
Calza, Cantero Gutiérrez, Carmona, Cejas, 
Chiquichano, Cigogna, Conti, Córdoba
(J. M.), Damilano Grivarello, De la Rosa, 
Díaz Bancalari, Díaz, Diez, Donda Pérez, 
Dovena, Erro, Fadel, Fernández Basualdo, 
Ferrá de Bartol, Ferro, Fiol, Galantini, García
(M. T.), Gardella, Giannettasio, Gil Lozano, 
Gioja, Godoy, González (N. S.), Gullo, He-
rrera (G. N.), Herrera (J. A.), Iturrieta, Kaku-
bur, Katz, Kunkel, Landau, Leverberg, Lla-
nos, Llera, López (R. A.), Luna de Marcos, 
Marconato, Martiarena, Martin, Merchán, 
Moisés, Montero, Morán, Morante, More-
no, Morgado, Obiglio, Osorio, Pais, Paroli, 
Pereyra, Pérez (J. R.), Perié (H. R.), Perié 
(J. A.), Piumato, Prieto, Puiggrós, Recalde, 
Rodríguez (E. A.), Rojkés de Alperovich, 
Román, Rossi (A. O.), Rossi (A. L.), Ruiz, 
Salim, Salum, Sapag, Scalesi, Sciutto, Sere-
brinsky, Snopek, Solanas, Sylvestre Begnis, 
Tomaz y West.

–Votan por la negativa los señores diputa-
dos: Acuña, Álvarez, Ardid, Arriaga, Azcoiti, 
Barrios, Benas, Bertol, Beveraggi, Bisutti, 
Brillo, Carca, Comelli, Daher, Fein, Flores, 
Galvalisi, García (S. R.), Giudici, Gorbacz, 
Iglesias, Kenny, Lusquiños, Macaluse, Naím, 
Petit, Quiroz, Rossi (C. L.), Viale, Zancada 
y Zavallo.

–Se abstienen de votar los señores diputa-
dos: Alcuaz, Canela, Cuevas, Delich, García 
(I. A.), Linares, Lozano, Merlo, Müller, Pas-
toriza (M. A.) y Vilariño.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – Tiene la 
palabra la señora diputada por el Chubut.

Sra. Chiquichano. – Señora presidenta: 
cuando se votó el proyecto anterior había pe-
dido la palabra pero usted no me oyó. Quería 
expresar mi voto positivo.

Sra. Presidenta (Vaca Narvaja). – Se dejará 
constancia de su voto respecto del proyecto 
anterior.

cquirco.dip
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–Reyes: para el día 4 de noviembre de 2009 por 

razones particulares (5.400-D.-09).
–Pastoriza: para el día 4 de noviembre de 2009 por 

razones particulares (5.405-D.-09).
–Baladrón: para el día 4 de noviembre de 2009 por 

razones de salud (5.422-D.-09).
–Bayonzo: para el día 4 de noviembre de 2009 por 

razones de salud (5.425-D.-09).
(Sobre tablas.)

XII
Licencias

Rodríguez: para el día 4 de noviembre de 2009 por 
razones de salud (5.382-D.-09).

–Sesma: desde el día 4 al 13 de noviembre de 2009 
por razones particulares (5.383-D.-09).

–Vega: para el día 4 de noviembre de 2009 por 
razones ofi ciales (5.395-D.-09).

C. INSERCIONES

1

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO ALBARRACÍN

Fundamentos del rechazo del señor diputado al 
dictamen de mayoría de las comisiones
de Asuntos Constitucionales, de Justicia

y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto
de ley del Poder Ejecutivo sobre democratización 

de la representación política, la transparencia
y la equidad electoral

Hoy estamos tratando la reforma a la ley de partidos 
políticos, denominada “Ley de la Democratización 
de la Representación Política, la Transparencia y la 
Equidad Electoral”.

Todos sabemos que la modifi cación de estas leyes 
requiere una mayoría especial establecida por la 
Constitución Nacional en su artículo 77, que estable-
ce: “Los proyectos de ley que modifi quen el régimen 
electoral y de partidos políticos deberán ser aprobados 
por mayoría absoluta del total de los miembros de las 
Cámaras”.

Este precepto constitucional no sólo está indicando 
una mayoría especial. La mayoría especial es lo formal; 
lo que está indicando esta mayoría es que hay algo más 
importante que esto y es un acuerdo, o mejor dicho 
una refl exión o madurez para tomar la determinación 
sobre algo.

Una refl exión entre las distintas fuerzas políticas 
sobre las normas generales de cómo será el sistema 
de selección de candidaturas de los partidos políticos, 
cómo será el sistema de selección previa del próximo 
presidente de la Nación, los próximos senadores y 
diputados nacionales, etcétera.

Nadie desconoce que existe una crisis del sistema 
de partidos políticos que impacta directamente en la 
representatividad política de las autoridades electas, 
pero precisamente por eso merece que demos tiempo 
y espacio para refl exión, franca y sincera.

Por eso, nos parece altamente preocupante que un 
proyecto de esta importancia, que no tiene urgencias 
a la vista, que tiene la aptitud para poder generar 
consensos más amplios, se trate sin esta refl exión que 
merecería.

La verdad es que uno tiene la sensación de que esto 
no es lo que espera la sociedad de nosotros, esta actitud 
que no pone en valor a este Congreso.

Una refl exión al respecto, ¿era necesario que el pro-
yecto tuviera inicio en el Poder Ejecutivo?

No podría haber sido una iniciativa del Frente para 
la Victoria o del Partido Justicialista que presentara 
una iniciativa ante esta Cámara al resto de las fuerzas 
políticas con representación parlamentaria.

Esto entendemos le daría mayor legitimidad a la 
motivación del proyecto. Existe hoy en la sociedad 
argentina una crítica hacia el presidencialismo exacer-
bado, hacia la concentración del poder y hoy tratamos 
en forma paradojal un proyecto de ley que se denomina 
Ley de la Democratización de la Representación Polí-
tica y tiene origen en el Poder Ejecutivo.

A veces las formas en que se presentan los actos de 
gobierno hacen a la lectura política de las mismas.

Hoy la verdad que la iniciativa en el Poder Ejecutivo 
nacional, los tiempos de tratamiento y la urgencia del 
tema, no justifi can un tratamiento de estas caracterís-
ticas.

¿Qué urgencia tiene apurar hoy, al fi n del período 
legislativo, el tratamiento de este tema?

¿Era urgente? La verdad que es un tema importante, 
pero no es urgente.

Hay que recordar dos antecedentes recientes sobre 
el tema electoral:

Uno, el tema del adelantamiento de las elecciones, y 
otro, el tema de las candidaturas testimoniales.

El Poder Ejecutivo nacional presentó este año un 
proyecto de ley de elecciones generales nacionales al 
28 de junio de 2009.

En el artículo 53 del Código Electoral Nacional se 
establece una fecha fi ja para las elecciones: “La convo-
catoria a elección de cargos nacionales será hecha por 
el Poder Ejecutivo nacional. La elección se realizará 
el cuarto domingo de octubre inmediatamente anterior 
a la fi nalización de los mandatos”.

Esta fecha establecida por ley fue un gran avance en 
materia de previsibilidad institucional, pues todos los 
partidos políticos y la sociedad sabían de antemano en 
qué fecha se iban a realizar las elecciones, no permi-
tiendo que el Poder Ejecutivo nacional la estableciera 
a su criterio o en forma discrecional.
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provincia elija el modo de llevar adelante el cambio 
cultural que la mediación propone y es así como todos 
nos hemos enriquecido al compartir el abanico de 
posibilidades que nos brinda el pleno desarrollo de la 
mediación en el país con un sentido federal.

En el año 1995 se sancionó la Ley Nacional de 
Mediación Obligatoria, 24.573, que la establecía con 
una vigencia de cinco años, siendo prorrogada poste-
riormente.

Entonces consideramos que, para seguir avanzando y 
construir consenso en un tema tan delicado, es preciso 
contar con bases sólidas y conocer los fundamentos 
científi cos de la mediación que se propone como una 
política pública en donde convergen los tres poderes 
del Estado.

La fundamentación científi ca de la mediación nos 
dice que debemos dar un paso adelante y abandonar 
el paradigma mecanicista regido por el principio de 
causa-efecto, ya que ello anula nuestra capacidad de 
discernimiento y nuestra inteligencia, entendiendo por 
inteligencia la capacidad de crear soluciones originales 
a través de nuevas confi guraciones de realidad para 
resolver los problemas que, de otra manera, se nos 
presentan como irresolubles.

Asimismo, nos dice que el confl icto no es un “he-
cho”, no es un ente que posee autonomía, ya que parte 
de una realidad predefi nida como de confl icto. La me-
diación signifi ca poner en acción la justicia restaurativa 
con un compromiso de toda la sociedad, abandonando 
el sistema de justicia sancionatoria ya agotado en sí 
mismo toda vez que se encuentra confi gurado en una 
realidad predefi nida como “de confl icto”.

La fundamentación científi ca de la mediación nos 
dice que la mediación es una praxis por lo cual debe 
ser comprendida en el complejo de actividades que se 
proponen una radical transformación social. En este 
marco conceptual, el mediador, para legitimarse como 
tal, debe desarrollar competencias específi cas en el 
desempeño de su rol, competencias que no guardan 
ninguna relación causal con la profesión de base del 
mediador. Asevera que dichas competencias pueden 
y deben ser evaluadas con criterios de efi cacia y efi -
ciencia, como también pueden y deben ser evaluados 
con iguales criterios los servicios de mediación que se 
prestan en los diferentes espacios.

No existe una profesión que tenga más “aptitud” 
que otra para la mediación. Quien desee abrazar la 
mediación como profesión debe apartarse de su profe-
sión de base y comenzar con humildad y compromiso 
social un nuevo camino de formación y aprendizaje. 
No es posible trasladar a este campo enfrentamientos 
corporativos que podrían responder a intereses mez-
quinos y que se alejen del objetivo de la mediación y 
que produzcan una contaminación basada en la lucha 
y la confrontación ajena al campo del entendimiento 
y del buen criterio.

La defi nición del rol de mediador supone compartir 
criterios relativos a: a) la identidad del mediador; 

otro lugar del país, porque requiere afrontar gastos de 
traslado y alojamiento que son imposibles de costear 
sin una posición económica sólida.

Con la creación de la Universidad Nacional de Tierra 
del Fuego todos los fueguinos tendrán libre acceso a 
la educación superior, lo que mejorará la calidad de 
vida de los mismos, generando una distribución más 
equitativa de las posibilidades de aprendizaje y del 
conocimiento, de modo de no privar a ninguna persona 
de su derecho a la educación.

Y esto es preciso destacarlo, porque además de la 
aprobación de este proyecto bregamos por la afi r-
mación del derecho a la educación garantizado en la 
Constitución Nacional y en los tratados internacionales 
incorporados a la misma en el artículo 75, inciso 22.

Luego de aprobar una ley que otorga incentivos a la 
radicación de industrias tecnológicas, la creación de la 
universidad de Tierra del Fuego complementa necesa-
riamente nuestro anhelo de crear un polo tecnológico 
potente y pujante.

Por último quiero manifestar que, en tiempos en que 
la educación pública se encuentra altamente deterio-
rada, nos enorgullece profundamente poder aprobar 
el presente proyecto que establece la creación de esta 
universidad, que traerá benefi cios para todos los fue-
guinos en relación a nuestra provincia y al país, y que 
a su vez apunta a lograr una sociedad más justa con 
igualdad de posibilidades de acceso a la educación, 
lo cual es un pilar fundamental para el desarrollo de 
toda sociedad.

26

INSERCIÓN SOLICITADA POR LA SEÑORA 
DIPUTADA HALAK

Fundamentos del rechazo de la señora diputada
al dictamen de mayoría de las comisiones
de Justicia y de Presupuesto y Hacienda
en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo

por el que se establece con carácter obligatorio
la mediación previa a todo proceso judicial

La Argentina es un país que siempre ha estado a 
la vanguardia en el desarrollo de la mediación y por 
ello hemos ganado un importante reconocimiento 
en diferentes lugares del mundo. Ello contribuye a 
que el tratamiento del proyecto de ley que nos ocupa 
implique una mayor responsabilidad, toda vez que 
somos observados por otros países y en muchos casos 
tomados como ejemplo o como un modelo a seguir en 
este campo.

El grado de desarrollo alcanzado ha sido posible por la 
conjunción de múltiples factores, entre los cuales el com-
promiso del Estado a través de los poderes que materia-
lizan su acción y la voluntad de quienes se han formado 
como mediadores han tenido un peso decisivo.

Asimismo, el respeto por las diversidades culturales 
y las diferentes idiosincrasias ha permitido que cada 
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Asimismo, sólo se hace referencia a la mediación 
prejudicial obligatoria y no establece mecanismos 
de mediación extrajudicial, de carácter voluntario y 
que actualmente funciona con buenos resultados en la 
provincia de Córdoba, a la que represento.

En efecto, en la provincia de Córdoba, desde el Mi-
nisterio de Justicia, a través de la Dirección de Métodos 
Alternativos para Resolución de Confl ictos, autoridad de 
aplicación de la ley en el territorio provincial (vigente 
desde el año 2000), se ha recogido una larga y rica ex-
periencia en materia de mediación y multidisciplina. El 
Registro de Mediadores está conformado por más de 500 
mediadores de las más diversas profesiones: arquitectos, 
escribanos, psicólogos, abogados, contadores, ingenieros, 
licenciados en comunicación, licenciados en ciencias 
políticas, médicos, profesores universitarios de las más 
diversas ramas, y en trabajo conjunto con la Universidad 
de Padova se está realizando el pasaje transdisciplinar 
necesario para ir de la mediación como práctica a la fun-
damentación científi ca que la convierte en praxis con todo 
el potencial transformador que ello implica.

Asimismo, la ley 8.858, de mediación de la provin-
cia, prevé la instancia extrajudicial voluntaria, como 
también la instancia judicial voluntaria con tres excep-
ciones en las que existe remisión obligatoria, que no 
vulnera el principio de voluntariedad, toda vez que la 
obligatoriedad alcanza a la obligación de comparecer 
a la primera audiencia a fi n de informarse de las carac-
terísticas y alcances del procedimiento.

Por otra parte, en la provincia de Córdoba se ha 
avanzado en proyectos de convenios entre la Facultad 
de Medicina y la Universidad de Padova vinculados a la 
dirección, a fi n de realizar estudios de campo que per-
mitan medir el impacto de las confi guraciones confl ic-
tivas en la salud de las personas y en la comunidad.

Una comunidad en ausencia de confl icto se convierte 
en una comunidad sana con un potencial enorme libe-
rado para el crecimiento, y este proyecto debe incluir 
a todos quienes quieran participar en su construcción 
por ser intrínsecamente un proyecto de inclusión social 
que interesa y compromete el futuro de todos, lo que 
convierte a la mediación en una herramienta para la 
convivencia en armonía.

27

INSERCIÓN SOLICITADA POR EL SEÑOR 
DIPUTADO LANCETA

Fundamentos del rechazo del señor diputado al 
dictamen de mayoría de las comisiones
de Asuntos Constitucionales, de Justicia

y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto
de ley del Poder Ejecutivo sobre democratización 

de la representación política, la transparencia
y la equidad electoral

Lamentablemente, este gobierno sigue mirando la 
realidad desde su propia lente.

b) la defi nición de la mediación; c) el método a aplicar;
d) el objetivo a alcanzar.

Las definiciones que responden a los criterios 
señalados y que han sido ampliamente estudiadas y 
elaboradas por el equipo del máster en mediación de la 
Universidad de los Estudios de Padova, Italia, son:

a) Identidad del mediador. El mediador es defi nido 
como aquel rol tercero, experto en sentido común, que 
gestiona el proceso de modifi cación de las confi gura-
ciones discursivas de las partes.

b) Defi nición de la mediación. La mediación es 
un instrumento operativo que responde a criterios de 
cientifi cidad y a criterios de efi cacia y efi ciencia (una 
praxis).

c) Objetivo de la mediación. Generar una realidad 
tercera, es decir una realidad no anticipada por las 
partes, en la cual éstas sean autónomas en la gestión 
de los propios confl ictos.

d) Método a aplicar. Construcción y prescripción de 
praxis operativas según la aplicación de líneas metodo-
lógicas que poseen validación científi ca.

Como se desprende de estas defi niciones, sólo puede 
tener este desempeño quien se haya preparado para 
ello y encontrarán mayor difi cultad en la formación 
quienes se aferren a lo que ya “saben” como a una 
tabla de salvación y respondan con falta de fl exibili-
dad para incorporar conocimiento nuevo: el mediador 
debe tener una formación adecuada y apartarse de sus 
conocimientos tradicionales.

De acuerdo a lo manifestado, consideramos que 
el proyecto en análisis no responde a estos criterios 
expuestos y por ello no lo acompañamos, ya que en 
primer lugar mantiene como requisito para ser me-
diador, entre otros, poseer el título de abogado. No 
existen motivos para que otros profesionales, que se 
encuentran capacitados y con vasta experiencia en el 
tema, no puedan ejercer este rol.

Asimismo, incorpora la figura del profesional 
asistente, estableciendo que podrán actuar previo 
consentimiento de las partes y bajo la dirección y res-
ponsabilidad del mediador que intervenga.

Esta nueva fi gura no presenta distinción con rela-
ción a la del perito en las distintas ramas (psicólogos, 
psiquiatras, contadores, ingenieros, calígrafos, agri-
mensores, etcétera), por lo cual los peritos podrían 
plantear confl icto con sus incumbencias profesionales. 
Así como al agregarse exigencias para el desempeño 
de una actividad que en la actualidad desarrollan los 
peritos genera el riesgo de caer en una terrible contra-
dicción y siendo una ley de mediación, cuyo objetivo 
es la resolución de confl ictos, redactada de la manera 
que se propone, tiene un potencial intrínseco para abrir 
diferentes frentes de confl icto. Es decir que la solución 
intentada a través de esta redacción nos coloca en una 
situación peor que la actual, por lo cual, para quienes 
están en el campo de la resolución de confl ictos, no es 
una solución viable.
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